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III. ADMINISTRACIÓN LOCAL

AYUNTAMIENTO DE

9 SAN LORENZO DE EL ESCORIAL

ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

Por resolución de Alcaldía de fecha 28 de febrero de 2012, se dictaminó lo siguiente:

Primero.—Declarar definitivamente aprobada la ordenanza general de gestión, recau-
dación e inspección de tributos y otros ingresos de derecho público del Ayuntamiento de
San Lorenzo de El Escorial.

Segundo.—Publicar en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID el acuer-
do elevado a definitivo y el texto íntegro de la ordenanza aprobada.

Por todo ello, y una vez subsanados y rectificados los errores materiales de transcrip-
ción de la citada ordenanza en sesión plenaria de fecha 27 de marzo de 2012, se procede a
la publicación de la misma.

ANUNCIO

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.4 del Texto refundido de la Ley reguladora de
las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, se hace pú-
blico que no habiéndose presentado reclamaciones durante el periodo de su información pública,
ha quedado elevado a definitivo el siguiente acuerdo, aprobado con carácter provisional en sesión
celebrada por el Pleno de la Corporación municipal el día 29 de noviembre de 2011:

ANEXO I

ORDENANZA GENERAL DE GESTION, RECAUDACIÓN E INSPECCIÓN DE LOS TRIBUTOS
Y OTROS INGRESOS DERECHO PÚBLICO

SECCIÓN I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto

1. La presente Ordenanza General, dictada al amparo de lo previsto en el artículo 106.2 de la Ley
7/1.985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, y en los artículos 11, 12.2 y 15.3
del Real Decreto Legislativo 2/2004, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora
de las Haciendas Locales, así como en el apartado 3 de la disposición adicional cuarta de la Ley
58/2003, General Tributaria contiene normas comunes, tanto sustantivas como de procedimiento,
que se considerarán parte integrante de las Ordenanzas fiscales y de los Reglamentos Interiores
que se puedan dictar relativos a la gestión, recaudación e inspección de los ingresos de Derecho
público municipales.

2. Se dicta esta Ordenanza para:
a) Regular aquellos aspectos procedimentales que pueden mejorar y simplificar la gestión, de

posible determinación por el Ayuntamiento.
b) Regular aquellos aspectos comunes a diversas Ordenanzas fiscales, evitando así la reitera-

ción de los mismos.
c) Regular las materias que precisan de concreción o desarrollo por parte del Ayuntamiento.
d) Informar a los ciudadanos de las normas vigentes así como de los derechos y garantías de

los contribuyentes, cuyo conocimiento puede resultar de general interés en orden al correc-
to cumplimiento de las obligaciones tributarias.

Artículo 2. Ámbito de aplicación

1. La presente Ordenanza se aplicará en la gestión de los ingresos de Derecho público cuya ti-
tularidad corresponda al Ayuntamiento, o a sus Organismos Autónomos.

2. Esta Ordenanza, así como las Ordenanzas fiscales, obligarán en el término municipal de San
Lorenzo de El Escorial y se aplicarán de acuerdo con los principios de residencia efectiva y territo-
rialidad según la naturaleza del derecho.

3. Por Decreto del Alcalde se podrá dictar disposiciones interpretativas y aclaratorias de esta Or-
denanza y de las Ordenanzas reguladoras de cada exacción.
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Artículo 3. Aspectos generales

1. La tramitación de los expedientes estará guiada por los criterios de racionalidad y eficacia,
procurando asimismo simplificar los trámites que debe realizar el ciudadano.

2. El Alcalde podrá delegar el ejercicio de competencias y la firma de resoluciones administrati-
vas, salvo que legalmente se prohibiera tal delegación.

3. Se impulsará la aplicación de técnicas y medios electrónicos, informáticos y telemáticos para
la tramitación de expedientes, con el fin de mejorar la eficiencia de las comunicaciones del Ayun-
tamiento con los ciudadanos, con otras Administraciones públicas y los colaboradores sociales con
quienes se suscriba el pertinente convenio.

Los ciudadanos en general podrán acceder a toda la información no personalizada que el Ayun-
tamiento publica desde su página web de Internet. Además, los contribuyentes provistos de certifi-
cado digital de identificación, reconocido por el Ayuntamiento, podrán realizar los trámites y gestio-
nes que se regulan en la Sección VI de esta Ordenanza.

4. Los procedimientos que se tramiten y finalicen en soporte informático garantizarán el ejerci-
cio de la competencia del órgano que la ejerce. Cuando resulte conveniente, se definirá y aprobará
el expediente informático, cuyas características serán publicadas.

5. Los documentos emitidos por el Ayuntamiento, por medios electrónicos, informáticos o tele-
máticos, o los que emita como copias de originales almacenados por estos medios, gozarán de la
validez y eficacia del documento original, siempre que concurran los requisitos exigidos por la
LRJPAC.

Artículo 4. Comunicaciones informativas y asistencia a los obligados al pago

1. Los diferentes servicios del Ayuntamiento informarán a los contribuyentes que lo soliciten de
los criterios administrativos existentes para la aplicación de la normativa tributaria.

Las solicitudes formuladas verbalmente, se responderán de igual forma.
En los casos en que la solicitud se formulara por escrito, se procurará que el contribuyente ex-

prese con claridad los antecedentes y circunstancias del caso, así como las dudas que le suscite la
normativa aplicable.

2. Si la solicitud de información se refiere a una cuestión reglamentada en las Ordenanzas, o en
Circulares municipales internas, o bien se trata de una cuestión cuya respuesta se deduce indubi-
tadamente de la normativa vigente, el Servicio receptor de la consulta podrá formular la respuesta.

En otro caso, se responderá desde la Secretaria Municipal, a propuesta del servicio competente.
Para garantizar la confidencialidad de la información, se requerirá del contribuyente su debida

identificación y, en todo caso, el N.I.F. Además, si se actúa por medio de representante, éste debe-
rá acreditar su condición de tal.

3. Mediante Internet, se podrá acceder a la información considerada de interés general: calen-
darios de cobranza, medios y lugares de pago, explicación suficiente de los principales puntos del
procedimiento de gestión y recaudación.

Cuando la información se refiera a datos personales individualizados, el acceso requerirá de una
clave particular, o la utilización de la firma electrónica, en la forma que se establecen en la Sección VI.

4. Los datos de carácter personal facilitados por los ciudadanos, presencialmente, a través de
la oficina virtual del Ayuntamiento, o por cualquier otro medio, así como otros datos con trascenden-
cia para la gestión y recaudación de los ingresos de derecho público requeridos u obtenidos por el
Ayuntamiento, se incorporarán a los ficheros de datos municipales.

Los interesados podrán ejercer los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición pre-
vistos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre de Protección de Datos de Carácter Personal.

5. Se prestará asistencia a los obligados en la realización de declaraciones, autoliquidaciones y
comunicaciones, exigibles en el proceso de gestión y recaudación de los ingresos de derecho pú-
blico municipales. Siempre que resulte pertinente, se facilitará el uso de modelos normalizados.

Artículo 5. Acceso a Archivos

1. Los ciudadanos tienen derecho a acceder a los registros y documentos que formen parte del
expediente, en los términos establecidos en la Ley 30/1992, y en la Ley 58/2003, General Tributaria.

2. Para que sea autorizada la consulta será necesario que se formule petición individualizada,
especificando los documentos que se desea consultar.

La consulta deberá ser solicitada por el interesado y no podrá afectar la intimidad de terceras
personas. Cuando el cumplimiento de estos requisitos resulte dudoso para los responsables de los
Servicios, será necesario que la Secretaria Municipal informe (por escrito o verbalmente) sobre la
procedencia de la consulta y valore si estos documentos contienen o no datos referentes a la inti-
midad de personas diferentes del consultante.

3. En el ámbito tributario, el acceso a los registros y documentos que formen parte de un expe-
diente concluido a la fecha de la solicitud y que obren en los archivos administrativos únicamente
podrá ser solicitado por el obligado que haya sido parte en el procedimiento tributario.

4. Quienes posean un certificado de firma digital expedido por la Fábrica Nacional de Moneda y
Timbre u otro tipo de certificado, cuya eficacia reconozca el Ayuntamiento, podrán acceder por In-
ternet a los datos personales que se indicarán en la página web municipal.
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Artículo 6. Derecho a la obtención de copia de los documentos que obren en el expediente

1. Los interesados podrán obtener copia a su costa de los documentos que integren el expe-
diente administrativo en el trámite de puesta de manifiesto del mismo.

Este derecho podrá ejercitarse en cualquier momento en el procedimiento de apremio. Se pro-
curará poner a disposición de los contribuyentes el uso de una máquina fotocopiadora que, previo
pago, permita la obtención de fotocopias. Cuando no se disponga de esta máquina, los órganos
municipales proporcionarán dichas copias con sus propios medios.

2. La obtención de copias facilitadas por el Ayuntamiento requerirá el pago previo de la tasa es-
tablecida por expedición y reproducción de documentos.

3. Cuando las necesidades del servicio lo permitan, se cumplimentará la petición del contribu-
yente en el mismo día. Si se trata de un número elevado de copias, o cuando otro hecho impida
cumplir el plazo anterior, se informará al solicitante de la fecha en que podrá recoger las copias so-
licitadas. Salvo circunstancias excepcionales, este plazo no excederá de diez días naturales.

El momento para solicitar copias es el plazo durante el cual se ha concedido trámite de audien-
cia, o en defecto de éste, en el de alegaciones posterior a la propuesta de resolución.

4. Por diligencia incorporada en el expediente se hará constar el número de los folios de los cua-
les se ha expedido copia y su recepción por el contribuyente.

5. Los contribuyentes no tendrán derecho a obtener copia de aquellos documentos que figuran-
do en el expediente afecten a intereses de terceros, o a la intimidad de otras personas. La resolución
que deniegue la solicitud de copia de documentos obrantes en el expediente deberá motivarse.

Cuando se suscite alguna duda en relación con los anteriores extremos, se consultará a la Se-
cretaria Municipal.

Artículo 7. Aportación de documentación

1. Los obligados por un procedimiento de gestión de ingresos de derecho público podrán ejer-
cer su derecho a no aportar aquellos documentos ya presentados por ellos mismos y que se en-
cuentren en poder del Ayuntamiento siempre que el obligado indique el día y procedimiento en el
que los presentó.

2. Los contribuyentes, tienen derecho a solicitar certificación y copia de las declaraciones por
ellos presentadas, así como a obtener copia sellada de los documentos presentados siempre que
la aporten junto a los originales para su cotejo; asimismo, tienen derecho a la devolución de los ori-
ginales de dichos documentos, en el caso de que no deban obrar en el expediente.

3. Las solicitudes de los contribuyentes relativos a la identificación de los responsables de la tra-
mitación o resolución de los procedimientos se dirigirán a la Alcaldía.

La responsabilidad de las diferentes áreas funcionales corresponde a los órganos y servicios
municipales según la distribución establecida en esta Ordenanza.

Artículo 8. Alegaciones y trámite de audiencia al interesado

1. Cuando los contribuyentes formulen alegaciones y presenten documentos antes del trámite de
audiencia, se tendrán en cuenta unos y otros al redactar la correspondiente propuesta de resolución,
haciéndose expresa mención de la circunstancia de su aportación en los antecedentes de ésta.

2. En los procedimientos de inspección, se dará audiencia al interesado en los términos previs-
tos en el Reglamento General de la Aplicación de Tributos.

3. En el procedimiento de recaudación, se dará audiencia en aquellas actuaciones en que así se
prevea en el Reglamento General de Recaudación.

4. En el procedimiento de gestión, se dará trámite de audiencia cuando, para la adopción de la
resolución administrativa, se tengan en cuenta hechos o datos diferentes de los aportados por otras
Administraciones o por el interesado.

En los procedimientos tributarios, se tendrá en cuenta lo previsto en la Sección II de esta Orde-
nanza. En particular se podrá prescindir del trámite de audiencia previo a la propuesta de resolución
cuando se suscriban acta con acuerdo o cuando esté previsto un trámite de alegaciones posterior
a dicha propuesta. En este último caso, el expediente se pondrá de manifiesto en el trámite de ale-
gaciones.

5. Especialmente, podrá prescindirse del trámite de audiencia cuando se trate de rectificar me-
ros errores aritméticos deducidos de los hechos y documentos presentados por el contribuyente.

Con carácter general, el plazo de audiencia será de diez días.

Artículo 9. Registros

1. Podrán presentarse por los interesados escritos dirigidos al Ayuntamiento por cualquiera de
los medios siguientes:

a) En el Registro General Municipal, ubicado en la Casa Consistorial.
b) En los registros de cualquier órgano de la Administración Estatal, Autonómica o Local si, en

este último caso, se hubiese suscrito el oportuno convenio.
c) En las oficinas de Correos.



SÁBADO 14 DE ABRIL DE 2012Pág. 52 B.O.C.M. Núm. 89

B
O

C
M

-2
01

20
41

4-
9

BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRIDBOCM

d) La recepción o salida de solicitudes, escritos y comunicaciones, relacionados con expe-
dientes electrónicos tramitados según las determinaciones aprobadas por el Pleno de la
Corporación, se registrarán en un registro telemático cuando se transmitan por medios te-
lemáticos.
Cuando se reciba un documento por vía telemática en un día inhábil para el Ayuntamiento,
dicha recepción se entenderá efectuada en el primer día hábil siguiente.

2. A efectos del cómputo de plazos para dictar resolución, se entenderá como fecha de presen-
tación del correspondiente escrito la fecha de recepción en el Registro General Municipal.

Artículo 10. Cómputo de plazos

1. Siempre que no se exprese otra cosa, cuando los plazos se señalen por días, se entiende que
son hábiles, excluyéndose del cómputo los domingos y los declarados festivos.

2. Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en
que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel
en que se produzca la estimación o desestimación por silencio administrativo. Si en el mes de ven-
cimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el pla-
zo expira el último día del mes.

3. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil si-
guiente.

4. Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lu-
gar la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en se produz-
ca la estimación o la desestimación por silencio administrativo.

5. Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el inte-
resado, e inhábil en este Municipio, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso.

6. Excepcionalmente, de oficio o a petición de los interesados, se podrá conceder una amplia-
ción de plazos que no exceda de la mitad de los mismos. El acuerdo de ampliación deberá ser no-
tificado a los interesados.

7. Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producir-
se, en todo caso, antes del vencimiento del plazo de que se trate. En ningún caso podrá ser objeto
de ampliación un plazo ya vencido. Los acuerdos sobre ampliación de plazos o sobre su denega-
ción no serán susceptibles de recurso.

SECCIÓN II

Procedimientos tributarios

Subsección 1ª

Fases de los procedimiento tributarios

Artículo 11. Iniciación, desarrollo y terminación de los procedimientos tributarios

1. Las actuaciones y procedimiento tributarios podrán iniciarse de oficio o a instancia del obliga-
do tributario, mediante autoliquidación, declaración, comunicación, solicitud o cualquier otro medio
previsto en la normativa tributaria.

2. Las actuaciones municipales se documentarán en comunicaciones, diligencias, informes y
otros documentos previstos en la normativa específica de cada procedimiento.

3. Las comunicaciones son los documentos a través de los cuales la Administración notifica al
obligado tributario el inicio del procedimiento u otros hechos o circunstancias relativos al mismo, o
efectúa los requerimientos que sean necesarios.

4. Las diligencias son los documentos públicos que se extienden para hacer constar hechos, así
como las manifestaciones del obligado tributario o persona con la que se entiendan las actuaciones.

5. Pondrá fin a los procedimientos tributarios la resolución, el desistimiento, la renuncia al dere-
cho en que se fundamente la solicitud, la imposibilidad material de continuarlos por causas sobre-
venidas, la caducidad, el cumplimiento de la obligación que hubiera sido objeto de requerimiento,
o cualquier otra causa prevista en el ordenamiento tributario.

Artículo 12. Liquidaciones tributarias

1. La liquidación tributaria es el acto resolutorio mediante el cual el servicio municipal competen-
te realiza las operaciones de cuantificación necesarias y determina el importe de la deuda tributaria
o de la cantidad que, en su caso, resulte a devolver o a compensar de acuerdo con la normativa tri-
butaria.

2. El Ayuntamiento no está obligado a ajustar las liquidaciones a los datos consignados por los
obligados tributarios en las autoliquidaciones, declaraciones, comunicaciones, solicitudes o cual-
quier otro documento.

3. Las liquidaciones tributarias serán provisionales o definitivas.
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Tendrán la consideración de definitivas:
a) Las practicadas en el procedimiento inspector previa comprobación de la totalidad de los

elementos de la obligación tributaria.
b) Las demás a las que la normativa tributaria otorgue tal carácter.

En los demás casos, las liquidaciones tributarias tendrán el carácter de provisionales.
4. La competencia para aprobar las liquidaciones tributarias corresponde al Alcalde, quien podrá

delegar dicha competencia en el Concejal de Hacienda.

Artículo 13. El deber de resolver en los procedimientos tributarios

1. El Ayuntamiento está obligado a resolver todas las cuestiones que se planteen en los proce-
dimientos tributarios. Se exceptúa dicho deber de resolver expresamente en los casos siguientes:

— En los procedimientos relativos al ejercicio de derechos que sólo deban ser objeto de comu-
nicación por el obligado tributario.

— Cuando se produzca la caducidad, la pérdida sobrevenida del objeto del procedimiento, la
renuncia o el desistimiento de los interesados.

2. Cuando el interesado solicite expresamente que se declare la caducidad, la pérdida sobreve-
nida del objeto del procedimiento, la renuncia o el desistimiento, se deberá resolver sobre la petición.

3. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución será de seis meses, salvo que la nor-
mativa aplicable fije un plazo distinto.

El plazo se contará:
a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha de notificación del acuerdo de inicio.
b) En los procedimientos iniciados a instancia del interesado, desde la fecha en que el docu-

mento haya tenido entrada en el Registro General del Ayuntamiento.
Queda excluido de lo dispuesto en este apartado el procedimiento de apremio, cuyas actua-
ciones podrán extenderse hasta el plazo de prescripción del derecho de cobro.

4. Para entender cumplida la obligación del apartado anterior será suficiente acreditar que se ha
realizado un intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución.

Los períodos de interrupción justificada y las dilaciones en el procedimiento por causa no impu-
table a la Administración municipal no se incluirán en el cómputo del plazo de resolución.

5. Los servicios competentes adoptarán las medidas necesarias para cumplir los deberes de
motivar los actos administrativos y resolver los recursos presentados en el plazo fijado en esta Or-
denanza.

Si en determinadas circunstancias, los jefes de los servicios consideran que no pueden cumplir
la obligación legal, lo pondrán en conocimiento de la Alcaldía, a fin de buscar las soluciones más
adecuadas.

Artículo 14. Tramitación de expedientes. Desistimiento y caducidad

1. En los procedimiento iniciados a instancia de parte, si las solicitudes de iniciación de un pro-
cedimiento no reúnen todos los requisitos exigidos por la normativa vigente, se requerirá al intere-
sado para que en un plazo de diez días subsane las anomalías, con indicación de que, si así no lo
hiciera, se le tendrá por desistido de su petición.

2. Cuando la Administración considere que los ciudadanos deben cumplimentar determinados
trámites -que no impiden continuar el procedimiento- , lo pondrá en conocimiento de los interesa-
dos, concediéndoles un plazo de diez días para cumplimentarlos.

3. A los ciudadanos que no cumplimenten el trámite en el plazo citado en el apartado anterior
se les declarará decaídos en su derecho al trámite correspondiente. No obstante, se admitirá la ac-
tuación del interesado si se produjera antes o dentro del día en que se notifique la resolución admi-
nistrativa.

4. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando la falta de cumplimiento de
trámites indispensables produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración
le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento.

5. Podrá no ser aplicable la caducidad del procedimiento cuando la cuestión suscitada afecte al
interés general o fuere conveniente sustanciarla para su esclarecimiento.

6. En los procedimientos iniciados de oficio, susceptibles de producir efectos desfavorables o
de gravamen, el vencimiento del plazo máximo fijado en el apartado 3 del artículo anterior sin que
se haya notificado resolución expresa, producirá la caducidad del procedimiento.

7. Producida la caducidad, ésta será declarada, de oficio o a instancia del interesado, ordenán-
dose el archivo de las actuaciones.

Dicha caducidad no producirá, por sí sola, la prescripción de los derechos de la Administración
tributaria, pero las actuaciones realizadas en los procedimientos caducados no interrumpirán el pla-
zo de prescripción.

Las actuaciones realizadas en el curso de un procedimiento caducado, así como los documen-
tos y otros elementos de prueba obtenidos en dicho procedimiento, conservarán su validez y efica-
cia a efectos probatorios en otros procedimientos iniciados o que puedan iniciarse con posteriori-
dad en relación con el mismo u otro obligado tributario.
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Artículo 15. Efectos del silencio administrativo

1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, el vencimiento del plazo máximo
fijado para su resolución sin haberse dictado y notificado acuerdo expreso, legitima al interesado
para entender estimada o desestimada la solicitud por silencio administrativo, según proceda y sin
perjuicio de la resolución que la Administración debe dictar.

2. Cuando no haya recaído resolución dentro de plazo, se entenderá desestimada la solicitud
en los siguientes supuestos:

a) Resolución del recurso de reposición previo al contencioso-administrativo, o la reclamación
económico-administrativa, frente a los actos dictados en materia de gestión de ingresos de
derecho público locales.

b) Procedimientos para la concesión de beneficios fiscales en los tributos locales.
c) Resolución de otros recursos administrativos diferentes del establecido en el apartado a) de

este punto, que pudieran interponerse.
d) Suspensión del procedimiento de gestión y/o recaudación de los ingresos de derecho pú-

blico de que se trate, cuando no se aporte garantía suficiente.
e) Otros supuestos previstos legalmente.
3. También se entenderá desestimada la devolución de ingresos indebidos en el plazo de tres

meses siempre que con anterioridad no haya sido anulada la liquidación que motivó el ingreso.
4. Se entenderán estimadas las solicitudes formuladas por los interesados en los casos previs-

tos en la normativa de aplicación.

Subsección 2.ª

Procedimientos de Gestión Tributaria

Artículo 16. Procedimiento iniciado mediante declaración

1. Cuando la normativa del tributo así lo prevea, el obligado deberá presentar una declaración en
que manifieste la realización del hecho imponible y comunique los datos necesarios para que la
Administración cuantifique la obligación tributaria mediante la práctica de una liquidación provisional.

2. En la práctica de la liquidación tributaria, la Administración podrá utilizar los datos consigna-
dos por el obligado tributario en su declaración o cualquier otro que obre en su poder; podrá reque-
rir al obligado para que aclare los datos consignados en su declaración o presente justificante de
los mismos y podrá realizar actuaciones de comprobación de valores.

3. En las liquidaciones que se dicten en este procedimiento no se exigirán intereses de demora
desde la presentación de la declaración hasta la finalización del plazo para el pago en período vo-
luntario.

Artículo 17. Procedimiento de verificación de datos

1. La Administración tributaria podrá iniciar el procedimiento de verificación de datos en los si-
guientes supuestos:

a) Cuando la declaración o autoliquidación del obligado tributario adolezca de defectos forma-
les o incurra en errores aritméticos.

b) Cuando los datos declarados no coincidan con los contenidos en otras declaraciones presen-
tadas por el mismo obligado, o con los que obren en poder de la Administración tributaria.

c) Cuando se aprecie una aplicación indebida de la normativa que resulte patente.
d) Cuando se requiera la aclaración o justificación de algún dato relativo a la declaración.
2. El procedimiento de verificación de datos se podrá iniciar mediante requerimiento de la Admi-

nistración para que el obligado tributario aclare o justifique la discrepancia observada o los datos
relativos a su declaración o autoliquidación, o mediante la notificación de la propuesta de liquida-
ción cuando la Administración tributaria cuente con datos suficientes para formularla.

3. Cuando el obligado tributario manifieste su disconformidad con los datos que obren en po-
der de la Administración, deberá probar su inexactitud.

4. Con carácter previo a la práctica de la liquidación provisional, la Administración deberá comu-
nicar al obligado tributario la propuesta de liquidación para que alegue lo que convenga a su derecho.

La propuesta de liquidación provisional deberá ser en todo caso motivada con una referencia
sucinta a los hechos y fundamentos de derecho que hayan sido tenidos en cuenta en la misma.

Artículo 18. Procedimiento de comprobación limitada

1. Por acuerdo de órgano competente, podrá iniciarse de oficio el procedimiento de comproba-
ción limitada de los hechos y elementos determinantes de la obligación tributaria, cuando se consi-
dere necesario.

2. En este procedimiento, la Administración municipal podrá realizar las siguientes actuaciones:
a) Examen de los datos consignados por los obligados tributarios en sus declaraciones y de

los justificantes presentados o que se requieran al efecto.
b) Examen de los datos y antecedentes en poder de la Administración.
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c) Examen de los registros y demás documentos exigidos por la normativa tributaria.
d) Requerimientos a terceros para que aporten la información que se encuentren obligados a

suministrar con carácter general o para que la ratifiquen mediante la presentación de los co-
rrespondientes justificantes.

3. El inicio de las actuaciones de comprobación limitada deberá notificarse a los obligados tri-
butarios mediante comunicación que deberá expresar la naturaleza y alcance de las mismas.

Cuando los datos en poder de la Administración sean suficientes para formular la propuesta de
liquidación, el procedimiento podrá iniciarse mediante la notificación de dicha propuesta.

4. Con carácter previo a la práctica de la liquidación provisional, la Administración tributaria de-
berá comunicar al obligado tributario la propuesta de liquidación para que alegue lo que convenga
a su derecho.

5. Dictada resolución en un procedimiento de comprobación limitada, la Administración tributaria
no podrá efectuar una nueva regularización en relación con el objeto comprobado salvo que en un pro-
cedimiento de comprobación limitada o inspección posterior se descubran nuevos hechos o circuns-
tancias que resulten de actuaciones distintas de las realizadas y especificadas en dicha resolución.

6. Los hechos y los elementos determinantes de la deuda tributaria respecto de los que el obli-
gado tributario o su representante haya prestado conformidad expresa no podrán ser impugnados
salvo que pruebe que incurrió en error de hecho.

SECCIÓN III

Normas sobre Gestión Local

Subsección 1ª

De créditos tributarios

Capítulo I

De vencimiento periódico

Artículo 19. Gestión de Tributos de vencimiento periódico

1. Los Tributos de vencimiento periódico (impuestos y tasas que se devengan el uno de enero
de cada año) se gestionan a través de Padrones o Matriculas. Dichos Padrones o Matriculas se ela-
boran por el Área de Gestión Tributaria, efectuando la Intervención su fiscalización y toma de razón,
aprobándose por el órgano competente.

Artículo 20. Anuncios de exposición pública y cobranza

1. Los padrones fiscales, conteniendo las cuotas a pagar y los elementos tributarios determinan-
tes de las mismas, se expondrán al público en las oficinas municipales quince días antes de iniciar-
se los respectivos períodos de cobro y por periodo de un mes.

Durante el periodo exposición pública de los Padrones los ciudadanos en general podrán con-
sultar los datos incluidos en los mismos. En fechas diferentes, será preciso acreditar el interés legí-
timo de la consulta para que la misma sea autorizada.

2. El anuncio de exposición pública de los Padrones se publicará en el BOCM. Mediante dicho
anuncio se efectuará la notificación colectiva de las cuotas y demás elementos tributarios conteni-
dos en los mismos, en cuanto no constituyan altas en los respectivos registros.

Asimismo en el anuncio se notificara el periodo de cobro de los Padrones con la advertencia de
que, transcurridos los plazos señalados como periodos de pago voluntarios, las deudas serán exi-
gidas por el procedimiento de apremio y devengarán el recargo de apremio, interese de demora y,
en su caso, las costas que se produzcan.

3. Contra la exposición pública de los padrones y de las liquidaciones en los mismos incorpora-
das, se podrá interponer recurso de reposición, previo al contencioso-administrativo, en el plazo de
un mes a contar desde la fecha de finalización del periodo de exposición.

Artículo 21. Calendario Fiscal

1. Con carácter general, se establece que los periodos para pagar los tributos de carácter perió-
dico serán los siguientes:

a) Impuestos sobre Vehículos de Tracción Mecánica y Tasa Licencia de Auto-taxi: desde el 7
de marzo al 9 de mayo.

b) Tasa por entrada de vehículos a través de aceras y reservas de espacio en la vía pública,
Tasa por aprovechamiento de Subsuelo y Tasa por recogida de Basura Domiciliaria: desde
el 11 de abril hasta el día 13 de junio.

c) Impuestos sobre Bienes Inmuebles, Tasa por Alcantarillado, y Tasa por Terrazas en la vía
pública: desde el día 11 de julio hasta el día 16 de septiembre.
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d) Impuesto sobre Actividades Económicas, y Tasa por mantenimiento de Cementerio: desde
el día 5 de septiembre hasta el día 07 de noviembre.
Cuando el día de inicio o finalización de periodo de pago coincida con sábado o festivo, se
trasladará al siguiente laborable.

2. Las variaciones en los periodos de pago reseñados en el punto anterior serán aprobadas por
la Junta de Gobierno Local, no admitiéndose la prorroga de los mismos salvo que concurran cir-
cunstancias excepcionales.

El calendario fiscal se publicará en el BOCM y en el tablón de edictos del Ayuntamiento.
Asimismo, por Internet desde la página Web Municipal.

Artículo 22. Impuesto sobre Bienes Inmuebles

1. El padrón fiscal del Impuesto sobre Bienes Inmuebles se elaborará en base al Padrón catas-
tral formado por la Gerencia Regional del Catastro.

2. A los efectos de determinar las deudas tributarias de las liquidaciones que deben constar en
el Padrón fiscal, sobre las cuotas se aplicarán el tipo o tipos impositivos y los beneficios fiscales
aprobados por el Ayuntamiento.

3. No será preciso proceder a las notificaciones individuales de las modificaciones en la cuota
tributaria originadas por aplicación de los tipos impositivos y beneficios fiscales aprobados por el
Ayuntamiento y /o en su caso, el coeficiente de actualización de valores catastrales aprobados por
la Ley de Presupuestos Generales del Estado, puesto que tales modificaciones proceden de la Or-
denanza Fiscal reglamentariamente tramitada y de una Ley estatal de general y obligada aplicación.

4. A los efectos de agilizar y depurar al máximo la información de la base de datos del Padrón,
el Ayuntamiento convendrá con los Notarios y con el Registro de la Propiedad el procedimiento más
idóneo, en orden a materializar la colaboración que permita conocer puntualmente las variaciones
de propiedad de los inmuebles. Se procura que las comunicaciones de datos con trascendencia tri-
butaria se efectúen por vía informática y con la mayor simplicidad.

La comunicación del Notario, o del Registrador de la Propiedad, servirá para cambiar la titulari-
dad en el Padrón del IBI y para liquidar el Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos
de Naturaleza Urbana.

5. El Ayuntamiento facilitará a los Notarios por el medio más rápido posible, certificación de las
deudas pendientes por IBI , correspondientes al bien que se desea transmitir, al objeto de que pue-
dan advertir a los comparecientes de tal extremo, en cumplimiento de lo previsto en el articulo 65
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

Asimismo, se informará, sobre las deudas existentes por IBI, a los particulares que demuestren
un interés legítimo.

Artículo 23. Impuesto sobre Actividades Económicas

1. El padrón fiscal del Impuesto sobre Actividades Económicas se elabora en base a la matrícu-
la formada por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria del Estado.

2. A los efectos de determinar las deudas tributarias de las liquidaciones que deben constar en
el Padrón fiscal, sobre las cuotas se aplicaran los coeficientes y beneficios fiscales aprobados por
el Ayuntamiento.

3. No será preciso proceder a la notificación individual de las modificaciones en la cuota origi-
nadas por aplicación de los coeficientes o beneficios fiscales aprobados por el Ayuntamiento y/o,
en su caso, la modificación de las tarifas del Impuesto aprobadas por la Ley de Presupuestos gene-
rales del Estado, puesto que tales modificaciones proceden de la Ordenanza Fiscal reglamentaria-
mente tramitada y de una Ley estatal de general y obligatoria aplicación.

Artículo 24. Impuesto Sobre Vehículos de Tracción Mecánica

1. El padrón fiscal del Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica se formará en base al pa-
drón del año anterior, incorporando las modificaciones formalizadas durante dicho periodo en el Re-
gistro de la Jefatura Provincial de Trafico.

2. No será preciso proceder a la notificación individualizada de las modificaciones originadas
por variación del coeficiente de incremento, o del cuadro de tarifas, ya que las mismas proceden
de la Ordenanza Fiscal reglamentariamente tramitada y de una Ley Estatal de general y obligatoria
aplicación.

3. El impuesto se exigirá en régimen de autoliquidación para los supuestos de alta (primera ad-
quisición) y en el supuesto de rehabilitación de un vehículo cuando ésta se realice en ejercicios pos-
teriores al de tramitación de la correspondiente baja.

4. En el supuesto de baja temporal de un vehículo anotado en el Registro de la Jefatura Provin-
cial de Trafico, y a partir de dicha fecha, no se emitirá recibo del impuesto mientras permanezca en
esa situación.

La baja temporal surtirá efecto únicamente en los siguientes casos:
— Sustracción del Vehículo.
— Retirada temporal de la circulación por voluntad de su titular.
— Exportación a un país de la Comunidad Europea.
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Procederá, en el supuesto de baja temporal por sustracción o robo del vehículo, el prorrateo de
la cuota.

5. El Certificado de destrucción que emiten los centros autorizados de tratamiento justificará la
baja definitiva del vehículo desde esa fecha.

Artículo 25. Tasas y Precios Públicos

1. Los padrones se elaborarán en base al padrón del ejercicio anterior, incorporando las modi-
ficaciones derivadas de la variación de tarifas aprobadas en la Ordenanza Fiscal correspondiente,
así como otras incidencias que no constituyan alteración de los elementos esenciales determinan-
tes de la deuda tributaria y que fueran conocidos por el Ayuntamiento.

2. Las variaciones en la cuota tributarias originadas por modificación de las tarifas contenidas en
la Ordenanza Fiscal no precisan de notificación individualizada, en cuanto dicha Ordenanza ha sido
expuesta al público y tramitada reglamentariamente.

3. En relación con las tasas por utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio públi-
co local tendrán la consideración de privadas todas aquellas calles o zonas mancomunadas privadas
de uso público que se encuentren dentro de parcelas privadas y cuya propiedad no sea municipal.

4. Los precios públicos de vencimiento periódico se gestionarán a partir de la matricula de con-
tribuyentes, formada en base a los datos declarados por los mismos en el momento de solicitar la
prestación de servicios o la realización de las actividades.

Artículo 26. Liquidaciones

1. En relación a los tributos de cobro periódico se practicará liquidación tributaria, que generará
un alta en el correspondiente registro, en estos casos:

a) Cuando por primera vez han ocurrido los hechos o actos que pueden originar la obligación
de contribuir.

b) Cuando el Ayuntamiento conoce por primera vez de la existencia del hecho imponible, no
obstante haberse devengado con anterioridad el tributo y sin perjuicio de las sanciones que
pudieran corresponder.

c) Cuando se han producido modificaciones en los elementos esenciales del tributo distintas
de las aprobadas con carácter general en la Ley de Presupuestos Generales del Estado y
de la variación de tipos impositivos recogida en las Ordenanzas fiscales.

2. Se elaborará un expediente con la relación de liquidaciones que, previamente fiscalizadas por
la Intervención, se aprobarán por el Alcalde, Junta de Gobierno Local o Concejal Delegado de Ha-
cienda según las delegaciones fijadas por la Alcaldía Presidencia

3. En cuanto a la notificación de las liquidaciones a que se refiere este artículo, será de aplica-
ción el régimen previsto en la LGT y la presente Ordenanza.

4. Una vez notificada el alta en el correspondiente padrón, se notificara colectivamente las suce-
sivas liquidaciones mediante edictos.

5. Así mismo, se elaborará un expediente con la relación de anulaciones de liquidaciones que,
previamente fiscalizado por la Intervención, se aprobara por el Alcalde, Junta de Gobierno Local
Concejal Delegado de Hacienda, con los mismos criterios fijados en el p.2 de este artículo.

Capítulo II

De vencimiento no periódico

Artículo 27. Práctica de liquidaciones

1. En los términos regulados en las Ordenanzas fiscales, y mediante aplicación de los respecti-
vos tipos impositivos, se practicarán liquidaciones tributarias cuando, no habiéndose establecido la
autoliquidación, el obligado tributario presenta la preceptiva declaración, o el Ayuntamiento conoce
de la existencia del hecho imponible de los siguientes tributos:

a) Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana.
b) Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras.
c) Contribuciones especiales.
d) Tasas en los supuestos de primera o única solicitud de servicios.
e) Tasas en los supuestos de primera o única solicitud de utilización privativa o aprovecha-

miento especial de dominio público.
f) Precios públicos en los supuestos de primera o única prestación de servicios o realización

de actividades municipales.
2. Cuando, habiéndose establecido el sistema de autoliquidación, no se presente la reglamen-

taria declaración en el plazo previsto, o los datos declarados sean incorrectos.
3. Se elaborará un expediente con la relación de liquidaciones que, previamente fiscalizadas por

la Intervención, se aprobarán por el Alcalde, Junta de Gobierno Local o Concejal Delegado de Ha-
cienda según las delegaciones fijadas por la Alcaldía Presidencia.
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En las liquidaciones por Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, Tasas vincula-
das con Urbanismo o Actividades, el Departamento Gestor de las Licencias dará traslado al depar-
tamento de Gestión Tributaria de los elementos necesarios y esenciales para practicar las liquida-
ciones que regularicen la situación tributaria relacionada con el hecho imponible.

4. En cuanto a la notificación de las liquidaciones a que se refiere este artículo, será de aplica-
ción el régimen previsto en la LGT y la presente Ordenanza.

5. Las liquidaciones tributarias adquirirán la condición de firmes y consentidas cuando el intere-
sado no formule recurso de reposición en el plazo de un mes contado desde el día siguiente al de
su notificación.

6. Así mismo, se elaborará un expediente con la relación de anulaciones de liquidaciones que,
previamente fiscalizado por la Intervención, se aprobara por el Alcalde, Junta de Gobierno Local
Concejal, Delegado de Hacienda, con los mismos criterios fijados en el p.3 de este artículo.

7. La contabilización del reconocimiento de derechos tendrá lugar una vez haya recaído el
acuerdo de aprobación referido en el punto anterior.

8. Por razones de coste y eficacia, no se practicarán liquidaciones cuando resulten cuotas infe-
riores a 6 euros, en relación a los siguientes tributos:

— Impuesto sobre bienes inmuebles
— Impuesto sobre actividades económicas
— Impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana
— Tasa de Alcantarillado relativa al valor catastral del inmueble.

Artículo 28. Liquidaciones provisionales de oficio

1. Al amparo de lo que prevén los artículos 132 y 136 de la Ley General Tributaria, se podrán dic-
tar liquidaciones provisionales de oficio cuando los elementos de prueba, que obren en las depen-
dencias municipales, pongan de manifiesto la realización del hecho imponible o la existencia de ele-
mentos determinantes de la cuantía de la deuda tributaria, distintos a los declarados.

2. Para practicar tales liquidaciones, los técnicos municipales podrán efectuar las actuaciones
de comprobación limitada que sean necesarias, sin que en ningún caso se puedan extender al exa-
men de la documentación contable de actividades empresariales o profesionales.

No obstante, el sujeto pasivo deberá exhibir, si fuera requerido para ello, los registros y docu-
mentos necesarios para la comprobación.

3. Antes de dictar la liquidación se pondrá de manifiesto el expediente a los interesados o, en su
caso, a sus representantes para que, en un plazo de quince días, puedan alegar y presentar los do-
cumentos y justificantes que estimen pertinentes.

Artículo 29. Presentación de declaraciones

1. El Departamento de Gestión Tributaria establecerá los circuitos para conocer de la existencia
de hechos imponibles que originen el devengo de los tributos referidos en el presente capítulo.

Con esta finalidad, se recabará información de Notarios, Registradores de la Propiedad, Oficinas Li-
quidadoras del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, así
como de otras dependencias municipales; todo ello en orden a conocer las transmisiones de dominio,
la realización de obras, o la existencia de diferentes elementos con trascendencia tributaria.

2. Sin perjuicio de lo previsto en el punto anterior, los sujetos pasivos están obligados a presen-
tar las declaraciones establecidas legalmente.

En el caso de liquidaciones resultantes de declaraciones necesarias para la práctica de las mis-
mas, presentadas fuera de plazo, se aplicarán los recargos previstos en el artículo 27 de la Ley Ge-
neral Tributaria.

3. Cuando las declaraciones presentadas fuera de plazo, de forma incompleta o incorrecta, sean
documentos necesarios para liquidar los tributos que no se exigen por autoliquidación, el incumpli-
miento de la obligación de declarar constituye infracción tributaria, que será leve, grave muy grave,
conforme a lo dispuesto en el artículo 192 de la Ley General Tributaria.

4. Por los Servicios Municipales se verificará el incumplimiento de las obligaciones relacionadas
en el punto anterior, y se podrá imponer sanción de acuerdo con lo previsto en la Subsección II de
la Sección V de esta Ordenanza, y en la Ley General Tributaria.

Artículo 30. Normas de Gestión de Tasas y Precios Públicos por Prestación de Servicios
o Actividades

Sin perjuicio de lo dispuesto en cada una de las Ordenanzas de tasas y precios públicos, la ges-
tión se realizará por los Centros gestores donde la actividad o el servicio se preste o realice.

Artículo 31. Notificación en materia tributaria

1. Se regirán por las normas administrativas con las especialidades contenidas en este artículo
y en el siguiente.
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2. Las notificaciones se practicaran:
a) En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, el lugar de notificación será el se-

ñalado a estos efectos por el obligado tributario o su representante, o en su defecto, el do-
micilio fiscal de uno u otro.

b) En los procedimientos iniciados de oficio, podrá practicarse en el domicilio fiscal del obliga-
do tributario o su representante, en el centro de trabajo, en el lugar donde se desarrolle la
actividad económica o en cualquier otro adecuado a tal fin.

3. Cuando la notificación se practique en el lugar señalado al efecto por el obligado tributario o
su representante, o en el domicilio fiscal de uno u otro, de no hallarse presente en el momento de
la entrega, podrá hacerse cargo de la misma cualquier persona que se encuentre en dicho lugar o
domicilio y haga constar su identidad, así como los empleados de la comunidad de vecinos o de
propietarios donde radique el domicilio de notificación.

El rechazo de la notificación por el obligado o su representante implicará que se tenga por efec-
tuada la misma.

Artículo 32. Notificación por comparecencia

1. Cuando no sea posible efectuar la notificación al obligado tributario o su representante por
causas no imputables a la Administración e intentado al menos dos veces en el domicilio fiscal, o
en el designado por el interesado si se trata de procedimiento iniciado a instancia del mismo, se ha-
rán constar en el expediente las circunstancias de los intentos de notificación. Será suficiente un
solo intento cuando el destinatario conste como desconocido.

2. En este supuesto, se citará al obligado o a su representante para ser notificados por compa-
recencia por medios de anuncios que se publicaran una sola vez para cada interesado, en el BOCM.

3. En la publicación en el BOCM constará la relación de notificaciones pendientes con indica-
ción del obligado tributario o su representante, el procedimiento que lo motiva, el órgano compe-
tente de su tramitación y el lugar y plazo en el que deberá comparecer para ser notificado. En todo
caso, la comparecencia deberá producirse en el plazo de quince días naturales, contados desde el
siguiente al de la publicación del anuncio. Transcurrido dicho plazo sin comparecer, la notificación
se entenderá producida.

Cuando el inicio de un procedimiento o cualquiera de sus tramites se entienda notificado por
comparecencia, se le tendrá por notificado en las sucesivas actuaciones y diligencias de dicho pro-
cedimiento, y se mantendrá el derecho que le asiste a comparecer en cualquier momento.

No obstante, las liquidaciones que se dicten en el procedimiento y los acuerdos de enajenación
de los bienes embargados deberán ser notificados con arreglo a lo dispuesto en esta sección.

Capítulo III

Concesión de beneficios fiscales

Artículo 33. Solicitud y tramitación

1. La concesión o denegación de exenciones, reducciones o bonificaciones se ajustará a la nor-
mativa específica de cada tributo y a las prescripciones establecidas en la Ordenanza Fiscal corres-
pondiente, sin que en ningún caso pueda admitirse la analogía para extender más allá de sus térmi-
nos estrictos el ámbito de las exenciones o bonificaciones.

2. Salvo previsión legal o reglamentaria en contra, la concesión de beneficios fiscales tiene ca-
rácter rogado, por lo que los mismos deberán ser solicitados, mediante instancia dirigida al Alcal-
de, que deberá acompañarse de la fundamentación que el solicitante considere suficiente.

3. Sin perjuicio de lo establecido en la normativa reguladora de cada tributo, en los casos en que
el beneficio fiscal haya de concederse a instancia de parte, la solicitud deberá presentarse:

a) Cuando se trate de tributos periódicos gestionados mediante padrón o matrícula, en el pla-
zo establecido en la respectiva Ordenanza para su presentación.

b) Cuando se trate de tributos en los que se encuentre establecido el régimen de autoliquidación,
en el plazo de presentación de la correspondiente autoliquidación o declaración-liquidación.

4. Si la solicitud del beneficio se presentare dentro de los plazos a que se refiere el número ante-
rior, su reconocimiento surtirá efecto desde el nacimiento de la obligación tributaria correspondiente
al período impositivo en que la solicitud se formula. En caso contrario, el disfrute del beneficio no al-
canzará a las cuotas devengadas con anterioridad a la fecha en que dicha solicitud se presente.

5. El Servicio de Gestión Tributaria tramitará el expediente, elaborando propuesta de resolución
que, informada por Intervención, se elevará al órgano competente para que adopte el acuerdo de
concesión o denegación del beneficio fiscal.

6. El acuerdo de concesión o denegación de los beneficios fiscales de carácter rogado se adop-
tará en el plazo de seis meses contados desde la fecha de la solicitud. Si no se dicta resolución en
este plazo, la solicitud formulada se entenderá desestimada.

7. Cuando se trate de beneficios fiscales que han de otorgarse de oficio, se aplicarán en el mo-
mento de practicar la liquidación, siempre que el servicio gestor disponga de la información acredi-
tativa de los requisitos exigidos para su disfrute.
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Artículo 34. Efectos de la concesión

1. Con carácter general, la concesión de beneficios fiscales no tendrá carácter retroactivo, por
lo que sus efectos comenzarán a operar desde el momento en que por primera vez tenga lugar el
devengo del tributo con posterioridad a la fecha de solicitud del beneficio fiscal.

2. La concesión de beneficios fiscales no genera derechos adquiridos para quienes los disfru-
tan. En consecuencia, cuando se modifique la normativa legal o las previsiones reglamentarias con-
tenidas en las Ordenanzas fiscales relativas a exenciones o bonificaciones concedidas por el Ayun-
tamiento, será de aplicación general el régimen resultante de la normativa vigente en el momento
de concederse el beneficio fiscal, excepto cuando expresamente la Ley previera efecto diferente.

3. Los actos de concesión o reconocimiento de beneficios fiscales que estén condicionados al
cumplimiento de ciertas condiciones futuras o a la efectiva concurrencia de determinados requisi-
tos no comprobados en el procedimiento en que se dictaron tendrán el carácter de provisional. La
administración Tributaria podrá comprobar en un posterior procedimiento de aplicación de los tri-
butos la concurrencia de tales condiciones o requisitos y, en su caso, regularizar la situación tribu-
taria del obligado sin necesidad de proceder a la previa revisión de dichos actos provisionales con-
forme a los procedimientos de revisión establecidos al efecto.

4. La Intervención establecerá el procedimiento para verificar que se cumple la caducidad de be-
neficios fiscales, cuando ha llegado su término de disfrute.

Capítulo IV

Procedimiento de revisión

Artículo 35. Normas generales

1. La revisión de los actos dictados en el ámbito de la gestión de los ingreso de Derecho Públi-
co municipales se puede llevar a cabo por el Ayuntamiento de oficio, o a instancia del interesado,
mediante:

— Los procedimientos especiales de revisión.
— El recurso de reposición.
Cuando hayan sido confirmados por sentencia judicial firme, no serán revisables en ningún caso

los actos de aplicación de los tributos y de imposición de sanciones.
En los procedimientos de revisión, se aplicarán las normas generales establecidas en la Ley

58/2003 de 17 de diciembre, General Tributaria, sobre capacidad, representación, prueba y notifi-
caciones; así como las normas sobre cómputo de plazos.

La resolución de los procedimientos especiales de revisión, recurso de reposición y actos enu-
merados en el artículo. 215.2 de la L.G.T, deberán ser motivados, con sucinta referencia los hechos
y fundamentos de derecho.

2. Son procedimientos especiales de revisión:
— Revisión de actos nulos de pleno derecho.
— Declaración de lesividad de actos anulables.
— Revocación.
— Rectificación de errores.
— Devolución de ingresos indebidos.

Artículo 36. Recurso de reposición

1. Contra los actos de aplicación y efectividad de los tributos y demás ingresos de derecho pú-
blico de las entidades locales, solo podrá interponerse recurso de reposición ante el órgano que dic-
tó el acto, dentro del plazo de un mes, a contar desde la notificación individual o de la exposición
pública de los padrones correspondientes.

2. La resolución dictada será congruente con las peticiones formuladas por el interesado, sin
que en ningún caso se pueda agravar su situación inicial. No obstante, se podrán examinar todas
las cuestiones que ofrezca el expediente, hayan sido o no planteadas en el recurso. Si el órgano
competente para resolver estima pertinente extender la revisión a cuestiones no planteadas por los
interesados, las expondrá a los que estuvieren personados en el procedimiento y les concederá un
plazo de cinco días para formular alegaciones.

3. Contra la denegación del recurso de reposición, puede interponerse recurso contencioso-
administrativo en los plazos siguientes:

a) Si la resolución ha sido expresa, en el plazo de dos meses contados desde el día siguiente
al de notificación del acuerdo resolutorio del recurso de reposición.

b) Si no hubiese resolución expresa, el recurso de reposición se entenderá desestimado de no
recaer resolución en el plazo de un mes contado desde la fecha de interposición, y podrá
interponerse recurso contencioso-administrativo en el plazo de seis meses contado desde
el día siguiente a aquel en que haya de entenderse desestimado el recurso de reposición.

4. La interposición del recurso regulado en el punto 1 no requiere el previo pago de la cantidad
exigida; no obstante, la interposición del recurso no detendrá en ningún caso la acción administrati-
va, a menos que el interesado solicite dentro del plazo para interponer el recurso la suspensión del
procedimiento y acompañe garantía que cubra el total de la deuda tributaria, en cuyo supuesto se
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otorgará la suspensión. La cuantía de la garantía cubrirá el principal más los intereses de demora, a
la que se sumará el 25 por 100 a dicho importe cuando la deuda se encuentre en período ejecutivo.

5. La garantía a constituir por el recurrente, para obtener la suspensión, podrá consistir en:
a) Depósito en dinero efectivo o en valores públicos en la Caja Municipal.
b) Aval o fianza solidaria prestada por un banco oficial o privado o por una caja de ahorros.
c) Fianza personal y solidaria prestada por dos contribuyentes de la localidad, de reconocida

solvencia, para débitos inferiores a 500,00euros
d) otros medios que se consideren suficientes cuando se pruebe las dificultades para aportar

garantías en cualquiera de las formas señaladas. La suficiencia de la garantía en este caso
deberá ser valorada por la Tesorería.

6. Las garantías se constituirán, de acuerdo con los modelos oficiales recogidos en los anexos
I a V de la presente Ordenanza.

Los avales extendidos de conformidad con los citados modelos se considerarán admisibles y
válidos para surtir efectos como garantía, siempre que sean emitidos por Bancos oficiales o priva-
dos inscritos en el Registro General de Bancos y Banqueros y Cajas de Ahorros sometidas a la Ins-
pección del Banco de España; y siempre que sean solidarios con expresa renuncia al beneficio de
excusión y autorizados por apoderados de la entidad avalante que tengan poder suficiente para
obligarla plenamente, poderes que deberán ser bastanteados en todos los casos previamente por
la Asesoría Jurídica de la Secretaría General de este Ayuntamiento.

El derecho a la devolución de las garantías constituidas prescribirá a los veinte años de su cons-
titución, de no practicarse gestión alguna por los interesados que implique el ejercicio de su dere-
cho de propiedad.

La devolución se podrá realizar de oficio o a instancia de parte. En todo caso, deberá ser infor-
mada favorablemente por el órgano de gestión y a continuación por la Intervención General con ca-
rácter previo a la adopción del acuerdo de devolución.

7. Resuelto el recurso interpuesto en período voluntario de pago, tanto si el acuerdo no anula ni
modifica el acto administrativo impugnado, como si se modifica el mismo o se ordena la retroacción
del procedimiento, la deuda deberá pagarse en los plazos generales previsto por el artículo 20 apar-
tado 1 del Reglamento General de Recaudación.

No obstante, cuando la ejecución del acto hubiese estado suspendida en vía administrativa, los
órganos de recaudación no iniciarán o en su caso, no reanudarán las actuaciones del procedimien-
to de apremio mientras no concluya el plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo,
siempre que la vigencia y eficacia de la caución inicialmente aportada se mantenga hasta entonces.
Si durante ese plazo el interesado comunicase la interposición del recurso con petición de suspen-
sión y ofrecimiento de caución para garantizar el pago de la deuda, se mantendrá la paralización del
procedimiento en tanto conserve su vigencia y eficacia la garantía aportada en vía administrativa. El
procedimiento se reanudará o suspenderá a resultas de la decisión que adopte el órgano judicial en
la pieza de suspensión.

Artículo 37. Declaraciones de nulidad de pleno derecho y lesividad de actos anulables

1. Declaración de nulidad

Podrá declarase la nulidad de pleno derecho de los actos dictados en materia tributaria, que hayan
puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en plazo, en los siguientes supuestos:

a) Que lesionen los derechos y libertades susceptibles de amparo constitucional.
b) Que hayan sido dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia

o del territorio.
c) Que tengan un contenido imposible.
d) Que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como consecuencia de esta.
e) Que hayan sido dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmen-

te establecido para ello o de las normas que contienen las reglas esenciales para la forma-
ción de la voluntad de los órganos colegiados.

f) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los que se adquieran
facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.

g) Cualquier otro que se establezca expresamente en una disposición de rango legal.
El procedimiento para declarar la nulidad, podrá iniciarse: por acuerdo del órgano que dicto el

acto o de su superior jerárquico o a instancia del interesado.
En el procedimiento se dará audiencia al interesado y serán oídos aquellos a quienes reconoció

derechos el acto o cuyos intereses legítimos resultaron afectados por el mismo.
La declaración de nulidad requerirá dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano equi-

valente de la respectiva Comunidad Autónoma, si lo hubiere.
La resolución de este procedimiento corresponderá al Pleno del Ayuntamiento.
El plazo máximo para notificar resolución expresa será de un año desde que se presente la solici-

tud por el interesado o desde que se le notifique el acuerdo de iniciación de oficio del procedimiento.
El transcurso del plazo previsto, sin que se hubiera notificado resolución expresa, producirá el

efecto de caducidad, si se inicio de oficio o desestimación por silencio administrativo, si se inicio a
instancia del interesado.
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La resolución expresa o presunta o el acuerdo de inadmisión a trámite de la solicitud del intere-
sado ponen fin a la vía administrativa.

2. Declaración de lesividad de actos anulables

La Administración Tributaria podrá declarar lesivos para el interés público sus actos y resolucio-
nes favorables a los interesados que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, a
fin de proceder a su posterior impugnación en vía contencioso-administrativa.

La declaración de lesividad corresponderá al Pleno del Ayuntamiento.
La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se

notifico el acto administrativo y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados
en el procedimiento.

Transcurrido el plazo de tres meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera de-
clarado la lesividad se producirá la caducidad del mismo.

Un a vez declarada la lesividad se abre la vía de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Artículo 38. Revocación, rectificación de errores

1. Revocación

La Administración tributaria podrá revocar sus actos en beneficio de los interesados cuando se
estime que infringen manifiestamente la Ley, cuando circunstancias sobrevenidas que afecten a una
situación jurídica particular pongan de manifiesto la improcedencia del acto dictado, o cuando en la
tramitación del procedimiento se haya producido indefensión a los interesados.

La revocación, no podrá constituir en ningún caso, dispensa o exención no permitida por las nor-
mas tributarias, ni ser contraria al principio de igualdad, al interés público o al ordenamiento jurídico.

La revocación solo será posible mientras no haya transcurrido el plazo de prescripción.
El procedimiento de revocación se iniciara siempre de oficio, y será competente para declarar-

la el Alcalde Presidente y en los supuestos en que el acto hubiese sido dictado por este el Pleno.
En el expediente se da audiencia a los interesados y deberá incluirse un informe del órgano con

funciones de asesoramiento jurídico sobre la procedencia de la revocación del acto.
El plazo máximo para notificar resolución expresa será de seis meses desde la notificación del

acuerdo de iniciación del procedimiento. Transcurrido el plazo establecido sin que se hubiera noti-
ficado resolución expresa se producirá la caducidad del procedimiento.

Las resoluciones que se dicten en este procedimiento pondrán fin a la vía administrativa.

2. Rectificación de errores

El órgano u organismo que hubiera dictado el acto o resolución, rectificará en cualquier momen-
to, de oficio o a instancia del interesado, los errores materiales, de hecho o aritméticos, siempre que
no hubiera transcurrido el plazo de prescripción.

La resolución, corregirá el error en la cuantía o en cualquier otro elemento del acto o resolución
que se rectifica.

El plazo máximo para notificar resolución expresa será de seis meses desde que se presente la
solicitud por el interesado o desde que se le notifique el acuerdo de iniciación de oficio del proce-
dimiento.

El transcurso del plazo máximo previsto, sin que se hubiere notificado resolución expresa, pro-
ducirá el efecto de caducidad del procedimiento en procedimientos iniciados de oficio; sin que ello
impida que pueda iniciarse de nuevo otro procedimiento con posterioridad; y la desestimación por
silencio administrativo, si se hubiere iniciado a instancia del interesado.

Las resoluciones que se dicten en este procedimiento serán susceptibles de recurso de reposición.

Artículo 39. Devolución de ingresos indebidos

1. Con carácter general, el procedimiento se iniciará a instancia del interesado, quien deberá
fundamentar su derecho y acompañar el comprobante de haber satisfecho la deuda.

La solicitud se formulará por escrito, presentándose en el Registro General del Ayuntamiento.
2. No obstante lo dispuesto en el punto anterior, podrá acordarse de oficio la devolución en los

supuestos siguientes:
a) Cuando después de haberse satisfecho una liquidación tributaria, la misma sea anulada.
b) Cuando se haya probado indubitada duplicidad de pago.
3. El plazo máximo para notificar la resolución expresa de este procedimiento será de seis me-

ses desde que se presento la solicitud de devolución por el interesado o desde que se le notifique
el acuerdo de iniciación de oficio del procedimiento.

El transcurso del plazo previsto, si que se hubiere notificado resolución expresa producirá los
efectos siguientes:

— La caducidad del procedimiento iniciado de oficio, sin que ello impida que pueda iniciarse
de nuevo otro procedimiento con posterioridad.

— La desestimación por silencio administrativo de la solicitud, si el procedimiento se hubiera
iniciado a instancia del interesado.
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A) Tramitación del expediente

1. Cuando el derecho a la devolución nace como consecuencia de la resolución de un recurso,
o de la anulación o revisión de actos dictados en vía de gestión tributaria, el reconocimiento de aquel
derecho se acordará por el Alcalde..

2. El expediente administrativo de devolución de ingresos se tramitará por el Centro Gestor, sal-
vo en los supuestos de duplicidad de pago, en que corresponderá dicha tramitación a la Tesorería.
Los expedientes, previamente fiscalizados por la Intervención, se remitirán con propuesta de reso-
lución para su aprobación por el Alcalde o Concejal delegado, en su caso.

3. Excepto en los pagos duplicados, el reconocimiento del derecho a la devolución originará el
nacimiento de una obligación reconocida, que como tal deberá contabilizarse y quedará sujeta al
procedimiento de ordenación de pago y pago material.

El pago se efectuará mediante transferencia bancaria a la cuenta designada por el interesado,
siendo éste un requisito indispensable para la aprobación de la devolución.

B) Devolución de ingresos indebidos de naturaleza tributaria

1. Cuando se dicte el acto administrativo de anulación de la liquidación, se reconocerá de oficio
el derecho del interesado a percibir intereses de demora.

La base de cálculo será el importe ingresado indebidamente; consecuentemente, en supuestos
de anulación parcial de la liquidación, los intereses de demora se acreditarán en razón a la parte de
la liquidación anulada.

2. El cómputo del período de demora en todo caso comprenderá el tiempo transcurrido desde
el día en que se hizo el ingreso hasta la fecha en que se hizo la propuesta de pago. La propuesta
de pago se aprobará cuando se dicte la resolución que acuerde la devolución. El pago efectivo se
realizará en el plazo de tres meses.

3. Cuando la Tesorería conozca de la existencia de pagos duplicados o excesivos fehaciente-
mente acreditados, no solicitados por los interesados, se hará la propuesta de pago de la cuantía
indebidamente ingresada y se expedirá simultáneamente comunicación al interesado para que de-
signe cuenta bancaria en la cual efectuar la correspondiente transferencia.

Teniendo en cuenta que las informaciones sobre recaudación se reciben en breves días, en ge-
neral no se acreditaran intereses por inexistencia de período de demora.

C) Devolución de ingresos indebidos de naturaleza no tributaria

Se estará a lo dispuesto en la Ley General Presupuestaria y demás normativa que le sea de apli-
cación.

D) Reembolso por conceptos debidos

Cuando se ha de rembolsar al interesado una cantidad para devolver el pago que hizo por un
concepto debido, no se abonarán intereses de demora. Indicativamente, se señalan los casos si-
guientes:

a) Devoluciones parciales de la cuota satisfecha por Impuesto sobre Vehículos de Tracción
Mecánica, en el supuesto de baja del vehículo, cuando procede el prorrateo de la cuota.

b) Devoluciones parciales de la cuota satisfecha por el Impuesto sobre Actividades Económi-
cas, en el supuesto de cese en la actividad, cuando procede el prorrateo de la cuota.

c) Devoluciones parciales de la cuota satisfecha por tasas por aprovechamientos especiales o
utilizaciones privativas del dominio público local o prestación de servicios o realización de ac-
tividades administrativas, en el supuesto de inicio o cese en el aprovechamiento, utilización,
prestación del servicio o actividad de que se trate, cuando procede el prorrateo de la cuota.

d) Devoluciones originadas por la concesión de beneficios fiscales de carácter rogado, cuan-
do se haya ingresado la cuota.

e) Devoluciones del Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras, cuando no se rea-
lizan las obras.

f) Devoluciones parciales por reducciones de la cuota por renuncia, desistimiento o denega-
ción de licencia.

E) Devolución de recargos indebidos

1. Cuando se declare indebido el ingreso por el concepto de recargo de apremio, bien porque
se ha anulado la liquidación de la cuota o bien porque no resultaba procedente exigir el recargo, se
liquidaran intereses de demora sobre la cuantía a devolver.

2. Cuando se declare improcedente una liquidación del I.A.E. y se haya de proceder a su devo-
lución, se liquidarán intereses de demora sobre la cuantía a devolver (cuota tributaria y recargo pro-
vincial). La devolución del recargo la realizará el Ayuntamiento por cuenta de la Comunidad Autó-
noma de Madrid y consecuentemente su importe será compensado en la primera liquidación de
ingresos que se deba transferir.

3. Acordada la devolución de un ingreso indebido, si el interesado tuviera deudas pendientes en
vía ejecutiva de apremio con la Hacienda municipal, se procederá a su compensación, en los térmi-
nos establecidos por el Art. 55 y siguientes del Reglamento general de Recaudación.
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Artículo 40. Reintegro del coste de las Garantías

1. Los expedientes de reintegro del coste de las garantías depositadas para suspender un pro-
cedimiento mientras se halla pendiente de resolución un recurso, en vía administrativa o judicial se
iniciarán a instancia del interesado.

2. Los datos necesarios que deberá facilitar el contribuyente para que pueda resolverse adecua-
damente estas solicitudes, así como para efectuar, en su caso, el reintegro que corresponda serán
los siguientes:

a) nombre y apellidos o denominación social, si se trata de persona jurídica, número de identi-
ficación fiscal y domicilio del interesado.

b) resolución administrativa o judicial, por la que se declara improcedente total o parcialmente
el acto administrativo impugnado cuya ejecución se suspendió, así como certificación acre-
ditativa de la firmeza de aquella.

c) Importe al cual ascendió el coste de las garantías cuya devolución se solicita, adjuntando
los documentos acreditativos del coste que se especifican en los apartados 4,5 y 6 de este
articulo.

d) comunicación expresa del número de código de cuenta y los datos de identificativos de la
Entidad de crédito o bancaria a los efectos de la realización de la transferencia bancaria del
reintegro de gastos.

3. Si el escrito de iniciación no reuniera los datos expresados o no llevara adjunta la documen-
tación necesaria, se requerirá al interesado para que lo subsane en el plazo de 10 días.

4. Cuando la propuesta de resolución establezca una cuantía a pagar diferente a la solicitada
por el interesado, se le deberá conceder audiencia.

5. Vistas las posibles alegaciones y comprobado que los beneficiarios no son deudores a la Ha-
cienda Municipal por deudas en período ejecutivo, el Tesorero dictará el correspondiente acuerdo
administrativo que elevara a la firma de la Alcaldía, en base a la propuesta formulada por el servicio
competente, en razón a la materia objeto del recurso.

Si se comprueba la existencia de deudas en período ejecutivo del titular del derecho de reinte-
gro, se procederá a la compensación de oficio o al embargo del derecho al reintegro reconocido al
contribuyente.

6. A efectos de proceder a su reembolso, el coste de las garantías se determinará en la siguiente
forma:

a) En los avales, por las cantidades efectivamente satisfechas en la entidad de crédito en con-
cepto de comisiones y gastos por formalización, mantenimiento y cancelación de aval, de-
vengados hasta los treinta días siguientes a la notificación al interesado de la correspon-
diente resolución y sentencia.

b) En las hipotecas y prendas por los siguientes conceptos:

1. Gastos derivados de la intervención de fedatario público.
2. Gastos regístrales.
3. Impuestos derivados directamente de la constitución de la garantía y, en su caso, de su

cancelación.
4. Gastos derivados de la tasación o valoración de los bienes ofrecidos en garantía.

c) En los depósitos en dinero efectivo constituidos de acuerdo con la normativa aplicable, se
abonará el interés legal correspondiente a las cantidades depositadas hasta los treinta días
siguientes a la notificación al interesado de la correspondiente resolución o sentencia.

d) Cuando el Ayuntamiento o los tribunales hubieran aceptado garantías distintas de las ante-
riores, se admitirá el reembolso del coste de las mismas, limitado, exclusivamente, a los cos-
tes acreditados en que se hubiera incurrido de manera directa para su formalización, man-
tenimiento y cancelación.

7. El contribuyente deberá acreditar, en todo caso, la realización efectiva del pago de los gastos
mencionados.

Subsección 2.ª

De créditos no tributarios

Capítulo I

Precios públicos

Artículo 41. De la gestión de los precios públicos

Los precios públicos se gestionarán, según sean de vencimiento periódico o no periódico, y sin
perjuicio de la aplicación del resto de normas contenidas en la presente Ordenanza, de conformi-
dad con lo dispuesto en el presente capítulo.
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Artículo 42. De vencimiento periódico

1. Los precios públicos de vencimiento periódico se gestionarán a partir de la matrícula de con-
tribuyentes, formada en base a los datos declarados por los mismos en el momento de solicitar la
prestación de servicios, o realización de actividades que les afectan o interesan.

2. Las modificaciones en las cuotas que respondan a variación de las tarifas contenidas en la
respectiva Ordenanza no precisarán de notificación individualizada.

3. En el momento del alta se informará al obligado de las fechas de pago, régimen de declara-
ción de variaciones y otras circunstancias cuyo conocimiento pueda ser preciso para el correcto
cumplimiento de sus obligaciones posteriores.

4. Las notificaciones se practicarán colectivamente, mediante edictos, y se procederá a la expo-
sición pública de la matrícula de obligados al pago y a la publicación del anuncio de cobranza, en
términos similares a los regulados para los recursos tributarios.

Artículo 43. De vencimiento no periódico

1. Deberá practicarse liquidación individualizada en los siguientes supuestos:
a) Cuando se solicite un servicio de la competencia local que tiene carácter de singular.
b) La primera liquidación que se practica correspondiente al alta en una matrícula de obligados

al pago por la prestación de servicios que tendrá carácter continuado.
2. En el supuesto del anterior apartado 1.b), una vez notificada el alta en el registro de contribu-

yentes, las sucesivas liquidaciones se notificarán y exaccionarán, como deudas de vencimiento pe-
riódico que son, en la forma regulada en el artículo anterior.

Artículo 44. Períodos de pago

1. El período de pago voluntario será el que, en cada caso, establezca la Ordenanza, que figu-
rará indicado en el documento de pago.

2. El período ejecutivo y el procedimiento administrativo de apremio se inician para las liquida-
ciones previamente notificadas - en forma colectiva o individual - no ingresadas a su vencimiento, el
día siguiente al vencimiento del plazo de ingreso en período voluntario.

3. El inicio del período ejecutivo comporta el devengo de los recargos ejecutivos y los intereses
de demora.

Los recargos del período ejecutivo son de tres tipos: recargo ejecutivo, recargo de apremio re-
ducido y recargo de apremio ordinario; sus cuantías se establecen en el artículo 70.3 de la presen-
te Ordenanza, conforme a lo que dispone el artículo 28 de la Ley General Tributaria.

Capítulo II

Otros créditos

Artículo 45. Otros créditos no tributarios

1. Además de los precios públicos, el Ayuntamiento es titular de otros créditos de Derecho pú-
blico, para cuya realización se dictan algunas reglas en el presente capítulo.

2. Para la cobranza de estas cantidades, el Ayuntamiento ostenta las prerrogativas establecidas
legalmente y podrá aplicar el procedimiento recaudatorio fijado en el Reglamento General de Re-
caudación; todo ello, en virtud de lo previsto en el artículo 2.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004,
por el cual se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, en rela-
ción con lo que dispone la Ley General Presupuestaria, para la realización de los derechos de la Ha-
cienda Pública.

3. La recaudación de los ingresos de Derecho público no tributarios se realizará conforme a lo
previsto en el Reglamento General de Recaudación, excepto cuando la normativa particular del in-
greso regule de modo diferente los plazos de pago, u otros aspectos del procedimiento. En este
caso, las actuaciones del órgano recaudatorio se ajustarán a lo previsto en dichas normas.

4. El pago de los recursos a que se refiere el punto anterior podrá realizarse en los plazos y lu-
gares que se indiquen en la notificación de la liquidación.

5. El régimen de recargos e intereses aplicable en la recaudación de los ingresos de derecho
público no tributarios es común al aplicado en la recaudación de tributos, salvo que la normativa de
gestión establezca particularidades preceptivas.

6. Contra los actos administrativos de aprobación de liquidaciones por ingresos de derecho pú-
blico no tributarios se podrá interponer recurso de reposición ante la Alcaldía.

Artículo 46. Ingresos por actuaciones urbanísticas mediante el sistema de cooperación

1. Los propietarios de terrenos afectados por una actuación urbanística por el sistema de coo-
peración están obligados a sufragar los costes de urbanización, a cuyo efecto el Ayuntamiento liqui-
dará cuotas de urbanización, que de no ser pagadas en período voluntario se exigirán por la vía de
apremio, según prevé el artículo 65 del Reglamento de Gestión Urbanística.
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La aprobación de estas liquidaciones corresponde al Ayuntamiento, ante quien, en su caso, se
podrán formular los recursos procedentes.

2. Los procedimientos de ejecución y apremio se dirigirán contra los bienes de los propietarios
que no hubieran cumplido sus obligaciones.

3. Si la Asociación de propietarios (contribuyentes) lo solicita y el Ayuntamiento lo considera
conveniente, se podrán ejercer las facultades referidas en el punto anterior a favor de la Asociación
y contra los propietarios que incumplan los compromisos contraídos con ella.

4. Cuando el propietario del terreno, al cual se le exige el pago de una cuota de urbanización,
manifieste la renuncia al bien y a favor de la entidad acreedora, el Ayuntamiento valorará la conve-
niencia de la aceptación de la parcela, y en caso de aceptarla quedará ultimado el procedimiento
ejecutivo. En estos casos, la entidad acreedora deberá satisfacer al Ayuntamiento una compensa-
ción económica del mismo importe que si la cuota se hubiera cobrado en período voluntario.

Artículo 47. Ingresos por otras actuaciones urbanísticas

1. Cuando la ejecución de la unidad de actuación se realice por el sistema de compensación, la
Junta de Compensación será directamente responsable frente al Ayuntamiento de la realización de las
obras de urbanización. La Junta podrá solicitar al Ayuntamiento tutelante que realice la recaudación.

2. Contra la liquidación de las cuotas exigibles por las juntas de compensación, se podrá inter-
poner recurso administrativo ante el Ayuntamiento.

3. En el supuesto que el propietario ofrezca el pago en especie, se estará a lo que prevé el pun-
to 4 del artículo anterior.

4. Si se hubieran constituido entidades de conservación urbanística, éstas podrán solicitar al
Ayuntamiento que la recaudación de sus cuotas se exijan en vía de apremio.

5. Contra las liquidaciones de cuotas exigibles por las entidades de conservación urbanística,
podrá interponerse recurso de alzada ante el Ayuntamiento.

Artículo 48. Responsabilidades de particulares

1. El adjudicatario de la realización de obras municipales que ocasione daños y perjuicios como
consecuencia de la ejecución de aquéllas, o bien por la demora en su conclusión, vendrá obligado
a indemnizar al Ayuntamiento.

2. El importe de tal indemnización se detraerá de la fianza definitiva que hubiera constituido el
contratista, y, si la misma no alcanzara a cubrir la cuantía de la responsabilidad, se exaccionará por
la vía de apremio la suma no cubierta.

3. El particular que ocasione daños en los bienes de uso o servicio públicos, vendrá obligado a
su reparación.

Cuando las circunstancias del daño, o del bien afectado, lo aconsejen, será el Ayuntamiento
quien proceda a la ejecución de las obras de reparación, exigiendo al autor del daño el importe sa-
tisfecho.

Si el pago no se realiza en período voluntario, se exigirá en vía de apremio.

Artículo 49. Reintegros y sanciones de carácter administrativo

1. Si el Ayuntamiento concediera una subvención finalista, cuya aplicación no ha sido correcta-
mente justificada, exigirá que se acredite el destino de la misma. Verificada la indebida aplicación,
total o parcial, se requerirá el reintegro de la suma no destinada a la finalidad para la cual se conce-
dió. Si tal reintegro no tiene lugar en el plazo que se señale, podrá ser exigido en vía de apremio.

2. En el supuesto de realización de un pago indebido, tan pronto como sea conocida tal situa-
ción por la Intervención, se requerirá al perceptor para que reintegre su importe en el término que
se señala. Si se incumpliese esta obligación, el reintegro se exigirá en vía de apremio.

3. Las multas que se impongan por infracción de lo dispuesto en la legislación urbanística o en
las ordenanzas de policía municipal, se exaccionarán por el procedimiento recaudatorio general re-
gulado en la Sección 4ª de esta Ordenanza.

4. La gestión de los ingresos vinculados a la imposición de sanciones o multas de carácter admi-
nistrativo se realizará por los centros gestores o áreas municipales correspondientes.

5. En la notificación al interesado de la imposición de la sanción se hará constar el plazo de pago
correspondiente de la deuda que determinen las normas con arreglo a las cuales tales sanciones se
exijan y en el caso de no establecerse un plazo, se hará constar el general del reglamento General
de Recaudación. Acompañándose abonare correspondiente De dicha notificación se dará traslado a
la Intervención a los efectos del reconocimiento del derecho y a la Tesorería junto con la copia del
acuse de recibo del interesado a los efectos del cómputo de los plazos para el cobro de la deuda.

Si el administrado presentase recurso contra la sanción, tal incidencia será comunicada a la Te-
sorería a los efectos de la paralización de los cómputos de los plazos de cobro, comunicándole de
nuevo el centro o área municipal gestora de la sanción la firmeza de la misma a los efectos de la rea-
nudación del periodo cobratorio. En el supuesto de anulación o reducción de la sanción por aten-
derse total o parcialmente el recurso planteado, tal contingencia deberá ser comunicada de forma
oficial tanto a la Intervención como a la Tesorería por el centro o área municipal gestora.

6. Cuando se efectué el cobro de dichas deudas la Tesorería expedirá la correspondiente carta de
pago al interesado, con copia que se remitirá al Departamento para su incorporación al expediente.
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7. En cuanto a plazos de prescripción habrá de estarse a lo que resulte de aplicación según la
normativa específica de cada concepto, y, en su defecto, a las previsiones de la Ley General Presu-
puestaria.

SECCIÓN IV

Recaudacion

Subsección 1.ª

Organización

Artículo 50. Órganos de recaudación

1. La gestión recaudatoria de los créditos tributarios y demás de Derecho público municipales
se realizará directamente por el propio Ayuntamiento; con este fin se ha creado el Servicio de Re-
caudación Municipal.

2. El Servicio de Recaudación se estructura en las Unidades Administrativas de Recaudación Vo-
luntaria y Recaudación Ejecutiva. A los efectos del desarrollo de las funciones de cada una de las
unidades administrativas se podrá contratar con empresas de colaboración y apoyo al desarrollo de
los trabajos a efectuar.

3. Corresponde a la Unidad de Recaudación Voluntaria la realización de las siguientes funciones:
a) Formulación de propuestas a la Tesorería sobre mejora de los medios, circuitos y relaciones

intervinientes en el procedimiento de recaudación voluntaria.
b) Control y ejecución de las actuaciones necesarias para aplicar las Instrucciones internas y

verificar que la recaudación en período voluntario se desarrolla de conformidad con lo pre-
visto en el Reglamento General de Recaudación y en la presente Ordenanza.

4. Corresponde a la Unidad de Recaudación Ejecutiva la realización de las siguientes funciones:
a) Formulación de propuestas a la Tesorería en orden al establecimiento de circuitos de cola-

boración y adopción de otras medidas que puedan mejorar el procedimiento de recauda-
ción en período ejecutivo.

b) Control y ejecución de las actuaciones necesarias para lograr que la extinción de las deudas
no satisfechas en período voluntario tenga lugar en el tiempo más breve posible y se reali-
ce de conformidad con lo que disponen las Instrucciones internas, el Reglamento General
de Recaudación y la presente Ordenanza.

5. Corresponde a la Unidad de Contabilidad la realización de las tareas precisas para asegurar
la puntual contabilización de cuantos hechos y actos deban tener reflejo contable en las Cuentas de
Recaudación, en los términos establecidos en las normas internas emanadas de la Intervención y
en la presente Ordenanza.

6. Corresponde a la Intervención y a la Tesorería Municipal dictar instrucciones técnicas para de-
sarrollar y complementar las funciones atribuidas a las Unidades de Recaudación en los apartados
anteriores; sin perjuicio de las modificaciones que puedan resultar en caso de variación del Organi-
grama.

7. En el procedimiento de recaudación en vía de apremio, las competencias y funciones que el
Reglamento General de Recaudación asigna a los órganos del Ministerio de Economía y Hacienda
se habrán de entender referidas a los órganos municipales, dentro de la esfera de competencias de-
ducida de su organización interna.

8. En supuestos de dudosa atribución funcional, resolverá el Alcalde a propuesta de la Tesorería.

Artículo 51. Sistema de recaudación

1. La recaudación de tributos y de otros ingresos de Derecho público municipales se realizará
en período voluntario a través de las entidades colaboradoras que se reseñarán en el documento-
notificación remitido al domicilio del sujeto pasivo; documento que será apto y suficiente para per-
mitir el ingreso en entidades colaboradoras.

2. En el caso de tributos y precios públicos periódicos, la notificación, que podrá ser utilizada
como documento de pago, se remitirá por correo ordinario, sin acuse de recibo, dado que no es
preceptivo el poder acreditar la recepción por el sujeto pasivo.

Si no se recibieran tales documentos, el contribuyente puede acudir a la oficina de Recaudación,
donde se expedirá el correspondiente duplicado.

3. En los supuestos de tributos de vencimiento periódico, una vez notificada el alta en el corres-
pondiente registro, las cuotas sucesivas deberán ser satisfechas en los plazos fijados en el calen-
dario de cobranza, sin que sea oponible al inicio de la vía de apremio la no recepción del documen-
to de pago.

4. El pago de las deudas en período ejecutivo podrá realizarse en entidad colaboradora en las
condiciones y plazos determinados en el documento que se remitirá al domicilio del deudor.
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Artículo 52. Domiciliación bancaria

1. Se potenciará la domiciliación bancaria, impulsando la campaña que divulgue sus ventajas.
2. En los supuestos de recibos domiciliados, no se remitirá al domicilio del contribuyente el do-

cumento de pago; alternativamente, los datos de la deuda se incorporarán en el soporte magnéti-
co que origine el correspondiente cargo bancario, debiendo la entidad financiera expedir y remitir
el comprobante de cargo en cuenta.

3. Se ordenará el cargo en la cuenta de los obligados al pago en los últimos diez días del perio-
do voluntario. Al efecto de informar a los contribuyentes que tengan domiciliados sus recibos, se po-
drán enviar avisos advirtiéndoles de la fecha concreta en que se hará el cargo en cuenta.

4. Si el contribuyente considera indebido el cargo y solicita la retrocesión del mismo, se resol-
verá con la máxima agilidad la reclamación y, en su caso se procederá a la devolución en el plazo
más breve posible.

5. Cuando la domiciliación no hubiere surtido efecto por razones ajenas al contribuyente y se
hubiere iniciado el período ejecutivo de una deuda cuya domiciliación había sido ordenada, sólo se
exigirá el pago de la cuota inicialmente liquidada.

6. Se podrá solicitar que la domiciliación tenga efectos para los ejercicios siguientes o exclusi-
vamente para el ejercicio corriente.

7. La domiciliación se podrá solicitar:
a) Mediante personación del interesado en las oficinas municipales, o en las entidades banca-

rias colaboradoras de la recaudación.
b) Por Internet, a la dirección http://www.aytosanlorenzo.es
Cuando se utilice el medio b) se remitirá al domicilio del interesado una comunicación confirma-

toria de la efectividad del trámite, salvo en los supuestos en que se hubiere solicitado la domiciliación
por el interesado, haciendo uso de firma electrónica que identifique debidamente al contribuyente.

Artículo 53. Entidades colaboradoras

1. Son colaboradoras en la recaudación las entidades de depósito autorizadas para ejercer di-
cha colaboración, las cuales en ningún caso tendrán el carácter de órganos de la recaudación mu-
nicipal.

2. La autorización de nuevas entidades colaboradoras habrá de ser aprobada por la Junta de
Gobierno Local, pudiendo recaer dicha autorización en una entidad de depósito y, en supuestos sin-
gulares, en otro tipo de entidades, o en agrupaciones de contribuyentes.

3. A estos efectos, el Tesorero formulará su propuesta, habiendo valorado previamente la efec-
tividad de la colaboración de la entidad bancaria cuando el Ayuntamiento solicita información sobre
cuentas y ordena el embargo de fondos, todo ello con la finalidad de cobrar deudas incursas en pro-
cedimiento ejecutivo.

4. Las funciones a realizar por las entidades de depósito colaboradoras de la recaudación son
las siguientes:

a) Recepción y custodia de fondos, entregados por parte de cualquier persona, como medio
de pago de los créditos municipales, siempre que se aporte el documento expedido por el
Ayuntamiento y el pago tenga lugar en las fechas reglamentadas.

b) Las entidades bancarias situarán en cuentas restringidas de las que sea titular el Ayun-
tamiento los fondos procedentes de la recaudación.

c) Grabación puntual de los datos que permitan identificar el crédito satisfecho y la fecha de
pago. Transmisión diaria por el medio informático convenido de los datos relativos a la re-
caudación efectuada en las diferentes sucursales de la entidad bancaria durante ese día.

d) Transferencia de los fondos recaudados en las fechas establecidas en los Convenios firma-
dos, en desarrollo de las normas reguladoras de la colaboración por parte de las entidades
de depósito.

5. De conformidad con lo que prevé el Reglamento General de Recaudación, la colaboración
por parte de las entidades de depósito será gratuita.

6. Las entidades colaboradoras de la recaudación, deberán ajustar estrictamente sus actuaciones
a las directrices contenidas en el acuerdo de autorización, en el cual necesariamente habrá de con-
templarse la exigencia de responsabilidad para el supuesto de incumplimiento de dichas normas.

Artículo 54. Ventanilla única

1. Con el fin de mejorar la eficacia administrativa y facilitar el cumplimiento de los deberes tribu-
tarios de los ciudadanos, desde el Área de Hacienda Municipal se impulsarán las iniciativas y actua-
ciones que simplifiquen los trámites a realizar por aquéllos.

2. En este apartado se indican las gestiones que, en esta línea, se intentarán realizar en las de-
pendencias municipales.

a) Cuando el ciudadano declare ante el Ayuntamiento, a efectos del padrón de habitantes, un
cambio de domicilio, se le ofrecerá la posibilidad de solicitar que se modifique el domicilio
que consta en el permiso de circulación del vehículo y en el carnet de conducir.

b) Se podrá solicitar la baja definitiva de un vehículo por la voluntad de su propietario de retirar-
lo permanentemente de la circulación.
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En los supuestos de los apartados a) y b) el Ayuntamiento trasladará la documentación a Tráfi-
co y actualizará sus bases de datos tributarias.

3. El Servicio de Gestión Tributaria efectuará comprobaciones singulares y masivas periódicas
de los datos relativos a domicilios, en base a las variaciones declaradas a efectos del padrón de ha-
bitantes.

La comprobación, y subsiguiente actualización de los domicilios tributarios, tiene por objeto fa-
cilitar la máxima eficacia en la distribución de notificaciones administrativas.

Subsección II

Gestión recaudatoria

Capítulo I

Normas comunes

Artículo 55. Ámbito de aplicación

1. Para la cobranza de los tributos y de las cantidades que como ingresos de Derecho público,
tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, multas y
sanciones pecuniarias, debe percibir la Administración Municipal, la misma ostenta las prerrogati-
vas establecidas legalmente para la Hacienda del Estado.

2. Siendo así, las facultades y actuaciones del Ayuntamiento alcanzan y se extienden a la recau-
dación de tributos y otros recursos de Derecho público, pudiendo entenderse aplicables a todos
ellos las referencias reglamentarias a la categoría de tributos, sin perjuicio de las particularidades
previstas en esta Ordenanza.

Artículo 56. Obligados al pago

En el ámbito de los tributos locales, son obligados tributarios las personas físicas o jurídicas y
las entidades a las que la normativa tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias.

1. Entre otros, son deudores principales:
a) Los contribuyentes.
b) Los sustitutos del contribuyente.
c) Los sucesores.
Son también obligados tributarios los responsables tributarios y aquellos quienes la normativa

tributaria impone el cumplimiento de obligaciones tributarias formales.
2. La concurrencia de varios obligados tributarios en un mismo presupuesto de una obligación

determinará que queden solidariamente obligados frente a la Administración tributaria al cumpli-
miento de todas las prestaciones, salvo que por ley se disponga expresamente otra cosa.

3. Cuando la Administración sólo conozca la identidad de un titular practicará y notificará las li-
quidaciones tributarias a nombre del mismo, quien vendrá obligado a satisfacerlas si no solicita su
división. A tal efecto, para que proceda la división será indispensable que el solicitante facilite los
datos personales y el domicilio de los restantes obligados al pago, así como la proporción en que
cada uno de ellos participe en el dominio o derecho trasmitido.

4. En el ámbito de los ingresos de derecho público no tributarios, serán obligados al pago las
personas físicas, jurídicas, o entidades designadas como tales en la normativa específica.

En defecto de la misma, se aplicará lo dispuesto en los apartados anteriores.

Artículo 57. Sucesores

1. A la muerte de las personas físicas que tengan la condición de obligados tributarios, las obli-
gaciones tributarias devengadas -estén o no liquidadas- se transmitirán a los herederos y legatarios
con las limitaciones que resulten de la legislación civil para la adquisición de herencia.

2. En ningún caso se transmitirán las sanciones. Tampoco se transmitirá la obligación del res-
ponsable salvo que se hubiera notificado el acuerdo de derivación de responsabilidad antes del fa-
llecimiento.

3. Mientras la herencia se encuentre yacente, el cumplimiento de la obligación tributaria del cau-
sante corresponderá al representante de la herencia yacente.

4. En el caso de sociedades y entidades con personalidad jurídica disueltas y liquidadas en las
que la ley no limita la responsabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitulares las obliga-
ciones tributarias se transmitirán íntegramente a éstos, que quedarán obligados solidariamente a su
cumplimiento.

Cuando se trate de sociedades con limitación de responsabilidad de sus socios los mismos que-
darán obligados solidariamente en el pago de las obligaciones pendientes, liquidadas o no, hasta
el límite del valor de la cuota de liquidación que les corresponda.

5. En los supuestos de extinción o disolución sin liquidación de sociedades mercantiles, las obli-
gaciones tributarias pendientes de las mismas se transmitirán a las personas o entidades que suce-
dan o que sean beneficiarias de la correspondiente obligación.
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Artículo 58. Domicilio

1. Salvo que una norma regule expresamente la forma de determinar el domicilio fiscal, en or-
den a la gestión de un determinado recurso, a efectos recaudatorios el domicilio será:

a) Para las personas naturales, el de su residencia habitual.
b) Para las personas jurídicas, el de su domicilio social.
2. El contribuyente puede designar otro domicilio propio o de su representante, con el fin de re-

cibir en el mismo las notificaciones administrativas.
3. En todo caso los sujetos pasivos de los tributos municipales están obligados a declarar las

variaciones en su domicilio y también poner de manifiesto las incorrecciones que pudieran obser-
var en las comunicaciones dirigidas desde el Ayuntamiento.

4. Cuando el Ayuntamiento conozca que el domicilio declarado por el sujeto pasivo ante la
Administración Tributaria Estatal es diferente del que obra en su base de datos podrá rectificar este
último, incorporándolo como elemento de gestión asociado a cada contribuyente y constituirá la di-
rección a la que remitir todas las notificaciones derivadas de la gestión recaudatoria.

5. Los datos declarados por los interesados sobre domicilio y sus modificaciones ante el Ayun-
tamiento se utilizarán para actualizar la ficha del contribuyente, en orden a procurar la correcta no-
tificación de los actos administrativos que le afecten. De tal uso se dará conocimiento al interesado.

6. Los sujetos pasivos que residan en el extranjero durante más de seis meses cada año natu-
ral vendrán obligados a designar un representante con domicilio en territorio español.

Artículo 59. Legitimación para efectuar y recibir el pago

1. El pago puede realizarse por cualquiera de los obligados y también por terceras personas con
plenos efectos extintivos de la deuda.

2. El tercero que ha pagado la deuda no podrá solicitar de la Administración la devolución del
ingreso y tampoco ejercer otros derechos del obligado, sin perjuicio de las acciones que en vía civil
pudieran corresponderle.

3. El pago de la deuda habrá de realizarse en la Oficina de Recaudación, o en las entidades de-
signadas como colaboradoras, cuya relación consta en los documentos - notificación remitidos al
contribuyente.

Artículo 60. Deber de colaboración con la Administración

1. El Tesorero Municipal solicitará a la Agencia Tributaria Estatal y a otras Administraciones Públi-
cas la cesión de datos de carácter personal con trascendencia para la gestión y recaudación de los
tributos municipales, al amparo de lo previsto en los artículos 94 y 95 de la Ley General Tributaria.

En caso de incumplimiento reiterado del deber de colaboración por parte de la Administración
destinataria de la petición, el Tesorero lo pondrá en conocimiento de la Alcaldía y la Asesoría Jurí-
dica, al objeto de determinar las actuaciones procedentes.

2. Toda persona natural o jurídica, pública o privada, está obligada a proporcionar a la Adminis-
tración tributaria los datos y antecedentes necesarios para la cobranza de las cantidades que como
ingresos de Derecho público aquella deba percibir.

3. En particular las personas o Entidades depositarias de dinero en efectivo o en cuentas, valo-
res y otros bienes de deudores a la Administración Municipal en período ejecutivo, están obligadas
a informar a los órganos de recaudación y a cumplir los requerimientos que, en ejercicio de las fun-
ciones legales, se efectúen.

4. Todo obligado al pago de una deuda deberá manifestar, cuando se le requiera, bienes y de-
rechos de su patrimonio en cuantía suficiente para cubrir el importe de la deuda.

5. El incumplimiento de las obligaciones de prestar colaboración a que se refiere este artículo
podrá originar la imposición de sanciones, según lo que se establece en la presente Ordenanza.

Capítulo II

Responsables y garantías del crédito

Artículo 61. Responsables solidarios

1. En los supuestos de responsabilidad solidaria previstos por las leyes, cuando haya transcu-
rrido el período voluntario de pago sin que el deudor principal haya satisfecho la deuda, sin perjui-
cio de su responsabilidad, se podrá reclamar de los responsables solidarios el pago de la misma.

2. Al responsable se le exigirá el importe de la cuota inicialmente liquidada, incrementado en los
intereses de demora. Si esta deuda no se satisface en el período de pago voluntario que se conce-
derá, se exigirá al responsable el recargo de apremio aplicado sobre la deuda inicial.

3. Responderán solidariamente de las obligaciones tributarias todas las personas que sean cau-
santes o colaboren en la realización de una infracción tributaria. Su responsabilidad también se ex-
tenderá a la sanción.
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4. En particular, responderán solidariamente de la deuda hasta el importe del valor de los bie-
nes o derechos que se hubieran podido embargar, las siguientes personas:

a) Los causantes o que colaboren en la ocultación de bienes o derechos con la finalidad de im-
pedir su traba.

b) Los que por culpa, o negligencia, incumplan las órdenes de embargo.
c) Los que, conociendo el embargo, colaboren o consientan su levantamiento.
5. El que pretenda adquirir la titularidad de explotaciones y actividades económicas tendrá de-

recho, previa la conformidad del titular actual, a solicitar de la Administración certificación detallada
de las deudas, sanciones y responsabilidades tributarias derivadas de su ejercicio. La Administra-
ción tributaria deberá expedir dicha certificación en el plazo de tres meses desde la solicitud. En tal
caso quedará la responsabilidad del adquirente limitada a las deudas, sanciones y responsabilida-
des contenidas en la misma.

Artículo 62. Procedimiento para exigir la responsabilidad solidaria

1. Cuando la responsabilidad haya sido declarada y notificada al responsable en cualquier mo-
mento anterior al vencimiento del período voluntario de pago de la deuda que se deriva, bastará con
requerirle el pago una vez transcurrido dicho período.

En los demás casos, transcurrido el período voluntario de pago, el Jefe de la Unidad de Recau-
dación preparará el expediente, en base al cual el Tesorero propondrá al Alcalde que dicte el acto
de derivación de responsabilidad solidaria.

2. Desde la Unidad de Recaudación se requerirá al responsable, o a cualquiera de ellos, si son
varios, para que efectúe el pago, a la vez que se le da audiencia, con carácter previo a la derivación
de responsabilidad, por plazo de quince días, en el cual los interesados podrán alegar y presentar
los documentos que estimen pertinentes.

Vistas las alegaciones en su caso presentadas y, si no ha sido satisfecha la deuda, se dictará
acto de derivación de responsabilidad con expresión de:

a) Los elementos esenciales de la liquidación.
b) Texto íntegro del acuerdo de declaración de responsabilidad.
c) Medios de impugnación que pueden ser ejercidos por los responsables, contra la liquida-

ción, o la extensión de responsabilidad, con indicación de plazos y órganos ante los que ha-
brán de interponerse.

d) Lugar, plazo y forma en que deba satisfacerse la deuda.
e) Advertencia de que, transcurrido el período voluntario que se concede, si el responsable no

efectúa el ingreso, la responsabilidad se extenderá automáticamente al recargo.
3. Las acciones dirigidas contra un deudor principal o un responsable solidario no impedirán

otras acciones posteriores contra los demás obligados al pago, mientras no se cobre la deuda por
completo.

Artículo 63. Responsables subsidiarios

1. Los responsables subsidiarios están obligados al pago cuando los deudores principales y
responsables solidarios hayan sido declarados fallidos y se haya dictado acto administrativo de de-
rivación de responsabilidad, sin perjuicio de las medidas cautelares que antes de esta declaración
puedan adoptarse.

Entre otros, serán responsables subsidiarios de la deuda tributaria las siguientes personas o en-
tidades:

a) Los administradores de hecho o de derecho de las personas jurídicas que, habiendo come-
tido infracciones tributarias, no hubiesen realizado los actos necesarios que sean de su in-
cumbencia para el cumplimiento de las obligaciones tributarias, hubiesen consentido el in-
cumplimiento por quienes de ellos dependan o hubiesen adoptado acuerdos que
posibilitasen las infracciones. Su responsabilidad también se extenderá a las sanciones.

b) Los administradores de hecho o de derecho de aquellas personas jurídicas que hayan cesa-
do en sus actividades, por las obligaciones tributarias devengadas de éstas que se encuen-
tren pendientes en el momento del cese, siempre que no hubieran hecho lo necesario para
su pago.

c) Los adquirentes de bienes afectos por ley al pago de la deuda tributaria.
3. Con carácter previo a la derivación de responsabilidad, se dará audiencia al interesado en la

forma regulada en el punto 2 del artículo anterior.
Podrá adjuntarse a la comunicación de inicio del período de audiencia un abonaré apto para sa-

tisfacer la cuota tributaria inicial, con la finalidad de que si el interesado lo desea pueda hacer el
pago de modo sencillo.

4. El acto administrativo de derivación será dictado por el Concejal Delegado de Hacienda y no-
tificado en la forma establecida en el artículo anterior.

5. La responsabilidad con carácter general será subsidiaria, excepto cuando una ley establezca
la solidaridad.
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Artículo 64. Comunidades de bienes

1. En los tributos municipales, cuando así lo prevea la legislación de Haciendas Locales, tendrán
la condición de obligados tributarios las herencias yacentes, comunidades de bienes y demás enti-
dades que, sin personalidad jurídica, constituyen una unidad económica o un patrimonio separado,
susceptibles de imposición.

A estos efectos, se entenderá que existe unidad económica cuando los comuneros o copartíci-
pes de las entidades citadas llevan a cabo la explotación económica del bien o actividad que con-
juntamente poseen.

2. Con carácter general los copartícipes o cotitulares de las entidades jurídicas o económicas a
que se refiere el artículo 35.4 de la Ley General Tributaria responderán solidariamente, y en propor-
ción a sus respectivas participaciones, de las obligaciones tributarias de dichas entidades.

3. En relación al impuesto sobre bienes inmuebles, cuando los copartícipes de las entidades a
que se refiere al apartado anterior no figuren inscritos como tales en el Catastro, la responsabilidad
se exigirá por partes iguales, según resulta del artículo 64.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004.

Artículo 65. Garantías del pago

1. La Hacienda Municipal goza de prelación para el cobro de los créditos de Derecho público
vencidos y no satisfechos en cuanto concurra con acreedores que no lo sean de dominio, prenda,
hipoteca, o cualquier otro derecho real debidamente inscrito en el correspondiente registro con an-
terioridad a la fecha en que se haga constar en el mismo el derecho de la Hacienda Municipal.

2. En los recursos de Derecho público que graven periódicamente los bienes o derechos inscri-
bibles en un registro público, o sus productos directos, ciertos o presuntos, el Ayuntamiento tendrá
preferencia sobre cualquier otro acreedor o adquirente, aunque éstos hayan inscrito sus derechos,
para el cobro de las deudas devengadas y no satisfechas correspondientes al año natural en que
se exija el pago y al inmediato anterior.

3. Para tener igual preferencia que la indicada en el artículo precedente, por débitos anteriores
a los expresados en él, o por mayor cantidad, podrá constituirse hipoteca especial a favor de la Ha-
cienda Municipal que surtirá efecto desde la fecha en que quede inscrita.

Artículo 66. Afección de bienes

1. Los adquirentes de bienes afectos por ley al pago de la deuda tributaria responderán subsi-
diariamente con ellos, por derivación de la acción tributaria, si la deuda no se paga.

2. En particular, cuando se transmita la propiedad, o la titularidad de un derecho real de usufruc-
to, o de superficie, o de una concesión administrativa, los bienes inmuebles objeto de dichos dere-
chos quedarán afectos al pago de la totalidad de las cuotas devengadas por Impuesto sobre bie-
nes inmuebles, estén liquidadas o no.

3. El importe de la deuda a que se extiende la responsabilidad alcanza los conceptos de:
— Cuota del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.
— Recargos exigibles, a favor de otros Entes públicos.

4. La deuda exigible, integrada por los conceptos referidos en el punto anterior es la devenga-
da con anterioridad a la fecha de transmisión, siempre que no esté prescrita.

Las actuaciones que interrumpieron la prescripción respecto al transmitente tienen efectos ante
el adquirente, por lo que a éste pueden exigirse todas las cuotas adeudadas por aquél y que no es-
tuvieran prescritas en la fecha de la transmisión.

5. La declaración de afección de los bienes y consiguiente derivación de responsabilidad al ad-
quirente, será aprobada por el Alcalde ó Concejal Delegado de Hacienda, por delegación, previa
audiencia al interesado, por término de quince días.

6. La resolución declarativa de la afección será notificada al propietario, comunicándole los pla-
zos para efectuar el pago.

Capítulo III

Recaudación voluntaria

Artículo 67. Períodos de recaudación

1. El plazo de ingreso en período voluntario de las deudas de vencimiento periódico y notifica-
ción colectiva, tanto por tributos como por otros ingresos de Derecho público, serán los determina-
dos por el Ayuntamiento, en el calendario de cobranza, que será publicado en el BOCM y expues-
to en el Tablón de anuncios municipal. En ningún caso el plazo para pagar estos créditos será
inferior a dos meses naturales.

2. El plazo de ingreso en período voluntario de las deudas por liquidaciones tributarias, no com-
prendidas en el apartado 1 será el que conste en el documento-notificación dirigido al sujeto pasi-
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vo, sin que pueda ser inferior al período establecido en el artículo 62.2 de la Ley General Tributaria
y que es el siguiente:

a) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días uno y 15 de cada mes, desde la fe-
cha de recepción de la notificación hasta el día 20 del mes posterior o, si éste no fuera há-
bil, hasta el inmediato hábil siguiente.

b) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la
fecha de recepción de la notificación hasta el día cinco del segundo mes posterior o, si éste
no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

3. Las deudas tributarias resultantes de una autoliquidación deberán pagarse en los plazos que
establezca la normativa de cada tributo.

4. Las deudas por conceptos diferentes a los regulados en los puntos anteriores, deberán pa-
garse en los plazos que determinen las normas con arreglo a las cuales tales deudas se exijan. En
caso de no determinación de plazos, se aplicará lo dispuesto en este artículo.

5. Las deudas no satisfechas en los períodos citados se exigirán en período ejecutivo, compu-
tándose, en su caso, como pagos a cuenta las cantidades satisfechas fuera de plazo.

6. Para que la deuda en período voluntario quede extinguida, debe ser pagada en su totalidad.
7. Procedimiento especial de pagos de tributos de carácter periódico.
1. Con el objeto de facilitar el cumplimiento de las obligaciones tributarias, se establece un sis-

tema especial de pago personalizado de los ingresos de derecho público periódicos que
permite a quienes se acojan al mismo flexibilizar los ingresos en período voluntario.

2. Para acogerse a este sistema será necesario:
a) Que se formule la oportuna solicitud identificando los derechos por los que pretende

acogerse a este sistema.
b) Que se domicilie el pago en una de las Entidades Financieras colaboradoras para la

gestión de este sistema.
c) Que se encuentre al corriente de sus obligaciones con este Ayuntamiento.
d) Facilitar un número de teléfono de contacto y una dirección de envío de mensajes cor-

tos electrónicos o bien una dirección de correo electrónico”.
3. La resolución que surtirá efectos para los siguientes periodos voluntarios de pago, teniendo

validez por tiempo indefinido en tanto no exista manifestación en contrario por parte del su-
jeto pasivo y no dejen de realizarse los pagos en los términos establecidos en los apartados
siguientes.

4. a) El solicitante podrá acogerse al sistema personalizado de pago para todos o para algu-
nos de los tributos y restantes ingresos de Derecho Público de devengo periódico.

b) El importe total anual de las cuotas tributarias se distribuirá en plazos mensuales según
la estimación sobre las cuotas líquidas correspondientes al ejercicio inmediatamente
anterior.
Estos ingresos tendrán el carácter de pagos a cuenta, debiendo hacerse efectivo en el
día del mes que se indique en la resolución de inclusión en el sistema de pago perso-
nalizado, mediante la oportuna domiciliación bancaria.

c) El importe mínimo de los plazos mensuales se establece en 6 euros.
d) El obligado al pago podrá modificar el número de los plazos o el importe de los mismos

con una antelación mínima de siete días naturales a la fecha de cargo en cuenta, salvo
en el último plazo, formulando una nueva solicitud.

e) El importe del último plazo se pasará al cobro a la cuenta bancaria siete días antes del
final del período ordinario de cobro del tributo, y estará constituido por la diferencia en-
tre la cuantía de los recibos correspondiente al ejercicio y las cantidades abonadas en
los plazos anteriores.

5. Si no se hiciera efectivo a su vencimiento el importe de algunos de los plazos a que se refiere
el apartado anterior, se incrementará automáticamente la última fracción. El importe de las
cuotas impagadas podrá abonarse antes de la finalización del plazo voluntario de pago.

6. Cuando habiéndose hecho efectivo el importe de alguno de los plazos, no se efectuara el
pago del último de ellos, finalizado el período de pago voluntario, se iniciará el período eje-
cutivo por la cantidad pendiente, con los correspondientes recargos e intereses de demora.

7. Cuando el total de los ingresos a cuenta efectuados sea superior al importe de la cuota re-
sultante de los recibos, se procederá a imputar de oficio dicho remanente a los recibos del
siguiente período impositivo. En cualquier momento el obligado al pago podrá instar la de-
volución del exceso ingresado sobre la cuota, que se realizará mediante transferencia ban-
caria a la misma cuenta en la que se efectuó el cargo.
El ingreso objeto de devolución tendrá la consideración de ingreso debido, regulado en el
artículo 31 de la Ley 58/2003, General Tributaria, y si transcurrido el plazo indicado en el pá-
rrafo anterior, no se ha ordenado el pago del mismo por causa no imputable al contribuyen-
te, se aplicará a la cantidad pendiente de devolución el interés de demora a que se refiere
el artículo 26 de dicha ley, desde el día siguiente al del término de dicho plazo y hasta la fe-
cha en la que se ordene su pago, sin necesidad de que el contribuyente así lo reclame.

8. En caso de incumplimiento reiterado, se dejará sin efecto este sistema personalizado de pa-
gos para períodos sucesivos.
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Artículo 68. Desarrollo del cobro en período voluntario

1. El pago se efectuará en las entidades colaboradoras.
2. Son medios de pago admisibles:
a) Dinero de curso legal.
b) Cheque nominativo a favor del Ayuntamiento.
c) Orden de cargo en cuenta, cursada por medios electrónicos.
d) Otros que determine el Ayuntamiento, de los que, en su caso, dará conocimiento público.
3. El deudor de varias deudas podrá al realizar el pago en período voluntario imputarlo a las que

libremente determine.
4. En todo caso a quien ha pagado una deuda se le entregará un justificante del pago realizado.

Tras la realización de un pago por Internet, el interesado podrá obtener, mediante su impresora, un
documento acreditativo de la operación realizada, que tendrá carácter liberatorio de su obligación
de pago.

5. Concluido el período de pago voluntario, una vez verificado que ya sido procesada toda la in-
formación sobre cobros efectuados en el período voluntario, se expedirán por el Departamento de In-
formática las relaciones de recibos y liquidaciones que no han sido satisfechos en período voluntario.

6. En la relación descrita en el apartado anterior, se hará constar las incidencias de suspensión,
aplazamiento, fraccionamiento de pago, o anulación. Las deudas no satisfechas y que no estén
afectadas por alguna de dichas situaciones servirá de fundamento para la expedición de la provi-
dencia de apremio colectiva.

7. En ningún caso se incluirán en las providencias de apremio colectivas las deudas liquidadas
a las Administraciones Públicas.

Artículo 69. Recargos de extemporaneidad

1. Cuando se presenten las autoliquidaciones, o las declaraciones necesarias para practicar una
liquidación tributaria fuera del plazo establecido, sin requerimiento previo de los servicios municipa-
les, los obligados tributarios deben satisfacer los recargos previstos en el artículo 27 de la Ley Ge-
neral Tributaria, que son los siguientes:

Declaración después de la fecha reglamentaria recargos:
— En el plazo de 3 meses recargo 5 por 100.
— Entre 3 y 6 meses recargo 10 por 100.
— Entre 6 y 12 meses recargo 15 por 100.
— Después de 12 meses recargo 20 por 100.
En las autoliquidaciones presentadas después de 12 meses, además del recargo anterior, se

exigirán intereses de demora, por el período transcurrido desde el día siguiente al término de los 12
meses posteriores a la finalización del plazo establecido para la presentación hasta el momento en
que la autoliquidación o declaración se haya presentado.

2. En los supuestos de autoliquidación, cuando los obligados tributarios no efectúen el ingreso
al tiempo de la presentación de la autoliquidación extemporánea, además de los recargos previstos
en el punto 1, se exigirá el recargo de apremio.

Capítulo IV

Recaudación ejecutiva

Artículo 70. Inicio del período ejecutivo

1. El período ejecutivo se inicia para las liquidaciones previamente notificadas no ingresadas a
su vencimiento, el día siguiente al vencimiento del plazo de ingreso en período voluntario.

2. El inicio del período ejecutivo determina el devengo de los recargos del período ejecutivo y
de los intereses de demora.

3. Los recargos del período ejecutivo, son de tres tipos: recargo ejecutivo, recargo de apremio
reducido y recargo de apremio ordinario. Sus cuantías son las siguientes:

a) El recargo ejecutivo será del 5 por 100 y se aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda
no ingresada en periodo voluntario antes de la notificación de la providencia de apremio.

b) El recargo de apremio reducido será del 10 por 100 y se aplicará cuando se satisfaga la tota-
lidad de la deuda no ingresada en periodo voluntario y el propio recargo antes de la finali-
zación de los siguientes plazos:

1. Si la notificación de la providencia se realiza entre los días uno y 15 de cada mes, desde
la fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 de dicho mes o, si éste no fue-
ra hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

2. Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 16 y último de cada mes,
desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día cinco del mes siguiente o, si
éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

c) El recargo de apremio ordinario será del 20 por 100 y será aplicable cuando no concurran
las circunstancias de los apartados a) y b).
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4. Cuando los obligados tributarios no efectúen el ingreso al tiempo de presentar la autoliquida-
ción, se devenga el recargo de apremio a la finalización del plazo reglamentariamente determinado
para el ingreso. En caso de autoliquidaciones extemporáneas, presentadas sin realizar el ingreso,
los recargos del período ejecutivo se devengan a la presentación de las mismas.

Los recargos del período ejecutivo son compatibles con los recargos regulados en el artículo 100
de esta Ordenanza.

Artículo 71. Plazos de ingreso

1. Las deudas apremiadas se pagarán en los siguientes plazos:
a) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días uno y 15 de cada mes, desde la

fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 de dicho mes o, si éste no fuera hábil,
hasta el inmediato hábil siguiente.

b) Si la notificación de la providencia se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la
fecha de recepción de la notificación hasta el día cinco del mes siguiente o, si éste no fue-
ra hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.

2. Cuando las deudas se paguen en estos plazos, no se liquidará interés de demora.
3. Una vez transcurridos los plazos del punto 1, el Tesorero dictará providencia de embargo. Si

existieran varias deudas de un mismo deudor se acumularán y en el supuesto de realizarse un pago
que no cubra la totalidad de aquellas, se aplicará a las deudas más antiguas, determinándose la an-
tigüedad en función de la fecha de vencimiento del período de pago voluntario.

Artículo 72. Inicio procedimiento de apremio

1. El procedimiento de apremio se inicia mediante la notificación de la providencia de apremio,
expedida por el Tesorero Municipal.

2. La providencia de apremio constituye el título ejecutivo, que tiene la misma fuerza ejecutiva
que la sentencia judicial para proceder contra los bienes y derechos de los obligados al pago.

3. La providencia de apremio podrá ser impugnada por los siguientes motivos:
a) Extinción total de la deuda o prescripción del derecho a exigir el pago.
b) Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o compensación en período voluntario y otras

causas de suspensión del procedimiento de recaudación.
c) Falta de notificación de la liquidación.
d) Anulación de la liquidación.
e) Error u omisión en el contenido de la providencia de apremio que impida la identificación del

deudor o de la deuda apremiada.
4. Cuando la impugnación, razonablemente fundada se refiera a la existencia de causa de nuli-

dad en la liquidación, se ordenará la paralización de actuaciones. Si se verifica que efectivamente
se da aquella causa, se instará el correspondiente acuerdo administrativo de anulación de la liqui-
dación y se estimará el recurso contra la providencia de apremio.

Artículo 73. Mesa de subasta

1. La mesa de subasta de bienes estará integrada por el Alcalde, que será el Presidente, el Se-
cretario Municipal, que actuará como Secretario de mesa, el Tesorero de Fondos y el Responsable
de la Unidad de Recaudación.

2. Las subastas de bienes embargados se anunciarán en todo caso en el Tablón de Edictos del
Ayuntamiento y en el BOCM. Cuando el tipo supere la cifra de 450.759 euros, se anunciará en el Bo-
letín Oficial del Estado.

3. El Jefe de la Unidad de Recaudación podrá acordar la publicación del anuncio de subasta en
medios de comunicación de gran difusión y en publicaciones especializadas, cuando a su juicio re-
sulte conveniente y el coste de la publicación sea proporcionado con el valor de los bienes.

Artículo 74. Celebración de subastas

1. En las subastas de bienes, el tiempo para constituir depósitos ante la mesa, será, en primera
y segunda licitación de media hora. Estos plazos podrán ampliarse en el tiempo necesario para que
los licitadores puedan constituir los depósitos reglamentarios.

2. El importe de los tramos de licitación, deberá adecuarse a las siguientes escalas:
a) Para tipos de subasta inferiores a 6.000 euros, 60 euros.
b) Para tipos de subasta desde 6.000 euros hasta 30.000 euros, 120 euros.
c) Para tipos de subasta de más de 30.000 euros hasta 150.000 euros, 300 euros.
d) Para tipos de subasta superiores a 150.000 euros, 600 euros.
3. Los licitadores podrán enviar o presentar sus ofertas en sobre cerrado, desde el anuncio de

la subasta, hasta una hora antes del comienzo de ésta. Dichas ofertas, que tendrán el carácter de
máximas, serán registradas en un libro, que a tal efecto, se llevará en la oficina recaudatoria muni-
cipal. Tales ofertas deberán de ir acompañadas de cheque conformado extendido a favor del Ayun-
tamiento por el importe del depósito, que será como mínimo, del 20 por 100 del tipo de licitación.
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4. Los cheques serán ingresados en la cuenta que designe el Tesorero, procediéndose a la de-
volución de los importes depositados a los licitadores no adjudicatarios una vez concluida la subas-
ta. La materialización de tal devolución se efectuará mediante cheque extendido por el Tesorero.

5. En el supuesto de que antes de la celebración de la subasta, algún licitador que hubiera pre-
sentado su oferta en sobre cerrado, manifieste por escrito la voluntad de no concurrir a la licitación,
se procederá a la devolución del depósito en las condiciones establecidas en el punto anterior.

6. En el supuesto de concurrencia de varias ofertas en sobre cerrado, empezará la admisión de
posturas a partir de la segunda más alta de aquellas, y será adjudicataria la postura más alta por el
tramo superior a la segunda en el caso de no existir otras ofertas.

7. Cuando la mesa tenga que sustituir a los licitadores en sobre cerrado, pujará por ellos, según
los tramos establecidos en el presente artículo, sin sobrepasar el límite máximo fijado en su oferta.

Si una oferta es inferior al tipo más un tramo, se considerará que la oferta es por el tipo y por
ésta se iniciará la licitación.

8. La subasta se realizará con sujeción a los criterios siguientes:
— En primera licitación, el tipo aplicable será el resultado de aplicar la valoración asignada a

los inmuebles a enajenar. En caso de existir cargas que hayan accedido al Registro con an-
terioridad, servirá de tipo para la subasta la diferencia entre el valor asignado y el importe
de estas cargas, que deberán quedar subsistentes sin aplicar a su extinción el precio del re-
mate. En caso que las cargas preferentes absorban o exceden del valor asignado a los in-
muebles, el tipo será el correspondiente al importe de los débitos y costas, salvo que éstos
sean superiores al valor del bien, en cuyo caso el tipo de la subasta será dicho valor.

— En segunda licitación, el tipo aplicable será el 75 por 100 del anterior.
— En el caso que las subastas en primera y en segunda licitación hubieran resultado desiertas

o, con los bienes adjudicados no se cobrara la deuda y quedaran bienes por enajenar, se
continuará el procedimiento con el anuncio de venta directa de estos bienes, a gestionar du-
rante el plazo de seis meses contado desde la fecha de celebración de la subasta. No obs-
tante, la Mesa de subasta podrá acordar la adjudicación de los bienes, antes de la finaliza-
ción de este plazo, cuando por las características de los bienes considere que podrían
perder valor de mercado por el transcurso del tiempo y que alguna de las ofertas presenta-
das es ventajosa económicamente.

9. Cuando los bienes hayan sido objeto de subasta con una sola licitación, el precio mínimo de
adjudicación directa será el tipo de subasta en dicha licitación.

Cuando se hayan celebrado dos licitaciones en subasta, no existirá precio mínimo de adjudica-
ción directa. No obstante, si la mesa de subasta estimara desproporcionada la diferencia entre el
valor asignado a los bienes por tasación y el precio ofrecido por cualquier persona interesada, con
el fin de no favorecer el enriquecimiento injusto del comprador en detrimento del propietario de los
bienes, podrá declarar inadmisible la oferta, no accediendo a la formalización de la venta.

10. Indicativamente, se fija el 33,5 por 100 del tipo de la primera licitación como oferta admisible
en las ventas por gestión directa cuando hubieran resultado desiertas las subastas en primera y se-
gunda licitación.

Artículo 75. Intereses de demora

1. Las cantidades debidas por ingresos de Derecho público devengarán intereses de demora
desde el día siguiente al vencimiento de la deuda en período voluntario hasta la fecha de su ingreso.

2. La base sobre la que se aplicará el tipo de interés no incluirá el recargo de apremio.
3. El tipo de interés se fijará de acuerdo con lo establecido en los artículos 10 de la Ley de Ha-

ciendas Locales y 26.6 de la Ley General Tributaria. Cuando, a lo largo del período de demora, se
hayan modificado los tipos de interés, se determinará la deuda a satisfacer por intereses sumando
las cuantías que correspondan a cada período.

4. Con carácter general, los intereses de demora se cobrarán junto con el principal; si el deudor
se negara a satisfacer los intereses de demora en el momento de pagar el principal, se practicará li-
quidación que deberá ser notificada y en la que se indiquen los plazos de pago.

5. Si se embarga dinero en efectivo o en cuentas, podrán calcularse y retenerse los intereses en
el momento del embargo, si el dinero disponible fuera superior a la deuda perseguida. Si el líquido
obtenido fuera inferior, se practicará posteriormente liquidación de los intereses devengados.

6. No se practicarán las liquidaciones resultantes de los puntos 4 y 5 cuando su importe sea in-
ferior a 6 euros.

Artículo 76. Costas del Procedimiento

1. Tendrán la consideración de costas del procedimiento aquellos gastos que se originen duran-
te el proceso de ejecución forzosa. Las costas serán a cargo del deudor a quien le serán exigidas.

2. Como costas del procedimiento estarán comprendidas, entre otras, las siguientes:
a) Los gastos originados por las notificaciones que imprescindiblemente hayan de realizarse

en el procedimiento administrativo de apremio, bien sean por publicaciones en Boletines
Oficiales y Periódicos o por gastos de franqueo de la tarifa oficial de Correos o tarifa de em-
presa de mensajeria o reparto de correspondencia.
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b) Los honorarios de empresas y profesionales, ajenos a la Administración, que intervengan en
la valoración de los bienes trabados.

c) Los honorarios de los registradores y otros gastos que hayan de abonarse por las actuacio-
nes en los registros públicos.

d) Los gastos motivados por el depósito y administración de bienes embargados.
e) Los demás gastos que exige la propia ejecución.

Capítulo V

Aplazamientos y fraccionamientos

Artículo 77. Procedimiento y criterios de concesión

1. La solicitud de aplazamiento y fraccionamiento se dirigirá al Tesorero, a quien corresponde la
apreciación de la situación económico-financiera del obligado al pago en relación a la posibilidad
de satisfacer los débitos.

2. La Tesorería dispondrá lo necesario para que las solicitudes referidas en el punto anterior se
formulen en documento específico, en el que se indiquen los criterios de concesión y denegación
de aplazamientos, así como la necesidad de fundamentar las dificultades económico-financieras,
aportando los documentos que se crean convenientes.

3. La concesión y denegación de aplazamientos y fraccionamientos de pago es competencia
del Alcalde, que podrá delegar, dicha potestad.

4. El acuerdo de concesión especificará la clase de garantía que el solicitante deberá aportar o,
en su caso, la dispensa de esta obligación.

5. Para otros fraccionamientos o aplazamientos de pagos por imposiciones tributarias, se esta-
rá a lo establecido en cada una de las Ordenanza Fiscal de gestión de cada figura impositiva, así
como, en el resto de normativa de carácter tributario.

Sólo excepcionalmente se concederá aplazamiento de las deudas cuyo importe sea inferior a
300 euros.

6. En la concesión de fraccionamientos, el solicitante deberá domiciliar el pago de las sucesivas
fracciones.

7. La resolución de las peticiones sobre aplazamientos será notificada, por el Tesorero, a los in-
teresados.

Si se deniega el aplazamiento o fraccionamiento y la solicitud fue presentada en periodo volun-
tario, se notificará al solicitante que la deuda deberá pagarse, junto con los intereses devengados
hasta la fecha de la resolución en estos plazos:

a) Si la notificación se realiza entre los días 1 y 15 de cada mes desde la fecha de recepción de
la notificación hasta el día 20 del mes posterior o inmediato hábil siguiente.

b) Si la notificación se realiza entre los días 16 y el último de cada mes desde la fecha de recep-
ción de la notificación hasta el día 5 del segundo mes posterior o inmediato hábil siguiente.

Si no hubiera transcurrido el periodo reglamentario de ingreso y el pago se produce dentro del
mismo, no se liquidarán intereses de demora.

Si la solicitud fue presentada en periodo ejecutivo de ingreso, deberá iniciarse el procedimiento
de apremio, de no haberse iniciado con anterioridad.”

8. Contra la resolución denegatoria del aplazamiento o fraccionamiento de pago, podrá interpo-
nerse recurso de reposición ante el Alcalde, en el plazo de un mes contado desde el día de la re-
cepción de esta notificación.

Contra la denegación de este recurso podrá interponerse recurso contencioso-administrativo.

Artículo 78. Cómputo de intereses

1. En caso de concesión del aplazamiento se calcularán intereses de demora sobre la deuda
aplazada, por el tiempo comprendido entre el día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso
en período voluntario y la fecha del vencimiento del plazo concedido. Si el aplazamiento ha sido so-
licitado en período ejecutivo, la base para el cálculo de intereses no incluirá el recargo del período
ejecutivo. Los intereses devengados se deberán ingresar junto con la deuda aplazada.

2. En caso de concesión del fraccionamiento, se calcularán intereses de demora por cada frac-
ción de deuda.

Si el fraccionamiento ha sido solicitado en período ejecutivo, la base para el cálculo de intere-
ses no incluirá el recargo del período ejecutivo.

Por cada fracción de deuda se computarán los intereses devengados desde el día siguiente al
del vencimiento del plazo de ingreso en período voluntario hasta la fecha del vencimiento del plazo
concedido. Los intereses devengados por cada fracción deberán pagarse junto con dicha fracción
en el plazo correspondiente.

3. En caso de denegación del aplazamiento o fraccionamiento de deudas:
a) Si fue solicitado en período voluntario, se liquidarán intereses de demora de conformidad

con lo dispuesto en el artículo 52.4 del Reglamento General de Recaudación.
b) Si fue solicitado en período ejecutivo, se liquidarán intereses una vez realizado el pago, de

conformidad con el artículo 72 del Reglamento General de Recaudación.
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Artículo 79. Efectos de la falta de pago

1. En los aplazamientos la falta de pago a su vencimiento de las cantidades aplazadas determi-
nará:

a) Si la deuda se hallaba en período voluntario en el momento de conceder el aplazamiento, se
exigirá por la vía de apremio la deuda aplazada y los intereses devengados, con el recargo
de apremio correspondiente. El recargo de apremio se aplica sobre el principal de la deu-
da inicialmente liquidada, con exclusión de los intereses de demora. De no efectuarse el
pago en los plazos fijados en el art. 62.5 Ley General Tributaria, se procederá a ejecutar la
garantía; en caso de inexistencia, o insuficiencia de ésta, se seguirá el procedimiento de
apremio para la realización de la deuda pendiente.

b) Si el aplazamiento fue solicitado en período ejecutivo, se procederá a ejecutar la garantía y,
en caso de inexistencia o insuficiencia de ésta, se proseguirá el procedimiento de apremio.

2. En los fraccionamientos la falta de pago de un plazo determinará:
a) Si la deuda se hallaba en período voluntario, la exigibilidad en vía de apremio de las cantida-

des vencidas, extremo que será notificado al sujeto pasivo, concediéndole los plazos regla-
mentarios de pago de las deudas en período ejecutivo, establecidos en el artículo 62.5 Ley
General Tributaria. Si se incumpliera la obligación de pagar en este término, se considera-
rán vencidos los restantes plazos, exigiéndose también en vía de apremio.

b) Si la deuda se hallaba en período ejecutivo, continuará el procedimiento de apremio para la
exacción de la totalidad de la deuda fraccionada pendiente de pago.

3. En los fraccionamientos de pago en que se hayan constituido garantías parciales e indepen-
dientes por cada uno de los plazos, se procederá así:

a) Cuando el fraccionamiento haya sido solicitado en período voluntario, el incumplimiento del
pago de una fracción determinará la exigencia por la vía de apremio exclusivamente de di-
cha fracción y sus intereses de demora, con el correspondiente recargo de apremio, proce-
diéndose a ejecutar la respectiva garantía.

b) Cuando el fraccionamiento haya sido solicitado en período ejecutivo, se ejecutará la garan-
tía correspondiente a la fracción impagada más los intereses de demora devengados.

En ambos casos, el resto del fraccionamiento subsistirá en los términos en que se concedió.

Artículo 80. Garantías

1. Cuando el importe de la deuda que se solicita aplazar es superior a 1.000 euros, será nece-
sario constituir garantía, que afiance el cumplimiento de la obligación. La garantía cubrirá el impor-
te del principal y de los intereses de demora que genere el aplazamiento, más un 25 por 100 de la
suma de ambas partidas.

2. Se aceptarán las siguientes garantías:
a) Aval solidario de entidades de depósito que cubra el importe de la deuda y de los intereses

de demora calculados. El término de este aval deberá exceder en 6 meses, al menos, al ven-
cimiento de los plazos concedidos y estará debidamente intervenido.

b) Certificaciones de obra aprobadas por el Ayuntamiento, cuyo pago quedará retenido en tan-
to no se cancele la deuda afianzada.

3. En las deudas de importe inferior a 1.500 euros, además de las garantías del apartado 2, se
podrá admitir la fianza personal y solidaria de dos vecinos del Municipio. En orden a determinación
de la capacidad y solvencia de los fiadores estos deberán presentar junto al documento de la fian-
za los documentos que a continuación se detallan:

— Fotocopia de la última declaración del Impuesto sobre la renta.
— Declaración jurada de propiedades amuebles sitas dentro del término municipal.
— Certificación o certificaciones bancarias, de cuenta corrientes en entidades sitas en el térmi-

no municipal con detalle de saldos medios.

El documento de la fianza deberá obligatoriamente que recogerán su texto las siguientes deter-
minaciones:

— La presente garantía alcanza a cubrir lodos los componentes de la deuda tributaria, intere-
ses de demora y los recargos y costas que, en su caso, se produjeren en el procedimiento.

— Declaración con pleno conocimiento de las responsabilidades en que pudieran incurrir en
caso de falsedad o inexactitud.

— De no haber sido condenado mediante sentencia firme ni estar procesados por delitos de
falsedad o contra la propiedad.

— No haber sido declarados en quiebra, concurso de acreedores o insolventes fallidos en
cualquier procedimiento administrativo o judicial, no haber iniciado expediente de suspen-
sión de pagos, ni presentado solicitud judicial de quiebra o concurso de acreedores.

— Encontrase al corriente de pago de sus obligaciones fiscales con las Administraciones Pu-
blicas.

— No haber sido sancionado con la prohibición de celebrar contratos con las Administraciones
Publicas.
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— Renuncia expresa de cualquier beneficio y en particular de los de excusión y división.
— Reconocimiento de la capacidad del Ayuntamiento, para la acción de cobro de la deuda ga-

rantizada, contra ambos fiadores conjuntamente o contra cualquiera de ellos indistintamen-
te, en todo caso, por la integridad del importe afianzado, más los recargos e intereses de-
vengados correspondientes, quedando obligados a su ingreso en Arcas Municipales, a
partir del requerimiento que en tal sentido se les dirija, en los plazos establecidos reglamen-
tariamente, sancionándose por la vía de apremio contra sus bienes, en caso de incumpli-
miento o demora.

4. La garantía deberá aportarse en el plazo de treinta días siguientes al de la notificación del
acuerdo de concesión. Transcurrido este plazo sin formalizar la garantía, se exigirá inmediatamen-
te por la vía de apremio la deuda con sus intereses y el recargo de apremio, siempre que haya con-
cluido el período reglamentario de ingreso. Si el aplazamiento se hubiese solicitado en período eje-
cutivo, se continuará el procedimiento de apremio.

5. En supuestos de verdadera necesidad se podrá dispensar de aportar garantía.
6. Cuando se presente una solicitud de aplazamiento en período voluntario, sin acompañar el

compromiso de entidad solvente de afianzar la deuda y se halle pendiente de resolución en la fecha
de finalización del período de pago voluntario, el Tesorero podrá ordenar la retención cautelar de
los pagos que el Ayuntamiento deba efectuar al deudor.

Capítulo VI

Prescripción, anulación y compensación de deudas

Artículo 81. Prescripción y anulación de deudas

1. El plazo para exigir el pago de las deudas tributarias prescribe a los cuatro años, contados
desde la fecha de finalización del plazo de pago voluntario.

2. El plazo para determinar las deudas tributarias prescribe a los cuatro años, contados desde
la finalización del período para presentar la declaración exigida legalmente.

Prescribirá a los cuatro años la acción para imponer sanciones tributarias y el derecho a solici-
tar la devolución de ingresos indebidos y el reintegro del coste de las garantías

3. El plazo de prescripción de las deudas no tributarias se determinará en base a la normativa par-
ticular que regule la gestión de las mismas. Si no existiera previsión específica en la Ley reguladora
del recurso de derecho público no tributario, se aplicará el plazo de prescripción de cuatro años.

4. El plazo de prescripción se interrumpirá:
a) Por cualquier actuación del obligado al pago conducente a la extinción de la deuda, o a la in-

terposición de reclamación o recurso.
b) Por cualquier actuación de los órganos de recaudación, encaminada a la realización o ase-

guramiento de la deuda. Estas actuaciones deberán documentarse en la forma exigida re-
glamentariamente, haciéndose constar en particular que las notificaciones practicadas en la
forma regulada en esta Ordenanza tienen valor interruptivo de la prescripción.

5. Producida la interrupción, se iniciará de nuevo el cómputo del plazo de prescripción a partir
de la fecha de la última actuación del obligado al pago o de la Administración.

Interrumpido el plazo de prescripción, la interrupción afecta a todos los obligados al pago.
6. La prescripción se aplicará de oficio y será declarada por el Tesorero, que anualmente instrui-

rá expediente colectivo referido a todas aquellas deudas prescritas en el año. Este expediente, fis-
calizado por el Interventor, se someterá a aprobación de la Junta de Gobierno Local.

7. Serán anuladas y dadas de baja en cuentas aquellas deudas en las que concurran los siguien-
tes requisitos:

a) Que sean recursos de derecho público de la Hacienda Municipal, liquidados con anteriori-
dad a 31-12-1999 y no acumulados en un expediente ejecutivo con otras deudas del mismo
contribuyente.

b) Que se trate de deudas en período ejecutivo.
c) Que el importe de la liquidación inicial, notificada en período voluntario al deudor, no exceda

de 12 euros, cuantía que se estima insuficiente para la cobertura del coste de exacción y re-
caudación.

Artículo 82. Compensación

1. Podrán compensarse las deudas a favor del Ayuntamiento que se encuentren en fase de ges-
tión recaudatoria, tanto voluntaria como ejecutiva, con las obligaciones reconocidas por parte de
aquel y a favor del deudor.

2. Cuando la compensación afecta a deudas en período voluntario, será necesario que la solici-
te el deudor.

3. Cuando las deudas se hallan en período ejecutivo, el Alcalde puede ordenar la compensa-
ción, que se practicará de oficio y será notificada al deudor.
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Artículo 83. Compensación de oficio de deudas de Entidades Públicas

1. Las deudas a favor del Ayuntamiento, por créditos vencidos, líquidos y exigibles, cuando el
deudor sea un Ente territorial, Organismo Autónomo, Seguridad Social o Entidad de Derecho públi-
co, cuya actividad no se rija por el ordenamiento privado, serán compensables de oficio, una vez
transcurrido el plazo de ingreso en período voluntario.

2. El procedimiento a seguir para aplicar la compensación será el siguiente:
a) Comprobado por la Unidad de Recaudación que alguna de las Entidades citadas en el pun-

to 1 es deudora del Ayuntamiento, lo pondrá en conocimiento de la Tesorería.
b) Si el Tesorero conociera de la existencia de créditos a favor de las Entidades deudoras, dará

traslado de sus actuaciones a la Asesoría Jurídica, a fin de que pueda ser redactada la pro-
puesta de compensación.

c) Adoptado el acuerdo que autorice la compensación, por parte del Alcalde, se comunicará a
la Entidad deudora, procediendo a la formalización de aquella cuando hayan transcurrido
quince días sin reclamación del deudor.

3. Si la Entidad deudora alega insuficiencia de crédito presupuestario y su voluntad de tramitar
un expediente de crédito extraordinario o suplemento de crédito, en plazo no superior a los tres me-
ses, se suspenderá la compensación hasta que la modificación presupuestaria sea efectiva.

4. Cuando la Entidad deudora alegara y probara la condición de ingresos afectados que tienen
los conceptos que este Ayuntamiento deba transferir a aquélla, podrá suspenderse la compensación.

5. Aún siendo ingresos destinados a un fin específico los que debe recibir del Ayuntamiento la
Entidad deudora, la misma no podrá oponerse a la compensación cuando ya haya pagado las obli-
gaciones reconocidas por actuaciones financiadas mediante la transferencia de aquellos ingresos.

Artículo 84. Cobro de deudas de Entidades Públicas

1. Cuando no fuera posible aplicar la compensación como medio de extinción de las deudas de
las Entidades Públicas reseñadas en el artículo anterior, por no ostentar las mismas crédito alguno
contra el Ayuntamiento, el Tesorero solicitará a la Intervención del Ente deudor certificado acredita-
tivo del reconocimiento de la obligación de pagar al Ayuntamiento.

2. El Tesorero trasladará a la Secretaria la documentación resultante de sus actuaciones inves-
tigadoras. Después de examinar la naturaleza de la deuda, del deudor y el desarrollo de la tramita-
ción del expediente, la Secretaria elaborará propuesta de actuación, que puede ser una de las si-
guientes:

a) Si no está reconocida la deuda por parte del Ente deudor, solicitar certificación del reconoci-
miento de la obligación y de la existencia de crédito presupuestario.

b) Si de la certificación expedida se dedujera la insuficiencia de crédito presupuestario para
atender el pago, se comunicará al Ente deudor que el procedimiento se suspende durante
tres meses, a efectos de que pueda tramitarse la modificación presupuestaria pertinente.

c) Cuando la deuda haya quedado firme, esté reconocida la obligación y exista crédito presu-
puestario, se instará el cumplimiento de la obligación en el plazo de un mes.

d) Si por parte del Ente deudor se negara la realización de las actuaciones a que viene obliga-
do, relacionadas con los apartados anteriores, se podrá formular recurso contencioso-admi-
nistrativo, que se tramitará por el procedimiento abreviado, de acuerdo con lo que prevé el
artículo 29.2 de la Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

3. Alternativamente a las acciones reflejadas en el punto anterior, cuando la Tesorería valore la
extrema dificultad de realizar el crédito municipal a través de las mismas, se llevarán a cabo las si-
guientes actuaciones:

a) Solicitar a la Administración del Estado, o a la Administración Autonómica que, con cargo a
las transferencias que pudieran ordenarse a favor del Ente deudor, se aplique la retención de
cantidad equivalente al importe de la deuda y sea puesto a disposición del Ayuntamiento.

b) Solicitar la colaboración de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.
4. Cuando todas las actuaciones municipales en orden a la realización del crédito hayan resul-

tado infructuosas, se investigará la existencia de bienes patrimoniales a efectos de ordenar el em-
bargo de los mismos, si ello es necesario.

5. Las actuaciones que, en su caso, hayan de llevarse a cabo serán aprobadas por el Alcalde y
de su resolución se efectuará notificación formal a la Entidad deudora.

Artículo 85. Ejecución forzosa

1. Al efecto de respetar el principio de proporcionalidad entre el importe de la deuda y los me-
dios utilizados para su cobro, cuando sea necesario proceder a la ejecución forzosa de los bienes
y derechos del deudor, por deudas inferiores a 300 euros, sólo se ordenarán las actuaciones de em-
bargo siguientes:

a) Deudas de cuantía inferior a 30 euros.

— Embargo de dinero efectivo o de fondos depositados en cuentas abiertas en entidades
de crédito,
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b) Deudas de cuantía comprendidas entre 30 euros y 300 euros.

— Embargo de dinero efectivo o en cuentas abiertas en entidades de crédito.
— Créditos, valores y derechos realizables en el acto, o a corto plazo
— Sueldos, salarios y pensiones.

2. A efectos de determinar la cuantía a que se refiere el punto anterior, se computarán todas las
deudas de un contribuyente que quedan pendientes de pago y siempre que se hubiera dictado pro-
videncia de embargo.

3. Cuando el resultado de las actuaciones de embargo referidas en el punto 1 sea negativo, se
formulará propuesta de declaración de crédito incobrable.

4. Cuando la cuantía total de la deuda de un contribuyente sea superior a 300 euros se podrá
ordenar el embargo de los bienes y derechos previstos en el artículo 169 de la Ley General Tributa-
ria, preservando el orden establecido en el mencionado precepto.

5. No obstante lo previsto en el punto 4, cuando se hubiera de embargar un bien cuyo valor es
muy superior a la cuantía de la deuda, se actuará según las instrucciones del Tesorero.

6. Sin perjuicio del criterio general reflejado en el apartado anterior, cuando el deudor haya solici-
tado la alteración del orden de embargo de sus bienes, se respetará el contenido de tal solicitud siem-
pre que con ello, a criterio del órgano de recaudación, la realización del débito no se vea dificultada.

7. La declaración de créditos incobrables de las deudas liquidadas por multas de tráfico se ajus-
tará a los criterios particulares aprobados por el Pleno.

Capítulo VII

Créditos incobrables

Artículo 86. Situación de insolvencia

1. Son créditos incobrables aquellos que no pueden hacerse efectivos en el procedimiento de
gestión recaudatoria por resultar fallidos los obligados al pago, o por haberse realizado con resul-
tado negativo las actuaciones previstas en el artículo anterior.

2. Cuando se hayan declarado fallidos los obligados al pago y responsables, se declararán pro-
visionalmente extinguidas las deudas, en tanto no se rehabiliten en el plazo de prescripción.

La deuda quedará definitivamente extinguida si no se hubiera rehabilitado en aquel plazo.
3. Si el Jefe de Recaudación conociera de la solvencia sobrevenida del deudor, propondrá la

rehabilitación del crédito al Tesorero. Una vez aprobada, se registrará informáticamente.
4. Declarado fallido un deudor, los créditos contra el mismo de vencimiento posterior serán da-

dos de baja por referencia a dicha declaración, si no existen otros obligados o responsables.
5. A efectos de declaración de créditos incobrables, el Jefe de Unidad de Recaudación docu-

mentará debidamente los expedientes, formulando propuesta que, con la conformidad del Tesore-
ro, se someterá a fiscalización de la Intervención y aprobación de la Junta de Gobierno Local. En
base a criterios de economía y eficacia en la gestión recaudatoria, se detalla a continuación la do-
cumentación a incorporar en los expedientes para la declaración de crédito incobrable, en función
de la cuantía de los mismos.

Artículo 87. Criterios a aplicar en la formulación de propuestas de declaración
de créditos incobrables

1. Con la finalidad de conjugar el respeto al principio de legalidad procedimental con el de efi-
cacia administrativa, se establecen los requisitos y condiciones que habrán de verificarse con ca-
rácter previo a la propuesta de declaración de créditos incobrables.

2. La documentación justificativa será diferente en función de los importes y características de
la deuda, distinguiéndose los siguientes supuestos:

2.1. Expedientes por deudas acumuladas por importe inferior a 60 euros. Se formulará propues-
ta de declaración de crédito incobrable con los siguientes requisitos:

2.1.1. Deberá figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos los domicilios que figu-
ren en los valores, en el domicilio que figure en la base de datos municipal.

2.1.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios indicados en el apartado
anterior con resultado negativo, ya sea por ser el deudor desconocido o por resultar ausente, con
dos intentos de notificación, se deberán de publicar mediante anuncios en el BOCM.

2.1.3. Disponiendo del NIF del deudor se deberá acreditar el embargo de fondos, en diferentes
entidades bancarias.

2.1.4. No disponiendo de NIF del deudor se deberá acreditar que han sido efectuadas consul-
tas en la base de datos municipal encaminadas a la realización de las deudas.

2.2. Expedientes por deudas acumuladas de importe comprendido entre 61 a 500 euros.
Se formulará propuesta de declaración de crédito incobrable con los siguientes requisitos:
2.2.1 Deberá de figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos los domicilios que fi-

guran en los valores, en el domicilio que figure en la base de datos municipal
2.2.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios indicados en el apartado

anterior con resultado negativo, ya sea por ser el deudor desconocido o por resultar ausente, con
dos intentos de notificación, se deberán de publicar mediante anuncios en el BOCM.
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2.2.3. Se deberá acreditar en el expediente que el deudor no figura como sujeto pasivo en el pa-
drón del Impuesto sobre bienes inmuebles o en el Impuesto sobre actividades económicas.

2.2.4. Disponiendo del NIF del deudor se deberá acreditar el embargo de fondos, en diferentes
entidades bancarias así como el embargo, con resultado negativo, de sueldos, salarios y pensiones.

2.2.5. No disponiendo de NIF del deudor se deberá acreditar que han sido efectuadas consul-
tas en la base de datos municipal, encaminadas a la realización de las deudas

2.3. Expedientes por deudas acumuladas de importe superior a 500 euros que figuren a nom-
bre de personas físicas. Se formulará propuesta de declaración de crédito incobrable con los si-
guientes requisitos:

2.3.1. Deberá de figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos los domicilios que fi-
guran en los valores, en el domicilio que figure en la base de datos municipal.

2.3.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios indicados en el apartado
anterior con resultado negativo, ya sea por ser el deudor desconocido o por resultar ausente, con
dos intentos de notificación, se deberán de publicar mediante anuncios en el BOCM.

2.3.3. Se deberá acreditar en el expediente que el deudor no figura como sujeto pasivo en el pa-
drón del Impuesto sobre bienes inmuebles, en el Impuesto sobre actividades económicas, y en el
del Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica.

2.3.4. Disponiendo del NIF del deudor se deberá acreditar el embargo de fondos, en diferentes
entidades bancarias así como el embargo, con resultado negativo, de sueldos, salarios y pensiones.

2.3.5. Se deberá acreditar que no figuran bienes inscritos a nombre del deudor en el Servicio de
Índice Central de los Registros de la Propiedad, así como en otros Registro públicos.

2.3.6. No disponiendo de NIF del deudor se deberá acreditar que han sido efectuadas consul-
tas en la base de datos municipal, y en otros Registros públicos, encaminadas a la realización de
las deudas.

2.4. Expedientes por deudas acumuladas de importe superior a 500 EUR que figuren a nombre
de entidades jurídicas. Se formulará propuesta de declaración de crédito incobrable con los siguien-
tes requisitos:

2.4.1 Deberá de figurar en el expediente ejecutivo la notificación en todos los domicilios que fi-
guran en los valores, en el domicilio que figure en la base de datos municipal.

2.4.2. En los supuestos de notificaciones practicadas en los domicilios indicados en el apartado
anterior con resultado negativo se deberán de publicar mediante anuncios en el BOCM.

2.4.3 Se deberá acreditar en el expediente que la entidad deudora no figura como sujeto pasivo
en el padrón del Impuesto sobre bienes inmuebles, en el Impuesto sobre actividades económicas,
y en el del Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica.

2.4.4 Se deberá acreditar el embargo de fondos, en diferentes entidades bancarias.
2.4.5 Se deberá acreditar que no figuran bienes inscritos a nombre de la entidad deudora en el

Servicio de Índice Central de los Registros de la Propiedad, así como en otros Registros públicos.
2.4.6 Se deberá de constatar las actuaciones que han sido realizadas mediante la información

facilitada por el Registro Mercantil.
3. A los efectos de determinar la cuantía a que se refiere los apartados anteriores, se computa-

ran todas las deudas por conceptos diferentes a multas de circulación de un contribuyente que que-
den pendientes de pago y siempre que se haga dictado la provisión de embargo.

4. En la tramitación de expedientes de créditos incobrables por multas de circulación, se formu-
lará la correspondiente propuesta cuando:

a) El importe de la deuda sea igual o inferior a 90,15 euros y haya sido infructuoso el embargo
de fondos.

b) El importe de la deuda haya sido igual o inferior a 300,51 euros y hayan sido infructuosos los
intentos de embargo de fondos y de salarios.

c) Siendo el importe de la deuda superior a 300,51 euros, no han tenido resultado positivo las
actuaciones de embargo de vehículos o bienes inmuebles.

A estos efectos, y a propuesta del concejal responsable de Circulación, por Resolución de la Al-
caldía se dictarán normas complementarias de las contenidas en esta Ordenanza.

SECCIÓN V

Inspección

Subsección 1ª

Procedimiento

Artículo 88. La Inspección de los Tributos

1. El Servicio de Inspección tiene encomendada la función de comprobar la situación tributaria
de los distintos sujetos pasivos o demás obligados tributarios con el fin de verificar el exacto cum-
plimiento de sus obligaciones y deberes para con la Hacienda local, procediendo, en su caso, a la
regularización correspondiente.
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2. En ejercicio de sus competencias, le corresponde realizar las siguientes funciones:
a) La investigación de los hechos imponibles para el descubrimiento de los que sean ignora-

dos por la Administración y su consiguiente atribución al sujeto pasivo u obligado tributario.
b) Comprobación de las declaraciones y declaraciones-liquidaciones para determinar su vera-

cidad y la correcta aplicación de las normas, estableciendo el importe de las deudas tribu-
tarias correspondientes.

c) Comprobar la exactitud de las deudas tributarias ingresadas en virtud de declaraciones do-
cumentos de ingreso.

d) Practicar, en su caso, las liquidaciones tributarias resultantes de sus actuaciones de com-
probación e investigación.

e) Verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos para la concesión o disfrute de cualquier
beneficio fiscal.

f) Informar a los sujetos pasivos y otros obligados tributarios sobre las normas fiscales y sobre
el alcance de las obligaciones y derechos que de las mismas se deriven.

g) Todas las otras actuaciones que dimanen de los particulares procedimientos de comproba-
ción de impuestos locales que la normativa establezca en cada caso, procurando con es-
pecial interés la correcta inclusión en los censos de aquellos sujetos pasivos que han de fi-
gurar en los mismos.

h) Cualesquiera otras funciones que se le encomienden por los Órganos competentes de la
Corporación.

3. En relación a la inspección del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, realizará cuantas actuacio-
nes resulten del régimen de colaboración establecido en el Convenio suscrito con la Dirección Ge-
neral del Catastro.

4. En relación a la Inspección del Impuesto sobre Actividades Económicas, se llevarán a cabo
todas las actuaciones dimanantes de los regímenes de delegación o colaboración autorizados por
la Administración Estatal.

5. Será de aplicación el régimen de infracciones y sanciones previsto en la Ley General Tributa-
ria y en las disposiciones que la desarrollen, especialmente el Real Decreto 1065/2007, de 27 de ju-
lio, por el que se aprueba el Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de ges-
tión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de
aplicación de los tributos.

Artículo 89. Personal inspector

1. Las actuaciones inspectoras se realizarán por los funcionarios adscritos al Servicio de Inspec-
ción, incardinados en los Servicios Económicos, ostentando el titular de la misma la dirección téc-
nica y bajo la inmediata supervisión del Concejal Delegado de Hacienda.

2. No obstante, actuaciones meramente preparatorias, o de comprobación, o prueba de hechos,
o circunstancias con trascendencia tributaria podrán encomendarse a otros empleados públicos
que no ostenten la condición de funcionarios.

3. Los funcionarios de la inspección, que actuarán siempre con la máxima consideración, obser-
varán secreto estricto y guardarán sigilo riguroso sobre los asuntos que conozcan por su tarea, y
serán considerados agentes de la autoridad cuando lleven a cabo las funciones inspectoras que les
correspondan. Las autoridades públicas deberán prestarles la protección y auxilio necesarios para
el ejercicio de la función inspectora.

4. La Alcaldía-Presidencia proveerá al personal inspector de un carnet u otra identificación que
les acredite para el desempeño de su puesto de trabajo.

Artículo 90. Clases de actuaciones

1. Las actuaciones inspectoras podrán ser:
a) De comprobación e investigación.
b) De obtención de información con trascendencia tributaria.
c) De valoración.
d) De informe y asesoramiento.
2. El alcance y contenido de estas actuaciones es el determinado en la Ley General Tributaria,

La Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, el Reglamento General de la Inspección de
los Tributos y demás disposiciones que sean de aplicación.

3. El ejercicio de las funciones propias de la Inspección Tributaria se adecuará a los correspon-
dientes planes de actuaciones inspectoras, aprobados por la Alcaldía Presidencia. La firma de las
actuaciones que correspondan a la Alcaldía Presidencia en el desarrollo de la actuación inspectora
como actos de trámite se delegara en la Concejalía de Hacienda. Igualmente la Concejalía dictara
las actuaciones y los planes de trabajo para el eficaz desarrollo de los Planes de Inspección fijados
por la Alcaldía.

4. Las actuaciones inspectoras se documentarán en los modelos de impresos aprobados por el Al-
calde para tal fin o, en su caso, en los que figuren establecidos por disposiciones de carácter general.
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5. En los supuestos de actuaciones de colaboración con otras Administraciones Tributarias, el
Servicio de Inspección coordinará con ellas sus planes y programas de actuación, teniendo sus ac-
tuaciones el alcance previsto en la reglamentación del régimen de colaboración de que se trate.

6. El servicio de Inspección podrá llevar a cabo actuaciones de valoración a instancia de otros
órganos responsables de la gestión tributaria o recaudatoria.

Artículo 91. Lugar y tiempo de las actuaciones

1. Las actuaciones de comprobación e investigación podrán desarrollarse indistintamente:
a) En el lugar donde el sujeto pasivo tenga su domicilio tributario o en el del representante que

a tal efecto hubiere designado.
b) En donde se realicen total o parcialmente las actividades gravadas.
c) Donde exista alguna prueba, al menos parcial, del hecho imponible.
d) En las oficinas del Ayuntamiento, para el examen de los registros y documentos estableci-

dos por normas de carácter tributario o de justificantes exigidos por estos.
2. La Inspección determinará en cada caso el lugar donde hayan de desarrollarse sus actuacio-

nes, haciéndolo constar en la correspondiente comunicación.
3. El tiempo de las actuaciones se determinará por lo dispuesto al respecto en el Reglamento

General de la Inspección de los Tributos.
4. Los obligados tributarios podrán actuar por medio de representante, que deberá acreditar tal

condición, entendiéndose en tal caso realizadas las actuaciones correspondientes con el sujeto pa-
sivo u obligado tributario, mientras no sea revocada la representación de modo fehaciente.

Artículo 92. Iniciación y desarrollo de las actuaciones inspectoras

1. Las actuaciones de la Inspección podrán iniciarse:
a) Por iniciativa propia de la Inspección, ajustándose al plan previsto a tal efecto.
b) Por orden superior escrita y motivada del Jefe de Inspección.
c) A petición del obligado tributario, para convertir en general la comprobación de carácter

parcial en curso.
2. Las actuaciones de la Inspección se podrán iniciar mediante comunicación notificada al obli-

gado tributario o personándose la Inspección sin previa notificación, y se desarrollarán con el alcan-
ce, las facultades y los efectos que establezca el Reglamento General de la Aplicación de Tributos.

3. Los libros y la documentación del sujeto pasivo, incluidos los programas informáticos y archivos
en soporte magnético, que tengan relación con el hecho imponible deberán ser examinados por los
inspectores de los tributos en el domicilio, local, despacho u oficina de aquél, en su presencia o en
la de la persona que designe, salvo que el obligado tributario consienta su examen en las oficina
públicas. No obstante, la inspección de los tributos podrá analizar en sus oficinas las copias de los
mencionados libros y documentos.

4. Las actuaciones inspectoras deberán proseguir hasta su terminación, en un plazo máximo de
doce meses, sin contar las dilaciones imputables a los interesados ni los períodos de interrupción
justificada.

5. Las actuaciones se documentarán en diligencias, comunicaciones, informes y actas previas
o definitivas. Estos documentos tendrán las funciones, las finalidades y los efectos que establezca
el Reglamento General de la Aplicación de Tributos, entendiéndose, a estos efectos, que las refe-
rencias al Inspector-Jefe o en su defecto al Director Técnico del departamento.

6. Las actuaciones inspectoras se darán por concluidas cuando, a juicio de la Inspección, se
hayan obtenido los datos y pruebas necesarias para fundamentar los actos de gestión que proceda
dictar.

7. En cualquier caso, y con carácter previo a la formalización de las actas, se dará audiencia al
interesado para que pueda alegar todo aquello que convenga a su derecho en relación con la pro-
puesta que se vaya a formular.

Subsección 2ª

Infracciones y sanciones

Artículo 93. Infracciones y sanciones tributarias

1. Son infracciones tributarias las acciones u omisiones dolosas o culposas con cualquier gra-
do de negligencia que estén tipificadas y sancionadas como tales en la LGT 58/2003 o en otra Ley.

2. Serán sujetos infractores las personas físicas o jurídicas y las entidades mencionadas en el
apartado 4º del art. 35 de la LGT 58/2003 que realicen las acciones u omisiones tipificadas como in-
fracciones en las Leyes.

3. Las acciones u omisiones tipificadas en las Leyes no darán lugar a responsabilidades por in-
fracción tributarias cuando concurran los supuestos regulados en el artículo 179.2 de la Ley General
Tributaria.
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Artículo 94. Calificación, graduación y cuantía de las sanciones

Las infracciones tributarias se calificarán como leves, graves o muy graves de acuerdo con lo
dispuesto en cada caso en los artículos 191 a 206 de la LGT. Cada infracción tributaria se calificará
de forma unitaria como leve, grave o muy graves, en el caso de multas proporcionales, la sanción
que proceda se aplicara sobre la totalidad de la base de la sanción que en cada caso corresponda,
salvo en el supuesto, del apartado 6 del articulo 191 de la LGT.

1. A efectos de la clasificación de las infracciones tributarias entenderá que existe ocultación de
datos a la Administración tributaria cuando no se presenten declaraciones o se presenten declara-
ciones en las que se incluyan hechos u operaciones inexistentes o con importes falsos , o en las que
se omitan total o parcialmente operaciones , ingresos , rentas , productos , bienes o cualquier otro
dato que incida en la determinación de la deuda tributaria, siempre que la incidencia de la deuda
derivada de la ocultación en relación con la base de la sanción sea superior al 10 por 100. Asimis-
mo se considerará la utilización de medios fraudulentos y el incumplimiento sustancial de la obliga-
ción de facturación para la calificación de las infracciones conforme a lo dispuesto en la LGT
58/2003. Las infracciones tributarias se sancionarán mediante la imposición de sanciones pecunia-
rias que podrán consistir en multa fija o proporcional y, cuando proceda, de sanciones no pecunia-
rias de carácter accesorio a las pecuniarias. Estas últimas podrán consistir en la perdida de la posi-
bilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho de aplicar beneficios e incentivos
fiscales de carácter rogado; en la prohibición para contratar con la Administración Pública que hu-
biera impuesto la sanción y en la suspensión de ejercicios de profesiones oficiales, empleo o cargo
público, tal y como dispone el artículo 186 de la LGT.

2. Las infracciones tributarias se sancionaran mediante la imposición de sanciones pecuniarias
que podrán consistir en multa fija o proporcional y, cuando proceda, de sanciones no pecuniarias
de carácter accesorio a las pecuniarias. Estas últimas podrán consistir en la perdida de la posibili-
dad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho de aplicar beneficios e incentivos fis-
cales de carácter rogado; en la prohibición para contratar con la Administración Pública que hubiera
impuesto la sanción y en la suspensión de ejercicios de profesiones oficiales, empleo o cargo pú-
blico, tal y como dispone el artículo 186 LGT.

3. Las sanciones tributarias se graduarán exclusivamente conforme a los siguientes criterios, en
la medida que resulten aplicables y de forma simultánea en su caso:

a) Comisión repetida de infracciones tributarias. Se entenderá producida dicha circunstancia
cuando el sujeto infractor hubiera sancionado por una infracción de la misma naturaleza, ya
sean leves, graves o muy graves, en virtud de resolución firme en vía administrativa dentro
de los cuatro años anteriores a la comisión de la infracción. A estos efectos, se considera-
rán de la misma naturaleza las infracciones previstas en los artículos 191, 192, 193 de la
LGT. La sanción mínima se incrementará en los siguientes porcentajes, salvo que se esta-
blezca otra cosa:

— En 5 puntos porcentuales si hubiera sido sancionado por infracción leve.
— En 15 puntos porcentuales si hubiera sido sancionado por infracción grave.
— en 25 cinco puntos porcentuales si hubiera sido sancionado por infracción muy grave.

b) Perjuicio económico para la Hacienda Pública, el cual se determinara por el porcentaje re-
sultante de la relación existente entre la base de la sanción y la cuantía total que hubiera de-
bido ingresarse en la autoliquidación o por la adecuada declaración del tributo o el importe
de la devolución inicialmente obtenida. La sanción mínima se incrementará en los siguien-
tes puntos porcentuales:

— Cuando el perjuicio económico sea superior al 10 e inferior o igual al 25 por 100, 10 puntos.
— Cuando el perjuicio económico sea superior al 25 por 100 e inferior o igual al 50 por 100,

15 puntos.
— Cuando el perjuicio económico sea superior al 50 por 100 e inferior o igual al 75 por 100,

20 puntos.
— Cuando el perjuicio económico sea superior al 75 por 100, 25 puntos.

c) Incumplimiento sustancial de la obligación de facturación o documentación. Circunstancia
que se apreciara cuando dicho incumplimiento afecte a más del 20 por 100 del importe del
las operaciones sujetas al deber de facturación en relación con el tributo u obligación tribu-
taria y periodo objeto de la comprobación e investigación, o cuando como consecuencia de
dicho incumplimiento la Administración tributaria no pueda conocer el importe de las ope-
raciones sujetas al deber de facturación.

d) Acuerdo o conformidad del interesado. La cual se entenderá producida en los procedimien-
tos de verificación de datos y comprobación limitada cuando la liquidación resultante no sea
objeto de recurso o reclamación económica-administrativa y, en el procedimiento de ins-
pección cuando el obligado tributario suscriba un acta con acuerdo o un acta de conformi-
dad. Cuando concurra esta circunstancia la cuantía de las sanciones pecuniarias impues-
tas conforme a los artículos 191 a 197 de la LGT se reducirá:

— En un 50 por 100 en los supuestos de actas con acuerdo.
— En un 30 por 100 en los supuestos de actas con conformidad y procedimientos de veri-

ficación de datos y comprobación limitada.
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— En un 25 por 100 adicional, una vez aplicada la reducción por conformidad y que no
será de aplicación a las actas con acuerdo, cuando:

� Se realice el ingreso total del importe restante de dicha sanción en periodo volunta-
rio sin haber presentado solicitud de aplazamiento o fraccionamiento de pago.

� Que no se interponga recurso o reclamación contra la liquidación o la sanción.
El importe de las reducciones practicadas se exigirá sin más requisitos que la notifi-
cación al interesado cuando concurran algunas de las siguientes circunstancias:

— Cuando se haya interpuesto recurso o reclamación en plazo contra la liquidación o la
sanción en los casos de la reducción adicional del 25 por 100.

— En los supuestos de conformidad, cuando se haya interpuesto recurso o reclamación
contra la regularización.

— En el caso de la reducción resultante de un acta con acuerdo cuando se haya inter-
puesto recurso contencioso-administrativo o, en el supuesto de haberse presentado
aval o certificado de seguro de caución en sustitución del deposito , cuando no se in-
gresen en periodo voluntario las cantidades derivadas del acta con acuerdo, sin que
dicho pago pueda ser aplazado o fraccionado.

Artículo 95. Infracción tributaria leve

Constituye INFRACCION TRIBUTARIA LEVE las conductas especificadas en la normativa tribu-
taria como tales y entre ellas las siguientes:

1. Conforme a los artículos 191, 192 y 193 LGT cuando la base de la sanción sea inferior o igual
a 3.000 euros o siendo superior, no exista ocultación:

a) Dejar de ingresar, dentro del plazo establecido en la normativa de cada tributo la totalidad o
parte de la de la deuda tributaria que debiera resultar de la correcta autoliquidación del tributo.

b) Incumplir la obligación de presentar de forma completa y correcta declaraciones o docu-
mentos necesarios para que la administración tributaria pueda practicar la adecuada liqui-
dación de aquellos tributos que no se exigen por el procedimiento de autoliquidación.

c) Obtener indebidamente devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.
La sanción por estas infracciones consistirá en multa pecuniaria proporcional al 50 por 100.
2. Conforme al artículo 198 de la LGT:
a) No presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones siempre que no se haya producido

o no se pueda producir perjuicio económico multa fija de 200 euros.
b) No presentar en plazo declaraciones censales o de designación de representantes previsto

por norma multa fija de 400 euros.
c) No presentar en plazo declaraciones exigidas con carácter general en cumplimiento de la

obligación de suministro de información recogida en los artículos 93 y 94 de la LGT multa
fija de 20 euros por cada dato o conjuntos de datos referidos a una misma persona o enti-
dad que hubiera debido incluirse en la declaración con un mínimo de 300 euros y un máxi-
mo de 20.000 euros.

— No obstante, si las autoliquidaciones o declaraciones se presentan fuera de plazo sin
requerimiento previo de la Administración tributaria, la sanción u y los limites mínimo y
máximo serán de la mitad de los previstos en los apartados anteriores.

— Si se hubieran realizado requerimientos las sanciones previstas en estos apartados se-
rán compatibles con la establecida para la resistencia, obstrucción, excusa o negativa
a las actuaciones de inspección prevista en el artículo 203 de la LGT.

3. Incumplir la obligación de comunicar el domicilio fiscal o el cambio del mismo por las perso-
nas físicas que no realicen actividades económicas multa fija de 100 euros.

Artículo 96. Infracciones tributaria graves

Constituyen INFRACCIONES TRIBUTARIA GRAVES las conductas así especificadas en la nor-
mativa tributaria y entre ellas, las siguientes:

1. conforme a los artículos 191,192 y 193 de la LGT , cuando la base de la sanción sea superior
a 3.000 euros y se aprecie la existencia de ocultación , o cualquiera que sea la cuantía de la base
cuando se utilicen facturas, justificantes o documentos falsos o falseados, sin que ello sea constitu-
tivo de medio fraudulento, o cuando la incidencia de la llevanza incorrecta de los libros o registros re-
presente un porcentaje superior al 10 por 100 e inferior o igual al 50 por 100 de la base de la sanción:

a) Dejar de ingresar, dentro del plazo establecido en la normativa de cada tributo la totalidad o
parte de la deuda tributaria que debiera resultar de la correcta autoliquidación del tributo.

b) Incumplir la obligación de presentar de forma completa y correcta declaraciones o docu-
mentos necesarios para que la administración tributaria pueda practicar la adecuada liqui-
dación de aquellos tributos que no se exigen por el procedimiento de autoliquidación.
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c) Obtener indebidamente devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.
La sanción a imponer consistirá en multa porcentual del 50 al 100 por 100 de la base de la
sanción; siéndole de aplicación los criterios de graduación previstos en el articulo 187 .1 de
la LGT y 111 .3 de la presente Ordenanza.

2. Conforme al artículo 194 de la LGT:
a) Por solicitar indebidamente devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo median-

te la omisión de datos relevantes o la inclusión de datos falsos en las autoliquidaciones, co-
municaciones de datos o solicitudes, sin que las devoluciones se hayan obtenido multa del
15 por 100 de la base.

b) Por solicitar indebidamente beneficios o incentivos fiscales mediante la omisión de datos re-
levantes o la inclusión de datos falsos siempre que no proceda imponer sanción conforme
a las conductas especificadas en el apartado a) de este articulo y 191,192 y 193 de la LGT,
multa fija de 300 euros.

3. Conforme al articulo 199 de la LGT, por presentar de forma incompleta, inexacta o con datos
falsos autoliquidaciones o declaraciones , siempre que no se haya producido o no se pueda produ-
cir perjuicio económico a la Hacienda Pública, o contestaciones a requerimientos individualizados
de información:

a) Si se presentan autoliquidaciones o declaraciones incompletas, inexactas o con datos fal-
sos, la sanción consistirá en multa fija de 150 euros.

b) Si se presentasen declaraciones censales incompletas, inexactas o con datos falsos la san-
ción consistirá en multa fija de 250 euros.

c) Si son requerimiento individualizados o declaraciones exigidas con carácter general en
cumplimiento de la obligación de suministro de información recogida en los artículos 93 y
94 de la LGT, que no tengan por objeto datos expresados en magnitudes monetarias y ha-
yan sido contestados o presentados de forma incompleta, inexacta o con datos falsos, la
sanción consistirá porcada dato o conjunto de datos referidos a una misma persona o enti-
dad omitido, inexacto o falso multa fija de 200 euros.

d) Si son requerimiento individualizados o declaraciones exigidas con carácter general en
cumplimiento de la obligación de suministro de información recogida en los artículos 93 y
94 de la LGT, que tengan por objeto datos expresados en magnitudes monetarias y hayan
sido contestados o presentados de forma incompleta , inexacta o con datos falsos , la san-
ción consistirá en multa pecuniaria proporcional de hasta el 2 por 100 del importe de las
operaciones o no declaradas o incorrectas con un mínimo de 500 euros.
La cuantía de las sanciones contempladas en los dos últimos puntos se incrementará en un
100 por 100 en el caso de que concurra comisión repetida de infracciones tributarias.

4. Conforme al artículo 203 de la LGT. Cuando concurra resistencia, obstrucción, excusa o ne-
gativa a las actuaciones de la Administración tributaria. Apreciando dichas circunstancias cuando el
sujeto infractor, debidamente notificado al efecto, haya realizado actuaciones tendentes a dilatar,
entorpecer o impedir las actuaciones de la Administración tributaria en relación con el cumplimien-
to de sus obligaciones:

a) Entre otras constituyen obstrucción, resistencia o negativas las conductas que se describen:

— No facilitar el examen de documentos, informes, antecedentes, libros, registros, fiche-
ros y facturas, justificantes y asientos de contabilidad principal o auxiliar, programas y
archivos informáticos, sistemas operativos y de control y cualquier otro dato con tras-
cendencia tributaria.

— El incumplimiento por personas o entidades que realicen actividades económicas del
deber de comparecer, de facilitar la entrada o permanencia en fincas y locales o el re-
conocimiento de elementos o instalaciones.

— Del deber de aportar datos, informes o antecedentes con trascendencia tributaria de
acuerdo con los artículos 93 y 94 de la LGT.
Cuando no se comparezca, no se facilite las actuaciones administrativas o no se pro-
porcione la información exigida en el plazo concedido conforme a las conductas ante-
riormente descritas; la sanción a imponer consistirá en las siguientes multas pecunia-
rias:

� En el primer requerimiento sanción de 300 euros.
� En el segundo requerimiento sanción de 1.500 euros.
� En el tercer requerimiento sanción de hasta el 2 por 100 de la cifra de negocios del

sujeto infractor en el año natural con un minino de 10.000 euros y un máximo de
400.000 euros.

Si los requerimientos se refieren a la información que debe contener las declaraciones
exigidas con carácter general en cumplimientote la obligación de suministro de infor-
mación recogida en los articulas 93 y 94 de la LGT, la sanción consistirá en multa pe-
cuniaria proporcional de hasta el 3 por 100 de la cifra de negocios del sujeto infractor
en el año natural a aquel en que se produjo la infracción, con un mínimo de 15.000
euros y un máximo de 600.000 euros.
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Si el importe de las operaciones a que se refiere el requerimiento no atendido represen-
ta un porcentaje superio0r al 10, 25,50 o 75 por 100 del importe de las operaciones que
debieron declararse, la sanción consistirá en multa pecuniaria proporcional del 0,5; 1;
1,5 y 2 por 100 del importe de la cifra de negocios respectivamente.
En caso de que no se conozca el importe de las operaciones o el requerimiento no se
refiera a magnitudes monetarias, se impondrá el mínimo establecido en los párrafos an-
teriores.
Cuando con anterioridad a la terminación del procedimiento sancionador se diese total
cumplimiento al requerimiento administrativo, tal sanción será de 6.000 euros.

b) Cuando la resistencia, obstrucción, excusa o negativa a la actuación de la Administración
Tributaria consista en:

— Desentender en el plazo concedido requerimientos distintos a los previstos en el apar-
tado anterior, la sanción consistirá en multa pecuniaria fija de:

� En el primer requerimiento multa de 150 euros.
� En el segundo requerimiento multa de 300 euros.
� En el tercer requerimiento multa de 600 euros.

— Quebrantamiento de las medidas cautelares adoptadas conforme a lo dispuesto en los
artículos 146,162 y 210 de la LGT, la sanción consistirá en multa proporcional del 2 por
100 de la cifra de negocios del sujeto infractor ene. año natural anterior a aquel en que
se produjo la infracción, con un mínimo de 3.000 euros.

— La incomparecencia salvo causa justificada en el lugar y tiempo que se hubiera señala-
do multa pecuniaria de 150 euros.

— Negar o impedir indebidamente la entrada o permanencia en fincas o locales a los fun-
cionarios de la Administración Tributaria o el reconocimiento de locales, maquinas, ins-
talaciones y explotaciones relacionadas con las obligaciones tributarias multa pecunia-
ria de 150 euros.

— Las coacciones a los funcionarios de la Administración Tributaria multa pecuniaria de
300 euros.

Artículo 97. Infracciones tributarias muy graves

Constituye INFRACCIONES TRIBUTARIAS MUY GRAVES, las especificadas en la normativa tri-
butaria y entre ellas; cuando media la utilización de medios fraudulentos o cuando se dejen de in-
gresar cantidades retenidas o que se hubieran debido retener o ingresos a cuenta que supongan
más del 50 por 100 del importe de la base de la sanción:

a) Dejar de ingresar, dentro del plazo establecido en la normativa de cada tributo la totalidad o
parte de la deuda tributaria que debiera resultar de la correcta autoliquidación del tributo.

b) Incumplir la obligación de presentar de forma completa y correcta declaraciones o docu-
mentos necesarios para que la Administración Tributaria pueda practicar la adecuada liqui-
dación de aquellos tributos que no sé exigen por el procedimiento de autoliquidación.

c) Obtener indebidamente devoluciones derivadas de la normativa de cada tributo.
Estas infracciones se sancionaran con multa pecuniaria proporcional del 100 al 150 por 100,

siéndoles de aplicación los criterios de graduación previstos en el articulo 187 a y b de la LGT y 94.3
de la presente Ordenanza.

Artículo 98. Suspensión de la ejecución de las sanciones

La ejecución de las sanciones quedará automáticamente suspendida sin necesidad de aportar
garantía, por la presentación en tiempo y forma del recurso de reposición o reclamación económica-
administrativa que contra aquellas proceda y sin que puedan ejecutarse hasta que sean firmes en vía
administrativa. Asimismo dicha interposición impedirá el inicio del periodo ejecutivo hasta que la san-
ción sea firme en vía administrativa y haya finalizado el plazo para el ingreso voluntario de pago.

No se exigirán intereses de demora por el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo
de pago en periodo voluntario abierto por la notificación de la resolución que ponga fin a la vía admi-
nistrativa.

Artículo 99. Extinción y condonación de la responsabilidad de las infracciones y sanciones

La responsabilidad sobre las infracciones se extingue por el fallecimiento del sujeto infractor y
por el transcurso del plazo de prescripción para su imposición.

La responsabilidad sobre las sanciones se extingue por el pago o cumplimiento, por prescrip-
ción del derecho para exigir su pagó, por compensación, por condonación y por el fallecimiento de
todos los obligados a satisfacerlas.

El plazo de prescripción para imponer sanciones será de cuatro años y comenzará a contarse
desde el momento en que se cometieron las correspondientes infracciones. El plazo de prescrip-
ción se interrumpirá:

— Por cualquier acción de la Administración Tributaria, realizada con conocimiento formal del
interesado, conducente a la imposición de la sanción tributaria.
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— Por las acciones administrativas conducentes a la regularización de la situación tributaria
del obligado respecto de las sanciones que puedan derivarse de dicha regularización.

— Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por la remisión del tan-
to de culpa a la jurisdicción penal, así como por las actuaciones realizadas con conocimien-
to formal del obligado en el curso de dichos procedimientos.

Artículo 100. Procedimiento sancionador

1. Órgano Competente. La imposición de sanciones tributarias es competencia de la Alcaldía-
Presidencia, quien delega en la concejal/a de Hacienda la imposición en los supuestos de infraccio-
nes tributarias leves y en las infracciones graves cuando la sanción sea inferior a 100.000 euros y
no lleve aparejadas sanciones accesorias.

2. El procedimiento para la imposición de sanciones se tramitará de forma separada a los de
aplicación de los tributos, salvo renuncia del obligado tributario, en cuyo caso se tramitará conjun-
tamente con el procedimiento de aplicación de los tributos del que pueda traer causa y en el cual
deberán analizarse las cuestiones relativas a las infracciones.

3. El procedimiento sancionador se iniciará siempre de oficio, mediante la notificación del acuer-
do del órgano competente que a los efectos del inicio de expediente será la Concejal/a de Hacien-
da quien nombrara el funcionario instructor .Los incoados como consecuencia de un procedimien-
to iniciado mediante declaración o un procedimiento de verificación de datos, comprobación o
inspección no podrán iniciarse respecto a las persona o entidad que hubiera sido objeto del proce-
dimiento una vez transcurrido el plazo de tres meses desde que se hubiese notificado o se enten-
diese notificada la correspondiente liquidación o resolución.

4. En la instrucción del expediente sancionador se incorporarán formalmente antes de la pro-
puesta de resolución los datos, pruebas o circunstancias que obren o hayan sido obtenidos en al-
gunos de los procedimientos de aplicación de los tributos. Concluidas las actuaciones se formula-
rá por el instructor propuesta de resolución en la que se recogerán los hechos, su calificación
jurídica y la infracción que aquellos puedan constituir o la declaración, en su caso ,de inexistencia
de infracción o responsabilidad; asimismo se concretará la sanción propuesta con indicación de los
criterios de graduación aplicados y se notificará a los interesados indicándoles la puesta de mani-
fiesto del expediente y concediéndoles un plazo de quince días para que aleguen cuanto conside-
ren oportuno y presenten documentos, justificantes y pruebas que estimen convenientes.

5. El procedimiento sancionador en materia tributaria terminará mediante resolución o por cadu-
cidad.

6. Cuando en un procedimiento sancionador iniciado como consecuencia de un procedimiento
de inspección el interesado preste su conformidad a la propuesta de resolución, se entenderá dic-
tada y notificada la resolución por el órgano competente para imponer la sanción, de acuerdo con
dicha propuesta, por el transcurso del plazo de un mes a contar desde la fecha en que dicha con-
formidades manifestó, sin necesidad de nueva notificación expresa al efecto, salvo que se notifique
acuerdo en contrario.

7. La resolución expresa del procedimiento sancionador en materia tributaría contendrá la fija-
ción de los hechos, la valoración de las pruebas practicadas, la determinación de la infracción co-
metida, la identificación de la persona o entidad infractora y la cuantificación de la sanción que se
impone, con indicación de los criterios de graduación de la misma y de la reducción que proceda.
En su caso, contendrá la declaración de inexistencia de infracción o responsabilidad.

8. El procedimiento sancionador deberá concluir en el plazo máximo de seis meses, contados
desde la notificación de la comunicación de inicio del procedimiento y entendiendo que el proce-
dimiento concluye a la fecha en que se notifique el acto administrativo de resolución del mismo con-
forme a la normativa tributaria.

SECCIÓN VI

Tramitación de procedimientos por medios electrónicos, informáticos y telemáticos

Subsección 1ª

Disposiciones generales

Artículo 101. Publicidad de los programas informáticos

1. El Ayuntamiento impulsará la tramitación por medios electrónicos, informáticos y telemáticos
de los procedimientos de gestión, liquidación y recaudación de los ingresos de derecho público mu-
nicipales, conforme lo que preceptúa el artículo 45 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Ré-
gimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento Administrativo Común.

2. Cuando la consulta, transmisión o transacción con datos residentes en el ordenador del Ayun-
tamiento afecte a datos de carácter personal, se garantiza la autenticidad, integridad, confidenciali-
dad, disponibilidad y conservación de los documentos obtenidos o resultantes.
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Artículo 102. Equipamiento y comunicaciones informáticas

1. La base de datos del Ayuntamiento reside en servidores instalados en la Casa Consistorial.
2. Las comunicaciones con otras Administraciones, con los colaboradores sociales y con los

ciudadanos presentan las siguientes particularidades:
a) Otras Administraciones y colaboradores sociales.

Envío y recepción de ficheros por soporte magnético convencional: cinta magnética, DATs,
DLTs, CDs.
Envío y recepción de ficheros por correo electrónico.
Conexión telemática vía X25, Frame Relay o Internet.

b) Ciudadanos.
Realización de transacciones por la web del Ayuntamiento.

Artículo 103. Contenido de la base de datos

1. Los ficheros integrantes de la base de datos, deberán cumplir lo que preceptúa la Ley
15/1999, Orgánica de Protección de Datos de Carácter Personal.

2. Los datos contenidos se refieren a:
a) Determinaciones de las ordenanzas fiscales y otros acuerdos municipales con trascenden-

cia para la gestión de sus ingresos de derecho público.
b) Datos relativos a los sujetos pasivos y otros elementos determinantes de las cuotas que el

Ayuntamiento deberá liquidar y recaudar.

Artículo 104. Medidas de seguridad

1. Los ficheros que contienen datos de carácter personal, integrantes de la base de datos del
Ayuntamiento tienen implementadas medidas de seguridad de nivel medio.

2. En cuanto a la seguridad de las instalaciones físicas, se han adoptado las siguientes medidas:
Realización de copias de seguridad cada día, que son custodiadas por una empresa especiali-

zada, ubicada en un municipio diferente.
3. Respecto a la seguridad de los accesos y las comunicaciones, se han tomado las siguientes

medidas:
a) Instalación de un servidor “cortafuego” para impedir el acceso a personas externas a la or-

ganización.
b) Distribución de los equipos servidores en subredes locales internas al Servicio de Informática.

Artículo 105. Oficina Virtual Municipal

1. La Oficina Virtual está ubicada en el portal web municipal. Se accede mediante Internet, en la
dirección http://www.aytosanlorenzo.es

2. En la Oficina Virtual se pueden realizar las consultas, trámites y gestiones que se regulan en
la presente Ordenanza. Las actuaciones llevadas a cabo ante la Oficina Virtual tienen la misma vali-
dez que si se hubieran hecho en una Oficina presencial.

3. Para la realización de consultas de información general, no se requerirá ninguna acreditación
de identidad personal.

Para consultar datos de carácter personal, o efectuar trámites y gestiones que los afecten, se re-
quiere acreditar la identidad personal en la forma que establece el artículo siguiente.

Artículo 106. Uso de la firma electrónica

1. El Ayuntamiento está adherido a un convenio con la Comunidad de Madrid que tiene suscrito
convenio con la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre – Real Casa de la Moneda y Timbre (FNMT-
RCM), para utilizar sus servicios de certificación, en orden a garantizar la autenticidad de la informa-
ción que publica el ordenador municipal y también la identidad de las personas provistas de certifi-
cado digital expedido por la FNMT.

2. La realización de consultas personalizadas, trámites y gestiones por parte de los ciudadanos
mediante el acceso a la base de datos del Ayuntamiento reúne los requisitos de seguridad que ga-
rantizan su autenticidad, la integridad del documento (sin alteración), la confidencialidad, la no in-
terceptación y la fecha de comunicación.

3. A los efectos del apartado anterior, el medio utilizado por el Ayuntamiento es la firma electró-
nica avanzada, basada en la utilización del certificado de usuario X.509.V3, clase 2, expedido por la
FNMT-RCM, que permite establecer los mecanismos para asegurar tanto la identidad de quienes in-
tervienen en la comunicación, como su integridad, detectando cualquier manipulación o modifica-
ción de la misma. A ello se ha añadido la transmisión cifrada del documento para lograr el requisi-
to de la confidencialidad.

4. Se podrán admitir otros certificados cuando se haya asegurado su compatibilidad técnica y
su formato se ajuste a lo especificado en la versión 3 de la recomendación UIT-T X.509 de fecha de
junio de 1997 o superiores (ISO/IEC 9594-8 de 1997) definida por la Unión Internacional de Teleco-
municaciones, Sector de Normalización. La autorización de nuevos certificados se realizará por De-
creto de Alcaldía.
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Artículo 107. Mecanismos de producción y verificación de firma

1. Los dispositivos hardware o software de producción y de verificación de firma se basarán en
la aplicación de algoritmos públicamente conocidos de entre los que sean de general aceptación
por la comunidad internacional, tanto en la producción de resúmenes de documento (hash) como
en la de la firma electrónica propiamente dicha.

El Ayuntamiento se reserva la posibilidad de excluir expresamente aquellos algoritmos que no
ofrezcan las debidas garantías de seguridad respecto de la función para la que están concebidos:
Garantizar la integridad de los ficheros y establecer el enlace preciso e inequívoco de éstos con el
titular del certificado con el que se han emitido los escritos y comunicaciones dirigidos al Ayun-
tamiento, de forma tal que no puedan ser repudiados por sus autores.

La exclusión de algoritmos tendrá efectos a partir de su publicación en la página web del Ayun-
tamiento.

2. No serán admisibles dispositivos cuya funcionalidad se base en algoritmos secretos o desco-
nocidos ni los que hayan sido excluidos en los términos del párrafo anterior.

Artículo 108. Características del registro telemático

1. La dirección electrónica a la que se puede acceder es http://www.aytosanlorenzo.es
2. Para que el interesado pueda acceder al registro telemático, es necesario que disponga del

certificado digital.

Artículo 109. Uso del registro telemático

1. Se habilitará un registro telemático donde se pueden recibir y remitir solicitudes, escritos y co-
municaciones relativas a los trámites y procedimientos que se especifiquen en los siguientes artícu-
los y que son los siguientes:

a) Solicitud de certificados.
b) Solicitud de domiciliaciones.
c) Solicitud de aplazamientos y fraccionamientos de pago.
d) Petición de corrección de errores.
e) Instancias y recursos administrativos.
2. No se expedirán copias compulsadas de los documentos que se tramiten junto con la solici-

tud, escrito o comunicación.
3. Todos los documentos que se reciban por vía telemática y hayan sido firmados con firma elec-

trónica se registrarán informáticamente, con detalle de los siguientes datos, como mínimo:
— Identidad del remitente.
— Fecha y hora de recepción.
— Número de registro.
— Clave del contenido.

4. Todos los documentos expedidos por el Ayuntamiento, firmados electrónicamente, que se re-
mitan a terceros, se registrarán con los siguientes datos, como mínimo:

— Identidad del destinatario.
— Clave del contenido.
— Fecha y hora de expedición.
— Número de registro.
— Código de verificación de autenticidad, que permitirá comprobar en cualquier momento la

integridad del documento.
5. La presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones en registros telemáticos tendrá idén-

ticos efectos que la efectuada por los demás medios admitidos en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992.

Artículo 110. Recepción de escritos en el registro telemático

1. La presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones podrá realizarse durante las 24 ho-
ras de todos los días del año; la fecha y hora oficial deberá figurar visible en la dirección electróni-
ca de acceso al registro.

2. Sólo se interrumpirá la recepción de escritos cuando resulte imprescindible hacerlo, por razo-
nes técnicas, y siempre que sea posible, el usuario visualizará un mensaje en que se comunique tal
circunstancia.

3. El registro telemático emitirá un mensaje de confirmación de la recepción de la solicitud, es-
crito o comunicación junto con la acreditación de la fecha y hora en que se produjo la recepción y
una clave de identificación de la transmisión. El mensaje de confirmación, que se configurará de for-
ma que pueda ser impreso o archivado informáticamente por el interesado y garantice la identidad
del registro, tendrá el valor de recibo de presentación.

Se advertirá al usuario que la no recepción del mensaje de confirmación o, en su caso, la recep-
ción de un mensaje de indicación de error o deficiencia de la transmisión implica que no se ha pro-
ducido la recepción, debiendo realizarse la presentación en otro momento o utilizando otros medios.

4. Para los registros telemáticos se consideran días inhábiles los declarados como tales en el
calendario nacional, en el calendario autonómico y en el calendario de fiestas de la provincia.
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5. La entrada de las solicitudes, escritos y comunicaciones recibidas en un día inhábil para el re-
gistro telemático se entenderá efectuada en la primera hora del primer día hábil siguiente. A estos
efectos, en el asiento de la entrada se inscribirán como fecha y hora de presentación aquéllas en las
que se produjo efectivamente la recepción, constando como fecha y hora de entrada las cero horas
y un segundo del primer día hábil siguiente.

6. Los registros telemáticos no realizarán ni anotarán salidas de escritos y comunicaciones en
días inhábiles.

Artículo 111. Certificados telemáticos

1. Los certificados telemáticos expedidos por el Ayuntamiento contendrán los datos objeto de
certificación y la firma electrónica del Ayuntamiento.

2. La expedición de un certificado telemático se realizará:
a) A solicitud del interesado, a quien le será enviado o puesto a disposición para su remisión al

órgano que lo requiere.
b) A instancia del órgano requirente, bien a iniciativa del interesado, o del propio órgano requi-

rente, siempre que cuente con el expreso consentimiento de aquél, salvo que el acceso esté
autorizado por una ley. En este supuesto, la petición de certificado identificará el trámite o
procedimiento para el que se requiere y hará constar que se dispone del consentimiento ex-
preso del interesado o la norma que lo exceptúe.

3. Los certificados telemáticos producirán idénticos efectos a los expedidos en soporte papel. A
tal efecto, su contenido deberá poder ser impreso en soporte papel, en el que la firma manuscrita
será sustituida por un código de verificación generado electrónicamente que permita en su caso
contrastar su autenticidad accediendo por medios telemáticos a los archivos del Ayuntamiento.

Artículo 112. Transmisiones de datos

1. Las transmisiones de datos por el Ayuntamiento sustituyen a los documentos y los certifica-
dos administrativos en soporte papel por el envío, a través de medios telemáticos seguros de aque-
llos datos, firmados electrónicamente, necesarios para la tramitación del procedimiento administra-
tivo y tributario.

2. La aportación de certificados previstos en las vigentes normas reguladoras de procedimien-
tos y actuaciones administrativas se entenderán sustituidos, a todos los efectos y con plena validez
y eficacia, por las transmisiones de datos que se realicen con los requisitos de autenticidad, integri-
dad, confidencialidad y no repudio.

3. Para la sustitución de un certificado por la transmisión de los correspondientes datos, el titu-
lar de éstos deberá haber consentido expresamente la realización de la transmisión, salvo en los su-
puestos previstos en norma con rango de ley. Si no prestara su consentimiento, el interesado debe-
rá solicitar y aportar el correspondiente certificado.

Subsección 2ª

Relaciones entre el Ayuntamiento y otras Administraciones

Artículo 113. Relaciones con la Agencia Estatal de Administración Tributaria

1. El Ayuntamiento intercambiará con la AEAT información con trascendencia tributaria en las
condiciones que establece la Administración Estatal, o que resulten de los convenios suscritos por la
Federación Española de Municipios y Provincias a cuyo contenido se ha adherido el Ayuntamiento.

2. Sin perjuicio del intercambio de información periódico, a que se refiere el apartado anterior,
el Ayuntamiento solicitará la colaboración de la AEAT cuando resulte imprescindible para la efecti-
vidad de la recaudación de los ingresos municipales. La colaboración solicitada podrá referirse a la
obtención de datos con trascendencia tributaria y a cualquier actuación recaudatoria que haya de
efectuarse en un ámbito territorial diferente de la provincia.

3. Por lo que respecta a consultas de datos sobre la situación tributaria con la Agencia Estatal
relativos a terceros, relacionados con las actuaciones que corresponden al Ayuntamiento, se po-
drán hacer por vía telemática y por persona identificada y autorizada.

4. La Gestión Tributaria del Impuesto sobre Actividades Económicas, se realiza de forma virtual,
el intercambio de datos se hará por los funcionarios habilitados, que dispondrán de la certificación
digital correspondiente.

Artículo 114. Relaciones con Tráfico

1. Con el fin de gestionar eficazmente el Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica, el
Ayuntamiento impulsará las gestiones establecidas en el convenio vigentes con el fin de actualizar
los datos de transcendencia tributaria.

2. La información obtenida, por el funcionario habilitado, de la consulta a la base de datos de
Trafico, prevalecerá, salvo error notorio, sobre cualquier otra información.
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Artículo 115. Relaciones con las Gerencias Territoriales del Catastro

El convenio de colaboración en la gestión catastral, suscrito entre el Ayuntamiento y la Geren-
cia Territorial del Catastro regula el ejercicio de las actuaciones propias en esa materia.

El intercambio de datos sobre bienes inmuebles y sujetos pasivos con la Gerencia Territorial de
Catastro con trascendencia para la gestión del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, se hará por medios
informáticos y por los funcionarios habilitados que dispondrán de la certificación digital necesaria.

Las actuaciones propias del Punto de Información Catastral se realizaran por los funcionarios
habilitados que dispondrán de la certificación digital necesaria. Como responsables de la custodia
de los datos protegidos, estos funcionarios dispondrán de los medios suficientes para salvaguardar
la información y los datos.

Subsección 3ª
Relaciones entre el Ayuntamiento y los Colaboradores Sociales

Artículo 116. Colaboración con los Notarios

1. El Ayuntamiento a los efectos de mejorar la gestión suscribirá Convenio con el Colegio de No-
tarios a los efectos de que los Notarios puedan realizar las actuaciones de colaboración siguientes:

a) Facilitar la autoliquidación del Impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de natu-
raleza urbana, cuando lo solicite el sujeto pasivo. La autoliquidación se hará mediante co-
nexión a la base de datos del Ayuntamiento. En caso que el contribuyente no solicite que el
Notario colabore en la realización de la autoliquidación, el Notario deberá enviar por vía tele-
mática los datos precisos para que el Ayuntamiento practique la liquidación correspondiente.

b) Recaudar el Impuesto sobre el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana
cuando se haya liquidado y el contribuyente desee satisfacer la cuota tributaria en la Notaría.
En este supuesto, el Ayuntamiento ordenará el cargo en la cuenta bancaria designada por el
Notario y permitirá la expedición en la Notaría del documento acreditativo del pago.

c) Consultar la existencia de deudas por Impuesto sobre bienes inmuebles asociadas a la refe-
rencia catastral de un inmueble que se trasmite, en orden a formular la advertencia prevista
en el artículo 64 del Real Decreto Legislativo 2/2004.

d) Transmitir al Ayuntamiento los datos sobre cambios de domicilio tributario que declaren los
otorgantes de documentos públicos formalizados en la Notaría.

2. Otros intercambios de información de datos con trascendencia tributaria se podrán realizar
por medios telemáticos que garanticen la identidad de quienes transmiten la información, así como
la integridad y la confidencialidad de la trasmisión.

3. Se faculta a la Alcaldía Presidencia para la firma del Convenio correspondiente que implemen-
te el presente artículo, previo dación de cuenta del mismo a la Comisión Informativa de Hacienda.

Artículo 117. Colaboración con los Registros de la Propiedad

1. Igualmente se suscribirá Convenio con el Colegio de Registradores a los efectos de que los
Registros de la Propiedad transmitirán al Ayuntamiento datos sobre modificaciones de titularidad
dominical de los inmuebles, que haya sido inscritos en el Registro. La transmisión de los datos se
hará por medios telemáticos siempre que sea posible.

2. La Tesorería municipal solicitará al Registro de la Propiedad información precisa para la prác-
tica de embargos de inmuebles, cuando resulte necesaria para la continuación de los expedientes
de recaudación ejecutiva. Siempre que el Registrador lo autorice, la comunicación se realizará por
medios telemáticos.

3. Cuando esté previsto en la norma registral, los jefes de Unidad de Recaudación remitirán ar-
chivos informáticos firmados electrónicamente, para sustituir el envío de documentación en sopor-
te papel.

4. Se faculta a la Alcaldía Presidencia para la firma del Convenio correspondiente que implemen-
te el presente artículo, previo dación de cuenta del mismo a la Comisión Informativa de Hacienda.

Artículo 118. Colaboración con los Gestores Administrativos

1. También se concertará Convenios con los gestores administrativos, a los efectos de que és-
tos puedan realizar las siguientes funciones:

a) Liquidar el Impuesto sobre vehículos de tracción mecánica en el caso de nuevas adquisicio-
nes de vehículos, por cuenta del sujeto pasivo.
La declaración-liquidación se hará mediante conexión a la base de datos del Ayuntamiento.
Las personas que puedan conectarse y consultar los datos obrantes en el Ayuntamiento se-
rán las autorizadas por el responsable de la Gestoría y deberán identificarse a través de su
certificado digital.

b) Recaudar la cuota resultante de la declaración-liquidación a que se refiere este apartado.
El importe de todas las cuotas recaudadas en el día por el conjunto de gestores adheridos al
Convenio, será transferido en el mismo día al Ayuntamiento por el Colegio de Gestores.
Si se comprobara que determinados ingresos habían sido inferiores a las cuantías proce-
dentes, se requerirá al Colegio de Gestores para que efectúe la liquidación complementaria
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que corresponda. En caso de que no se cumpliera este deber el Ayuntamiento podrá eje-
cutar el aval que el Colegio depositará para garantizar el correcto cumplimiento de las obli-
gaciones de los gestores.

c) Comunicar, tan pronto como sea posible, todos los cambios resultantes de expedientes ini-
ciados por el gestor que tengan repercusión en la base de datos del IVTM, tales como:
transferencias, bajas –temporales y definitivas- y cambios de domicilio.

2. Los gestores, actuando como representantes de tercero, debidamente identificados, podrán
realizar trámites y gestiones con el Ayuntamiento por vía telemática.

3. Se faculta a la Alcaldía Presidencia para la firma del Convenio correspondiente que implemen-
te el presente artículo, previo dación de cuenta del mismo a la Comisión Informativa de Hacienda.

Subsección 4ª
Comunicaciones con los ciudadanos

Artículo 119. Consultas de información general

1. El Ayuntamiento pone al alcance de las personas interesadas la consulta de la información
general sobre tramitación de los procedimientos de gestión, liquidación, inspección y recaudación
de los ingresos de derecho público municipales.

La consulta se habilitará en la Oficina Virtual que radica en la dirección http://www.aytosanlorenzo.es
2. Tienen, entre otros, la consideración de consultas de información general las siguientes:
a) Coeficientes, tipos impositivos, beneficios fiscales y otras determinaciones contenidas en

las Ordenanzas fiscales.
b) Calendario fiscal del Municipio.
c) Lugares y medios de pago.
d) Condiciones de concesión de los aplazamientos o fraccionamientos de pago.
3. Las consultas a que se refieren los apartados anteriores se pueden realizar en cualquier mo-

mento y lugar, sin que sea necesaria ninguna acreditación de identidad personal.

Artículo 120. Consultas de datos de carácter personal

1. Se habilitará que las personas provistas de certificado digital acreditativo de su identidad, pue-
dan realizar en la Oficina Virtual, consultas sobre los datos de carácter personal que les afecten.

2. A título indicativo, serán consultas posibles las siguientes:
a) Tributos que el consultante debe pagar al Ayuntamiento.
b) Deudas pendientes de pago en una fecha.
c) Domiciliaciones de tributos vigentes.
d) Situación de los expedientes que le afecten.

Artículo 121. Solicitud de certificados

1. Se habilitará que el interesado provisto de certificado digital de identificación reconocido por
el Ayuntamiento, podrá solicitar en la Oficina Virtual los certificados siguientes:

a) No tener ninguna deuda pendiente de pago en la fecha de la solicitud, relativa a tributos u
otros conceptos de derecho público.

b) Haber satisfecho un determinado tributo, u otro ingreso no tributario, en fecha anterior.
2. Cuando la solicitud del certificado se haya formulado por vía telemática, ante la Oficina Virtual,

y el interesado lo solicite, se expedirá un certificado telemático, que sustituirá el certificado en so-
porte papel.

3. El certificado telemático producirá los efectos establecidos en la Subsección Primera de esta
Sección de la Ordenanza General.

Artículo 122. Realización de pagos

Si el obligado al pago dispone de documento expedido por el Ayuntamiento apto para efectuar
el pago, puede optar por una de estas modalidades:

a) Pago en cualquiera de las entidades bancarias colaboradoras aportando el documento de
pago.

b) Pago en la Oficina Virtual, mediante tarjeta de crédito.
c) Orden de cargo en cuenta, si es usuario de una entidad bancaria que tiene operativa la fun-

cionalidad de banca electrónica.
Las operaciones referidas a los puntos b) y c) se efectúan en un entorno seguro.

Artículo 123. Solicitud de domiciliaciones

1. Se habilitara que el interesado podrá solicitar en las oficinas físicas del Ayuntamiento, en su
Oficina Virtual, o en las entidades bancarias colaboradoras de la recaudación la domiciliación de los
tributos de vencimiento periódico.

2. La domiciliación podrá afectar a todos o algunos de los tributos y otros ingresos de derecho
público que en el futuro liquide el Ayuntamiento.
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3. Cuando la solicitud dirigida a la oficina Virtual sea firmada electrónicamente por el interesado,
la domiciliación tendrá plenos efectos sin ulterior trámite.

4. Si la solicitud no está acompañada de firma electrónica, el Ayuntamiento tomará nota de la
petición, pero con carácter previo a su efectividad, se remitirá una comunicación al domicilio del in-
teresado.

5. Las domiciliaciones se podrán revocar en cualquier momento desde la Oficina Virtual.

Artículo 124. Remisión de escritos y comunicaciones por el interesado

1. Se habilitará que en la Oficina Virtual se podrán presentar por los interesados identificados
por el certificado de usuario descrito en el artículo 123 de la presente Ordenanza los tipos de docu-
mentos siguientes:

a) Instancias.
b) Recursos administrativos.
c) Declaraciones tributarias.
d) Solicitud de aplazamientos y fraccionamientos de pago.
e) Petición de certificados, relativos a los ingresos de derechos públicos que los afecten.
2. Para cada escrito o comunicación presentados se adjuntará la firma electrónica de la misma,

generada con los datos de firma del emisor, y todos los datos que permitan al Ayuntamiento verifi-
car la integridad de lo firmado y la autenticidad del firmante.

3. El Ayuntamiento verificará la firma del escrito presentado y la identidad del remitente, así como
que el certificado utilizado para la generación de la firma electrónica no haya perdido su eficacia por
revocación, caducidad o cualquier causa establecida en el ordenamiento jurídico.

4. Los efectos de la presentación de los documentos referidos en el apartado 1 serán los pro-
pios de la presentación con firma manuscrita.

Artículo 125. Solicitud de aplazamientos y fraccionamientos de pago

1. Se habilitará la posibilidad de poder presentar solicitudes a la Oficina Virtual del Ayuntamiento.
Si la solicitud está firmada electrónicamente, se generarán todos los efectos propios de la soli-

citud con firma manuscrita.
2. La concesión o denegación se comunicará telemáticamente al interesado, firmada por el

Ayuntamiento.
3. En todo caso, es necesario cumplir las condiciones previstas en la presente Ordenanza para

la efectividad de los aplazamientos de pago.
4. Cuando se requiera aportar garantía, está podrá constituirse mediante aval transmitido por vía

electrónica, en los términos regulados en el artículo siguiente.

Artículo 126. Corrección de errores

1. Se habilitará que el interesado, identificado mediante certificado digital, pueda solicitar en la
Oficina Virtual Municipal la corrección de los datos tributarios que le afecten.

2. La solicitud producirá los mismos efectos que la instancia con firma manuscrita.

Artículo 127. Notificaciones administrativas

1. Se habilitará que puedan practicarse la notificación por medios telemáticos a los interesados
cuando así lo hayan manifestado expresamente, bien indicando el medio telemático como preferen-
te para la recepción de notificaciones en su solicitud, escrito o comunicación, o bien consintiendo
dicho medio.

2. A los efectos previstos en el apartado anterior, se facilitará que las personas obligadas al pago
de tributos y otros ingresos de derecho público municipales, puedan disponer de una dirección
electrónica donde recibir las notificaciones que realice el Ayuntamiento.

3. La dirección electrónica donde se recibirán las notificaciones deberá cumplir los requisitos si-
guientes:

a) Poseer identificadores de usuario y claves de acceso para garantizar la exclusividad de su
uso.

b) Contar con mecanismos de autenticación que garanticen la identidad del usuario.
c) Contener mecanismos de cifrado para proteger la confidencialidad de los datos.
4. La dirección electrónica, facilitada por el Ayuntamiento tendrá vigencia indefinida, excepto en

los supuestos en que se solicite su revocación por el titular, por fallecimiento de la persona física o
extinción de la personalidad jurídica, cuando una resolución administrativa o judicial así lo ordene,
o por el transcurso de tres años sin que se utilice para la práctica de notificaciones, supuesto en el
cual se inhabilitará la dirección electrónica única, comunicándoselo así al interesado.

5. El sistema de notificación establecido por el Ayuntamiento acreditará la fecha y hora de la no-
tificación en la dirección electrónica asignada al interesado y el acceso de éste al contenido del men-
saje de notificación, así como cualquier causa técnica que imposibilite el acceso. Cuando existiendo
constancia de la recepción de la notificación en la dirección electrónica, transcurrieran diez días na-
turales sin que se acceda a su contenido, se entenderá que la notificación ha sido rechazada.
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6. Cuando se deposite en la dirección electrónica personalizada una notificación, se enviará al
correo electrónico, o al teléfono móvil designados por el interesado, un mensaje que informará al
destinatario de la remisión de la notificación.

Artículo 128. Consultas en el padrón de habitantes

Los funcionarios responsables de los Servicios de Gestión y Recaudación pueden efectuar con-
sultas en el padrón de habitantes, limitadas a los datos indispensables para la eficaz gestión de los
derechos de ingreso públicos de carácter municipal.

Tienen este carácter de datos con trascendencia en gestión y recaudación los siguientes:
a) NIF, nombre y apellidos, o razón social y domicilio declarado de las personas que por pri-

mera vez se han empadronado en el Municipio, o han solicitado la baja en el Padrón.
Los datos señalados resultan de imprescindible consulta para verificar la correcta tributa-
ción en el Ayuntamiento donde residen los contribuyentes, dado el principio de territoriali-
dad que rige la exacción de los tributos municipales.

b) NIF, nombre y apellidos, o razón social y nuevo domicilio de los contribuyentes que decla-
ren cambios de dirección dentro del Municipio.
Estos datos son imprescindibles para practicar correctamente la notificación personal de los
actos de liquidación y recaudación de los tributos municipales.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

En todo lo no previsto en ésta Ordenanza se estará a lo establecido en la Ley General Tributaria
y el resto de las leyes del Estado, así como las demás disposiciones dictadas en desarrollo de las
mismas.

DISPOSICIÓN FINAL

La presente ordenanza ha sido aprobada por el Pleno Municipal de fecha ….....… de noviembre
de 2011, comenzará a aplicarse a partir del día 1 de enero de 2012, permaneciendo en vigor hasta
su modificación o derogación expresa.
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ANEXO I

MODELO DE AVAL

La entidad (razón social de la entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca) ......................

.................................... con NIF ...................... y domicilio en .................................................................

en la calle .................................................................. CP ...................... y en su nombre y representa-

ción ................................................................................ (nombre y apellidos de los apoderados), con

poderes suficientes para obligarle en este acto, según resulta del bastanteo efectuado por ................

......................................................... en fecha ...................... Registro de poder nº ...................... .

A V A L A

A: (nombre y apellidos o razón social del avalado) ..........................................................................

............................................ NIF ...................... en virtud de lo dispuesto por : (normas y artículos que

imponen la constitución de esta garantía) ........................................................................................

...................................................................................... para responder de las obligaciones derivadas

de: (detallar el objeto de la garantía y obligación asumida por el garantizado) .....................................

............................................................................. ante el Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial

por importe de euros ( en letra) .................................................................. (en cifra) .......................
Este aval se otorga solidariamente respecto al obligado principal, con renuncia expresa a cua-

lesquiera beneficios, y en especial al de la previa excusión de bienes y con compromiso de pago al
primer requerimiento del Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial, con advertencia de que en
caso de impago de la misma se seguirá contra ella, para su efectividad, por la vía administrativa de
apremio.

Este aval tendrá validez en tanto que el Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial no autori-
ce su cancelación.

En ...................... a .................................................................. (fecha en letra).

............................................................................ (Razón social de la entidad)

.................................................................. (Firma de los apoderados).
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ANEXO II

MODELO DE GARANTÍAS EN LOS PROCEDIMIENTOS RECAUDATORIOS.
FIANZA PERSONAL Y SOLIDARIA PARA RESPONDER DEL PAGO DE EXACCIONES

MUNICIPALES, A EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO COBRATORIO

D. ........................................................................................ mayor de edad, con NIF ......................

y domicilio en San Lorenzo de El Escorial calle .................................................................................. y

D. ........................................................................................, mayor de edad con NIF ...................... y

domicilio en San Lorenzo de El Escorial calle ................................................................................., por

el presente documento se constituyen en fiadores personales solidarios de D. ...................................

............................................ con NIF ----------------------- y domicilio en calle ..........................................,

............................................ ante el Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial, a cuyo favor y dis-

posición se constituye la presente fianza, en garantía del pago de la deuda siguiente:

Concepto ............................................

Nº recibo/liq. .......................................

Período impositivo ..............................

Sujeto pasivo ......................................

Importe ...............................................

La presente garantía se extiende de conformidad con lo dispuesto en el art. 14 de la Ley 39/88
de 28 de diciembre Reguladora de las Haciendas Locales y art. 32 de la Ordenanza General de Ges-
tión, Recaudación e Inspección de los ingresos propios de derecho público. La suspensión del pro-
cedimiento cobratorio de la indicada deuda, a cuyo fin se instrumenta la prestación de esta fianza,
sólo surtirá efecto en el recurso administrativo en que dicha suspensión se insta y comportará el
abono de interés de demora por todo el tiempo de duración de la misma. La presente garantía al-
canza a cubrir todos los componentes de la deuda, los intereses de demora y a los recargos y cos-
tas que, en su caso, se produjeren en el procedimiento cobratorio.

En orden a su capacidad y solvencia, los firmantes de la presente fianza declaran, con pleno co-
nocimiento de las responsabilidades en que pudieren incurrir en caso de falsedad o inexactitud, que
tienen plena capacidad de obrar y solvencia económica y no se hallan comprometidos en ninguna
de las circunstancias que, en lo que resultaren aplicables al presente supuesto, de acuerdo con la
legislación vigente, les impediría la celebración de contratos con las Administraciones públicas, ma-
nifestando, en particular:

a) No haber sido condenados mediante sentencia firme ni estar en procesados por delitos de
falsedad o contra la propiedad.

b) No haber sido declarados en quiebra, concurso de acreedores o insolventes fallidos, en
cualquier procedimiento, administrativo o judicial, no haber iniciado expediente de suspen-
sión de pagos ni presentado solicitud judicial de quiebra o concurso de acreedores.

c) Encontrarse al corriente de pago de los tributos municipales que les conciernan.
d) No haber sido sancionados con prohibición de celebrar contratos con las Administraciones

públicas por infracciones tributarias.
Los fiadores solidarios que renuncian expresamente a cualesquiera beneficios y, en especial, al

de la previa excusión de sus bienes, se obligan a pagar al Ayuntamiento de San Lorenzo de El Es-
corial en los plazos establecidos reglamentariamente a partir del requerimiento que al efecto se le
haga y en defecto de pago por el afianzado, las cantidades avaladas más el interés legal de demo-
ra y los recargos en que incurra el deudor por falta de pago en el tiempo debido, y quedan adverti-
dos que en caso de impago se seguirá para su efectividad la vía administrativa de apremio contra
sus bienes.

La presente fianza mantendrá su validez hasta tanto el Ayuntamiento de San Lorenzo de El Es-
corial no autorice su cancelación o liberación.

En San Lorenzo de El Escorial a ............................................

Firmado: ...................................................................................

Firmado: ...................................................................................

NOTA: Las firmas deberán estar legitimadas notarialmente o suscrito o ratificado el documento
en que la fianza se constituya ante funcionario público municipal competente, para lo cual será ne-
cesaria la personación de ambos fiadores en la dependencia municipal. En este caso, el funciona-
rio practicará la correspondiente diligencia de personación.



SÁBADO 14 DE ABRIL DE 2012B.O.C.M. Núm. 89 Pág. 99

B
O

C
M

-2
01

20
41

4-
9

BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRIDBOCM

ANEXO III

MODELO DE AVAL PARA LA SUSPENSIÓN DEL PROCEDIMIENTO EJECUTIVO

La entidad ............................................................................................. con NIF .......................... y

domicilio en ......................................................... calle ..........................................................................

CP ...................... se constituye ante el Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial en fiador soli-

dario de ...................................... para obtener la suspensión del procedimiento de apremio seguido

por la Recaudación Ejecutiva Municipal, de un descubierto por el concepto de ..................................,

por un importe de principal, intereses de demora, recargo de apremio y costas del procedimiento

de ...................... euros.
La garantía se presta de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 39/88 de 28 de

diciembre Reguladora de las Haciendas Locales, y art. 101 del Reglamento General de Recaudación.
La entidad fiadora que renuncia expresamente a cualesquiera beneficios y, en especial, al de la

previa excusión de bienes, se obliga a pagar al Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial en los
plazos establecidos reglamentariamente a partir del requerimiento que al efecto se le haga y en de-
fecto de pago por el afianzado, las cantidades avaladas más el interés legal de demora y los recar-
gos en que incurra el deudor por falta de pago en el tiempo debido, y queda advertida de que, en
caso de impago, se seguirá para su efectividad la vía administrativa de apremio contra sus bienes.

Los firmantes del presente aval están debidamente autorizados para representar y obligar en

esta forma ............................................ (entidad) ............................................, de acuerdo con las es-

crituras de poderes otorgadas ante el notario ............................................ en fechas ......................,

con nº de protocolo ......................, siendo esta una de las operaciones, que a tenor de los artículos

........ ...................................... de los Estatutos por los que se rige, puede realizar legalmente, y se-

gún resulta del bastanteo efectuado por la Secretaría General de este Ayuntamiento en fecha

..................... ............................... Registro de Poder nº .......................
Este aval tendrá validez en tanto que el Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial no autori-

ce su cancelación.

En ...................... a ............................................

(Nombra de la entidad: firmas y sello)

Firmado ............................................

Firmado............................................
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ANEXO IV

MODELO DE AVAL PARA RESPONDER DEL FRACCIONAMIENTO DE PAGO

La entidad ............................................................................................. con NIF .............................

y domicilio en ................................... calle ................................................................. CP ......................

se constituye ante el Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial en fiador solidario de ---------------

para obtener el fraccionamiento de la liquidación/autoliquidación nº ...................... practicada por el

concepto de ............................................ e importe principal de ...................... euros.
La garantía se extiende de conformidad con lo dispuesto en los artículos 61-4º de la Ley Gene-

ral Tributaria, 72 de la Ordenanza Fiscal General de Gestión, Recaudación e Inspección y 52 del Re-
glamento General de Recaudación, y cubrirá el importe del principal y de los intereses de demora,
más un 25 por 100 de la suma de ambas partidas.

Si llegado el vencimiento de cualquiera de los plazos no se efectuase el pago, se considerarán
también vencidas las fracciones pendientes , exigiéndose por la vía de apremio, la totalidad de la
deuda fraccionada no satisfecha y sus intereses devengados hasta la fecha de vencimiento del pla-
zo incumplido, con el correspondiente recargo de apremio.

La entidad fiadora, que renuncia expresamente a cualesquiera beneficios, y en especial, al de la
previa excusión de bienes, se obliga a pagar al Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial en los
plazos establecidos reglamentariamente a partir del requerimiento que al efecto se le haga y en de-
fecto de pago por el afianzado, las cantidades avaladas más el interés legal de demora y los recar-
gos en que incurra el deudor por falta de pago en el tiempo debido, y queda advertida que en caso
de impago se seguirá para su efectividad la vía administrativa de apremio contra sus bienes.

Los firmantes del presente aval están solidariamente autorizados para representar y obligar en

esta firma a .................................................................. (entidad) ........................................................

de acuerdo con las escrituras de poderes otorgadas ante el notario ............................................ en

fechas ............................................ con nº de protocolo ......................, siendo esta una de las ope-

raciones, que a tenor de los artículos ............................................ de los Estatutos por los que se

rige, puede realizar legalmente, y según resulta del bastanteo efectuado por la Asesoría Jurídica de

la Secretaría General en fecha .............................................. Registro de Poder nº .......................
Este aval tendrá validez en tanto que el Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial no autorice

su cancelación.

En Madrid a ...................... de ............................................ de .......................

(NOMBRE DE LA ENTIDAD, FIRMAS Y SELLO)

FIRMADO.........................................................................................

FIRMADO.........................................................................................
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ANEXO V

MODELO DE AVAL PARA RESPONDER DEL APLAZAMIENTO DE PAGO

La entidad ............................................................................................. con NIF .............................

y domicilio en ................................... calle ................................................................. CP ......................

se constituye ante el Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial en fiador solidario de ---------------

para obtener el aplazamiento de la liquidación/autoliquidación nº ...................... practicada por el

concepto de ............................................ e importe principal de ...................... euros.
La garantía se extiende de conformidad con lo dispuesto en los artículos 61-4º de la Ley Gene-

ral Tributaria, 72 de la Ordenanza Fiscal General de Gestión, Recaudación e Inspección y 52 del Re-
glamento General de Recaudación, y cubrirá el importe del principal y de los intereses de demora,
más un 25 por 100 de la suma de ambas partidas.

Si llegado el vencimiento del plazo concedido no se efectuara el pago se expedirá providencia
de apremio que incluirá la deuda aplazada, los intereses devengados y el recargo de apremio para
su exacción por la vía ejecutiva.

La entidad fiadora, que renuncia expresamente a cualesquiera beneficios, y en especial, al de la
previa excusión de bienes, se obliga a pagar al Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial en los
plazos establecidos reglamentariamente a partir del requerimiento que al efecto se le haga y en de-
fecto de pago por el afianzado, las cantidades avaladas más el interés legal de demora y los recar-
gos en que incurra el deudor por falta de pago en el tiempo debido, y queda advertida que en caso
de impago se seguirá para su efectividad la vía administrativa de apremio contra sus bienes.

Los firmantes del presente aval están solidariamente autorizados para representar y obligar en

esta firma a .................................................................. (entidad) ........................................................

de acuerdo con las escrituras de poderes otorgadas ante el notario ............................................ en

fechas ............................................ con nº de protocolo ......................, siendo esta una de las ope-

raciones, que a tenor de los artículos ............................................ de los Estatutos por los que se

rige, puede realizar legalmente, y según resulta del bastanteo efectuado por la Asesoría Jurídica de

la Secretaría General en fecha .............................................. Registro de Poder nº .......................
Este aval tendrá validez en tanto que el Ayuntamiento de San Lorenzo de El Escorial no autori-

ce su cancelación.

En Madrid a ...................... de ............................................ de .......................

(NOMBRE DE LA ENTIDAD, FIRMAS Y SELLO)

FIRMADO.........................................................................................

FIRMADO.........................................................................................

Contra el anterior acuerdo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales y el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Re-
guladora de la Jurisdicción, solo cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante la
Sala de lo contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, en el
plazo de dos meses a partir de la publicación de este acuerdo en el BOLETÍN OFICIAL DE LA
COMUNIDAD DE MADRID.

En San Lorenzo de El Escorial, a 28 de marzo de 2012.—Ante mí, el secretario, que
certifico.—El alcalde, José Luis Fernández-Quejo del Pozo.

(03/11.715/12)
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